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FUNCION            EJECUTIVA
DECRETO:

3250 Declárase el 1 de noviembre            del 2002, feriado con descanso obligatorio para todo el territorio             nacional.

ACUERDO:
MINISTERIO DE EDUCACION:

Defínase  la lista de planteles            beneficiarios del Proyecto de Reforzamiento de la  Educaciòn            Tècnica en el rubro de equipamiento.

RESOLUCIONES:
CORPORACION ADUANERA ECUATORIANA:

0531 Autorízase la realización            del evento denominado II Feria Binacional de Integración            Fronteriza de Zamora Chinchipe, en las instalaciones del Estadio            Antiguo de la ciudad de Zamora, que se llevara  a            cabo del 1de noviembre del 2002.
0536 Autorízase la realización            de los eventos denominados: I Exposicíòn Exposalud            2002 del 23 al 27 de octubre del 2002; I Exposición DECO            2002 del 12 al 17 de noviembre del 2002; VIIl Exposiciòn            Autoshow 2003 del 26 de noviembre al 1 de diciembre del 2002,            en las instalaciones del recinto ferial, ubicado en Ia             ciudadela Kennedy Norte, Av.  Francisco de  Orellana,            Mz. 106de  la ciudad de Guayaquil.
0538 Refórmase el Art. 1            de la Resolución Administrativa No 0446, expedida el 4            de septiembre del 2002 y publicada en el Registro Oficial No            664 del 17 de septiembre del 2002.

INSTITUTO            ECUATORIANO DE CREDITO EDUCATIVO Y BECAS -IECE-:

014-DE-2002 Expídese el Reglamento            de Crédito Educativo.

SUPERINTENDENCIA            DE BANCOS Y SEGUROS:

-Califícanse a varias personas y compaÑías            para que puedan ejercer el cargo de pleitos avaluadores en las            instituciones del sistema financiero, bajo control:

SBS-DN-2002-0790 SeÑor Diego            Fabián Cabezas Borja Luna.
SBS-DN-2002-0792            SeÑor            Mario Efrén  Mora Enríquez.
SBS-DN-2002-0793            SeÑor            Patricio Fernando Zabala Jiménez.
SBS-DN-2002-0796            CompaÑía             Organización Levin S.A.
SBS-DN-2002-0797            CompaÑía            Shipping & Industrial World Shippinworld S.A.
SBS-DN-2002-0798 SeÑor Leonardo Petronio            PeÑa Cisneros.
SBS-DN-2002-0803            SeÑor            Wilson Edison Sánchez Zambrano.

FUNCION            JUDICIAL
CORTE            SUPREMA DE JUSTICIA

-Dispónese a los jueces de instancia            ante quienes se interpusieran las acciones de amparo, se limiten            a ordenar a la autoridad o funcionario público contra            quien se haya dirigido la acción, el cumplimiento de la            decisión final.

SALA            ESPECIALIZADA DE LO FISCAL:

Recursos de casación en los juicios seguidos por las siguientes            personas:

193-2000 Novapan del Ecuador S.A.            en contra de la Directora General del Servicio de Rentas Internas.
10-2001            Freddy             Min Joi Lama  Paquín en contra  del Administrador            del  Distrito de Aduanas de Guayaquil.
34-2001 Plásticos de Exportación            EXPOPLAST C.A. en contra del Director Regional del Servicio de            Rentas Internas.
45-2001 CompaÑía ESTAR             Cía. Ltda. en contra del  Gerente del Primer             Distrito de  la Corporación Aduanera Ecuatoriana.
49-2001 Wladimir Lerqué Cía.            Ltda. en contra de la Directora General del Servicio de Rentas            Internas.
55-2001 Banco Popular del Ecuador            S.A. en contra  del Director Financiero y del Tesorero del            Municipio de Quito.
94-2001 CompaÑía Conno            Jacobson Hoteles S.A. en contra del Director General de             Rentas.
100-2001 CompaÑía Colas            de Oro S.A. en contra del Director General de Rentas.
132-2001 Pinturas Cóndor S.A.            en contra del Director General del Servicio de Rentas Internas.

TERCERA            SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL:

237-2001 Delia Narcisa Murillo Sánchez            en  contra de  la CompaÑìa Crowley             American Transport  Inc. Ecuador S.A.
329-2001 Hilario William Jaramillo            Olarte en contra de la I Municipalidad de Guayaquil.
13-2002            Pompeyo Leonidas            Franco Vaca en contra de la M.I. Municipalidad de Guayaquil.
48-2002            Xavier Iván            Noboa Agurto en contra de Autoridad Portuaria de-Guayaquil.
61-2002            Jorge Luis            Rodríguez Sánchez en contra de Industria Cartonera            Ecuatoriana S.A.
73-2002 Venancio Montes Santana en            contra del Instituto Nacional de Desarrollo Agrario, INDA.

ORDENANZAS            MUNICIPALES:

-Cantón CaÑar: Que            establece la tasa para la licencia anual de funcionamiento de            los establecimientos turísticos.
-Cantón            Pelileo: Que            reforma a la Ordenanza Municipal de Agua Potable.
No. 3250
Gustavo Noboa Bejarano
PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA
Considerando:
Que el inciso tercero del artículo 23 de la Ley de      Regulación Económica y Control del Gasto Público      establece que si existen razones de imperiosa necesidad, fuerza      mayor o conveniencia de servicio, a criterio del Presidente de      la República, se dejará de trabajar alguna jornada      o fracción y el tiempo perdido deberá recuperarse      fuera de los días u horas de trabajo obligatorio sin recargo      alguno;
Que la seÑora Ministra de Turismo ha solicitado que      se declare feriado con descanso obligatorio para todo el territorio      nacional, el día viernes primero de noviembre del 2002,      como una forma de estimular el turismo interno del país      y por la coincidencia con la conmemoración, el domingo      3 de noviembre de la Independencia de Cuenca; y,
En ejercicio de la facultad que le confiere el artículo      23 de la Ley de Regulación Económica y Control      del Gasto Público,
Decreta:
Art. 1.- Declarar el 1 de noviembre del 2002, feriado      con descanso obligatorio para todo el territorio nacional.
Art. 2.- El día 1 de noviembre se suspenderán      las actividades en el sector público y las jornadas laborales      en el sector privado en todo el territorio nacional, debiendo      recuperarse las ocho horas no laboradas en el indicado día      a criterio de la máxima autoridad o representante de cada      institución o empresa, respectivamente. La suspensión      no se aplicará a aquellas que laboran 24 horas diarias      y durante todo el aÑo, salvo acuerdo entre empresarios      y trabajadores.
Art. 3.- De la ejecución del presente decreto,      que entrará en vigencia a partir de su publicación      en el Registro Oficial, encárgase al Ministro de Trabajo      y Recursos Humanos.
Dado en el Palacio Nacional, en Quito, a 24 de octubre del      2002.
f.) Gustavo Noboa Bejarano, Presidente Constitucional de la      República.
f.) Martín Insua Chang, Ministro de Trabajo y Recursos      Humanos.
Es fiel copia del original.- Lo certifico.
f.) Marcelo Santos Vera, Secretario General de la Administración      Pública.
No. 2086
EL MINISTRO DE EDUCACION, CULTURA, DEPORTES      Y RECREACION
Considerando:
Que el Gobierno del Reino de EspaÑa concedió      a la República del Ecuador un crédito para la ejecución      del "Proyecto de Reforzamiento de la Educación Técnica"      -PRETEC-;
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 1585, fechado el 10 de      diciembre de 1999, se autoriza al Ministerio de Educación      que suscriba el contrato con la empresa espaÑola EDUCTRADE,      adjudicataria del mismo luego del correspondiente proceso licitatorio;
Que el 15 de marzo del 2002. mediante Resolución SCP--2002-039,      el Ministro de Economía y Finanzas emite informe favorable      para la celebración de los respectivos convenios de crédito      para el financiamiento de la operación del proyecto;
Que, el 23 de mayo del 2002, mediante Decreto Ejecutivo No.      2673, publicado en el Registro Oficial No. 588, el seÑor      Presidente de la República. Dr. Gustavo Noboa Bejarano,      autoriza la suscripción de los convenios de crédito;
Que para efectos de la ejecución del proyecto se requiere      definir la nómina de los planteles técnicos a ser      beneficiados y el equipamiento correspondiente a cada uno de      ellos;
Que la Comisión Técnica conformada para la selección      de los planteles y la dotación del equipamiento respectivo,      ha presentado su informe, considerando los siguientes indicadores      y prioridades:
- Matrícula en las especialidades involucradas.
- Número y nivel de formación de los profesores      técnicos.
- Infraestructura disponible en talleres y laboratorios.
- Titularidad de las autoridades.
- Existencia de planes estratégicos institucionales      y proyectos productivos, programas de pasantías estudiantiles,      convenios de cooperación con empresas, relación      con el sector productivo.
- Nivel de participación de los padres de familia y      de la comunidad.
- Necesidad de complementar el equipamiento de los colegios      agropecuarios del PROMEET que dispongan de las instalaciones      respectivas y cumplan los indicadores de base.
- Selección, en cada capital provincial y polo de desarrollo,      de un colegio de comercio y administración para dotarlos      de equipamiento de informática. los que serán sede      del programa de capacitación a distancia
- Atención a planteles ubicados en zonas de frontera      o en zonas potenciales de desarrollo, particularmente de turismo,      que cumplan con los indicadores antes mencionados.
- Selección equitativa de planteles en todo el territorio      nacional.
- Disposición de las autoridades institucionales a      suscribir un compromiso para realizar las gestiones complementarias      para la instalación y funcionamiento de los talleres o      laboratorios a entregarse, así como para responsabilizarse      de su buen uso, mantenimiento y eficiente funcionamiento, que      permita la generación de ingresos suficientes para que      se conviertan en unidades autosustentables.
Que el referido informe fue aprobado por el Ministro de Educación;      y,
En uso de las atribuciones que le confiere la ley.
Acuerda:
Art. 1.- Definir la siguiente lista de planteles beneficiarios      del Proyecto de reforzamiento de la educación técnica      en el rubro de equipamiento:
No. COLEGIOS PARROQUIA PROVINCIA EQUIPAMIENTO
1 Cumbe Azuay Cuenca Taller de automotriz básico
2 Andrés F. Córdova CaÑar CaÑar Taller      de automotriz básico
3 Alfredo Albornoz Sánchez Carchi Bolívar Taller      de automotriz básico
4 Eduardo Granja Garcés Guayas Pedro Carbo Taller de automotriz      básico
5 Rafael Vásconez Gómez Cotopaxi La Maná      Taller de automotriz básico
6 Ing. José Corsino Cárdenas El Oro Pasaje Taller      de automotriz básico
7 República de Perú El Oro Machala Taller de automotriz      básico
8 Valle del Chota Imbabura Ibarra Taller de automotriz básico
9 I.T.S. Sucúa Morona Sucúa Taller de automotriz      básico
10 12 de Febrero Orellana La Joya de los Sachas Taller de automotriz      básico
11 Luis Felipe Wajarei Sucumbíos Shushufindi Taller de      automotriz básico
12 Gualaceo Azuay Gualaceo Taller de automotriz superior
13 Juan Abel Echeverría Cotopaxi Latacunga Taller de automotriz      superior
14 Ismael ProaÑo Pichincha Mejía Taller de automotriz      superior
15 Febres Cordero Guayas Guayaquil Taller de automotriz superior
16 Huasimpamba Tungurahua Pelileo Taller de automotriz superior
17 Luis Célleri Avilés Guayas La Libertad Taller      de carpintería y ebanistería
18 I.T.S. Daniel Alvarez Burneo Loja Loja Taller de carpintería      y ebanistería
19 I.S. Carlos Cisneros Chimborazo Riobamba Aula de CNC- Torno      y fresadora didácticos
20 El Oro El Oro Machala Aula de CNC- Torno y fresadora didácticos
21 I.T.S. Guayaquil (Pishilata) Tungurahua Ambato Aula de CNC-      Torno y fresadora didácticos
22 Luis Arboleda Martínez Manabí Manta Aula de      CNC- Torno y fresadora didácticos
23 I.T.S. Salesiano . Azuay Cuenca Aula de CNC- Torno y fresadora      C/Intercamb
24 I.T.S. Simón Bolívar Guayas Guayaquil Aula de      CNC- Torno y fresadora C/Intercamb
25 Central Técnico Pichincha Quito Aula de CNC- célula      flexible
26 Capitán Edmundo Chiriboga
González Chimborazo Riobamba Aula de diseÑo en      la construcción
27 José Peralta Guayas Guayaquil Aula de diseÑo      en la construcción
28 I.T.S. Salesiano Azuay Cuenca Aula de diseÑo mecatrónica
29 I.S. Carlos Cisneros Chimborazo Riobamba Aula de diseÑo      mecatrónica
30 El Oro El Oro Machala Aula de diseÑo mecatrónica
31 I.T.S. Simón Bolívar Guayas Guayaquil Aula de      diseÑo mecatrónica
32 Luis Arboleda Martínez Manabí Manta Aula de      diseÑo mecatrónica
33 Central Técnico Pichincha Quito Aula de diseÑo      mecatrónica
34 I.T.S. Guayaquil (Pishilata) Tungurahua Ambato Aula de diseÑo      mecatrónica
35 Santa Marianita CaÑar Azogues Laboratorio de electricidad
36 10 de Enero Bolívar San Miguel Laboratorio de electricidad
37 Pujilí Cotopaxi Pujilí Laboratorio de electricidad
38 Las Palmas Azuay Sevilla de Oro Laboratorio de electricidad
39 Jambelí El Oro Santa Rosa Laboratorio de electricidad
40 José Peralta Esmeraldas Esmeraldas Laboratorio de electricidad
41 I.T.S. Daniel Córdova Toral Azuay Cuenca Laboratorio      de electricidad
42 José Peralta Guayas Guayaquil Laboratorio de electricidad
43 La Alborada Guayas Milagro Laboratorio de electricidad
44 Luis Célleri Avilés Guayas La Libertad Laboratorio      de electricidad
45 Magally Massón de Valle
Carrera Manabí Chone Laboratorio de electricidad
46 Primero de Mayo Pastaza Pastaza Laboratorio de electricidad
47 Benjamín Carrión Pichincha Quito Laboratorio      de electricidad
48 Ismael ProaÑo Pichincha Mejía Laboratorio de      electricidad
49 Jaime Roldós Aguilera Pichincha Santo Domingo Laboratorio      de electricidad
50 Alessandro Volta Pichincha Santo Domingo Laboratorio de electricidad
51 Gualaceo Azuay Gualaceo Laboratorio de electrónica
52 I.T.S. Daniel Córdova Toral Azuay Cuenca Laboratorio      de electrónica
53 . 10 de Enero Bolívar San Miguel Laboratorio de electrónica
54 Pujilí Cotopaxi Pujilí Laboratorio de electrónica
55 Luis Rogelio González CaÑar Azogues Laboratorio      de electrónica
56 Jambelí El Oro Santa Rosa Laboratorio de electrónica
57 José Peralta Esmeraldas Esmeraldas Laboratorio de electrónica
58 Ramón Barba Naranjo Cotopaxi Latacunga Laboratorio      de electrónica
59 José Peralta Guayas Guayaquil Laboratorio de electrónica
60 La Alborada Guayas Milagro Laboratorio de electrónica
No. COLEGIOS PARROQUIA PROVINCIA EQUIPAMIENTO
61 Luis Célleri Avilés Guayas La Libertad Laboratorio      de electrónica
62 Magally Massón de Valle
Carrera Manabí Chone Laboratorio de electrónica
63 Primero de Mayo Pastaza Pastaza Laboratorio de electrónica
64 Alessandro Volta Pichincha Santo Domingo Laboratorio de electrónica
65 Arturo Borja Pichincha Quito Laboratorio de electrónica
66 I.T.S. Aloasí Pichincha Mejía Laboratorio de      electrónica
67 Guillermo Mensi Azuay Cuenca Taller de fabricación      mecánica
68 Ricaurte Azuay Cuenca Taller de fabricación mecánica
69 13 de Mayo El Oro Portovelo Taller de fabricación mecánica
70 Alejandro Castro Benítez El Oro Machala Taller de fabricación      mecánica
71 Dr. José Ochoa León El Oro Pasaje Taller de      fabricación mecánica
72 Luis Tello Esmeraldas Esmeraldas Taller de fabricación      mecánica
73 San Lorenzo Esmeraldas San Lorenzo Taller de fabricación      mecánica
74 Siete de Octubre Los Ríos Quevedo Taller de fabricación      mecánica
75 Demetrio Aguilera Malta El Oro Santa Rosa Taller de fabricación      mecánica
76 Alborada Guayas Milagro Taller de fabricación mecánica
77 Raymundo Aveiga Manabí Chone Taller de fabricación      mecánica
78 MonseÑor Maximiliano Spiller Napo Tena Taller de fabricación      mecánica
79 Amazonas Orellana Orellana Taller de fabricación mecánica
80 Benjamín Carrión Pichincha Quito Taller de fabricación      mecánica
81 Ismael ProaÑo Pichincha Mejía Taller de fabricación      mecánica
82 Jaime Roldós Aguilera Pichincha Santo Domingo Taller      de fabricación mecánica
83 12 de Diciembre Loja Celica Planta de industria cárnica
84 Jorge Martínez Acosta Carchi Montúfar Planta      de industria cárnica
85 Galazanz CaÑar CaÑar Planta de industria cárnica
86 Mariscal Sucre Guayas Milagro Planta de industria cárnica
87 Zuleta Imbabura Ibarra Planta de industria cárnica
88 Celina Vivar Loja Saraguro Planta de industria cárnica
89 Ciudad de Valencia Los Ríos Valencia Planta de industria      cárnica
90 15 de Octubre Manabí Jipijapa Planta de industria cárnica
91 Río Cenepa Morona Gualaquiza Planta de industria cárnica
92 I.T.S. Benjamín Araujo Tungurahua Patate Planta de      industria cárnica
93 I.T.S. Primero de Mayo Zamora Yanzatza Planta de industria      cárnica
94 Galo Plaza Lasso Azuay San Femando Planta de industria láctea
95 I.T.S. Tres de Marzo Bolívar Chimbo Planta de industria      láctea
96 Enrique Noboa Arízaga CaÑar La Troncal Planta      de industria láctea
97 I.T. Agropecuario Simón
Rodríguez Cotopaxi Latacunga Planta de industria láctea
98 Manuel Encalada Zúniga El Oro El Guabo Planta de industria      láctea
99 Quinindé Esmeraldas Quinindé Planta de industria      láctea
100 Galo Plazo Lasso Guayas Daule Planta de industria láctea
101 Carlos Ubidia Albuja Imbabura Otavalo Planta de industria      láctea
102 San Isidro Manabí Sucre Planta de industria láctea
103 Amazonas Morona San Juan Bosco Planta de industria láctea
104 Mera Pastaza Mera Planta de industria láctea
105 Eduardo Salazar Gómez Pichincha Quito Planta de industria      láctea
106 I.T.S. Primero de Mayo Zamora Yanzatza Planta de industria      láctea
107 I.T.S. Tres de Marzo Bolívar Chimbo Planta de industria      de procesamiento de frutas
108 I.T.S. José B. Iglesias CaÑar Biblián      Planta de industria de procesamiento de frutas
109 San Lorenzo Esmeraldas San Lorenzo Planta de industria de      procesamiento de frutas
110 Galo Plaza Lasso Guayas Daule Planta de industria de procesamiento      de frutas
111 Beatriz Cueva de Ayora Loja Loja Planta de industria de procesamiento      de frutas
112 José Rodríguez Labandera Los Ríos Quevedo      Planta de industria de procesamiento de frutas
113 Charapoto Manabí Sucre Planta de industria de procesamiento      de frutas
114 Calazacón Pichincha Santo Domingo Planta de industria      de procesamiento de frutas
115 I.T.S. Benjamín Araujo Tungurahua Patate Planta de      industria de procesamiento de frutas
116 Sigsig Azuay Sigsig Planta de industria de procesamiento      de frutas
117 Ciudad de Cuenca Azuay Cuenca Aula de informática      de 10 puestos
118 I.T.S. Angel Polibio Chávez Bolívar Guaranda      Aula de informática de 10 puestos
119 Luis Rogerio González CaÑar Azogues Aula de      informática de 10 puestos
120 Tulcán Carchi Tulcán Aula de informática      de 10 puestos
No. COLEGIOS PARROQUIA PROVINCIA EQUIPAMIENTO
121 Eloy Alfaro Guayas Durán Aula de informática      de 10 puestos
122 Carmen Mora de Encalada El Oro Pasaje Aula de informática      de 10 puestos
123 Ismael Pérez PazmiÑo El Oro Machala Aula de      informática de 10 puestos
124 Otto Arosemena Gómez Guayas Milagro Aula de informática      de 10 puestos
125 Ibarra Imbabura Ibarra Aula de informática de 10 puestos
126 Eloy Alfaro Los Ríos Quevedo Aula de informática      de 10 puestos
127 Macas Morona Morona Aula de informática de 10 puestos
128 Padre Miguel Gamboa Orellana Orellana Aula de informática      de 10 puestos
129 Provincia de Pastaza Pastaza Pastaza Aula de informática      de 10 puestos
130 Juan de Salinas Pichincha RumiÑahui Aula de informática      de 10 puestos
131 12 de Febrero Zamora Zamora Aula de informática de      10 puestos
132 Pío Jaramillo Alvarado Loja Loja Aula de informática      de 15 puestos
133 Manuela Garaicoa de Calderón Azuay Cuenca Aula de      informática de 15 puestos
134 I.T. Victoria Vásconez Cuvi Cotopaxi Latacunga Aula      de informática de 15 puestos
135 I.T.S. 5 de Agosto Esmeraldas Esmeraldas Aula de informática      de 15 puestos
136 28 de Mayo Guayas Guayaquil Aula de informática de      15 puestos
137 Uruguay Manabí Portoviejo Aula de informática      de 15 puestos
138 Julio Moreno Espinosa Pichincha Santo Domingo Aula de informática      de 15 puestos
139 Luis Napoleón Dillón Pichincha Quito Aula de      informática de 15 puestos
140 U.E. Napo Sucumbíos Lago Agrio Aula de informática      de 15 puestos
141 I.T.S. Hispano América Tungurahua Ambato Aula de informática      de 15 puestos
142 Pedernales Manabí Pedernales Aula de informática      de 8 puestos
143 José Julián Andrade Carchi Montúfar      Aula de informática de 8 puestos
144 Manuel Galecio Chimborazo Alausí Aula de informática      de 8 puestos
145 Leovigildo Loayza Loayza El Oro PiÑas Aula de informática      de 8 puestos
146 Andrés F. Córdova Esmeraldas Quinindé      Aula de informática de 8 puestos
147 Galápagos Galápagos Santa Cruz Aula de informática      de 8 puestos
148 Ignacio Henández Galápagos San Cristóbal      Aula de informática de 8 puestos
149 Pedro Fermín Cevallos Tungurahua Cevallos Aula de      informática de 8 puestos
150 I.T.S. República del Ecuador Imbabura Otavalo Aula      de informática de 8 puestos
151 27 de Febrero Loja Loja Aula de informática de 8 puestos
152 Nueve de Octubre El Oro Machala Aula de informática      de 8 puestos
153 Emigdio Esparza Moreno Los Ríos Babahoyo Aula de informática      de 8 puestos
154 13 de Octubre Manabí Bolívar Aula de informática      de 8 puestos
155 San Vicente Manabí San Vicente Aula de informática      de 8 puestos
156 Río Cenepa Morona Gualaquiza Aula de informática      de 8 puestos
157 Ciudad de Tena Napo Tena Aula de informática de 8      puestos
158 12 de Febrero Orellana La Joya de los Sachas Aula de informática      de 8 puestos
159 República de Rumania Pichincha Quito Aula de informática      de 8 puestos
160 26 de Febrero Azuay Paute Aula de informática de 8      puestos
161 Instituto CaÑar a Distancia CaÑar Azogues Aula      de informática de 8 puestos
162 I.S. Isabel de Godín Chimborazo Riobamba Taller de      modelaje y patronaje Ind. vestido
163 Febres Cordero Guayas Guayaquil Taller de modelaje y patronaje      Ind. vestido
164 Gran Colombia Pichincha Quito Taller de modelaje y patronaje      Ind. vestido
165 Capitán Edmundo Chiriboga
González Chimborazo Riobamba Taller de construcción
166 José Peralta Guayas Guayaquil Taller de construcción
167 Rumipamba Imbabura Ibarra Taller de construcción
168 Jorge Alvarez, Tungurahua Santiago de Píllaro Taller      de construcción
169 Cotacachi Imbabura Cotacachi Taller de industria del cuero
170 Ambato Tungurahua Ambato Taller de industria del cuero
171 I.S. Isabel de Godín Chimborazo Riobamba Taller de      confección industria del vestido
172 Miguel Sánchez Astudillo El Oro Zaruma Taller de confección      industria del vestido
173 Ana Paredes de Alfaro Guayas Guayaquil Taller de confección      industria del vestido
174 Nacional Quito Pichincha Quito Taller de confección      industria del vestido
175 Alfonso Lituma Correa Azuay Gualaceo Turismo y hotelería
176 Provincia de Manabí Manabí Puerto López      Turismo y hotelería
177 Luis Fernando Ruiz Cotopaxi Latacunga Turismo y hotelería
178 Sultana de El Oro El Oro Zaruma Turismo y hotelería
179 Estrella del Mar Esmeraldas Atacames Turismo y hotelería
180 Galápagos Galápagos Santa Cruz Turismo y hotelería
181 Fernando Dobronsky Ojeda Guayas Salinas Turismo y hotelería
No. COLEGIOS PARROQUIA PROVINCIA EQUIPAMIENTO
182 José Pedro Maldonado Duque Imbabura Otavalo Turismo      y hotelería
183 27 de Febrero Morona Morona Turismo y hotelería
184 U.E. Ciudad del Tena Napo Tena Turismo y hotelería
185 U.E. Mitad del Mundo Pichincha Quito Turismo y hotelería
186 I.T.S. Oscar Efrén Reyes Tungurahua BaÑos de      Agua Santa Turismo y hotelería
187 Guillermo Mensi Azuay Cuenca Taller de cerámica
188 8 de Noviembre El Oro PiÑas Taller de cerámica
189 Daniel Reyes Imbabura Ibarra Taller de cerámica
190 La Pila Manabí Montecristi Taller de cerámica
191 Tohalli Manabí Manta Taller de cerámica
192 I.T.S. BaÑos Tungurahua BaÑos de Agua Santa      Taller de cerámica
193 Enrique Capurro Esmeraldas Esmeraldas Taller de cerámica
194 14 de Octubre Cotopaxi Pujilí Taller de cerámica
Art. 2.- Encargar y responsabilizar a la Unidad Operativa      del Proyecto de Reforzamiento de la Educación Técnica,      que actuará como contraparte del Ministerio de Educación,      el cabal cumplimiento del presente acuerdo.
Comuníquese.- En el Distrito Metropolitano de Quito,      el 7 de octubre del 2002
f.) Dr. Juan Cordero IÑiguez, Ministro de Educación,      Cultura, Deportes y Recreación.
No. 0531
EL GERENTE GENERAL DE LA CORPORACION      ADUANERA ECUATORIANA
Considerando:
Que mediante comunicación ingresada con hoja de trámite      No. 39895, suscrita por el seÑor licenciado Víctor      Rodríguez P., Prefecto Provincial de Zamora Chinchipe      y Presidente del Comité de Fiestas del H. Consejo Provincial      de Zamora Chinchipe, solicita la autorización para que      se declare Zona Primaria Aduanera a las instalaciones del estadio      antiguo de la ciudad de Zamora, ubicada en la parroquia de Zamora,      provincia de Zamora Chinchipe, en la avenida Alonso de Merendillo      entre Manuela CaÑizares, Francisco de Orellana y la avenida      Loja, lugar donde se realizará el evento II Feria Binacional      de Integración Fronteriza de Zamora Chinchipe, la misma      que se llevará a cabo los días del 5 al 10 de noviembre      del 2002, con la finalidad de fortalecer el proceso de paz entre      Ecuador y Perú, a través del intercambio cultural,      comercial y social de sus pueblos;
Que para el efecto, se adjunta el oficio No. 172-02-CAE-GD-VII      del 7 de octubre del 2002, ingresado con hoja de trámite      No. 40479 del 10 de octubre del 2002, suscrito por el Dr. Roberto      Jaramillo Eguiguren, Gerente Distrital de Aduana de Loja, que      contiene el informe elaborado por el seÑor SINS. Mario      Cárdenas, Jefe del Servicio de Vigilancia Aduanera del      Destacamento Loja, en lo referente a la II Feria de Integración      Binacional de Zamora Chinchipe, mediante el cual concluye que      las instalaciones donde se realizará el referido evento,      se encuentran aptas para ser calificadas como zona primaria aduanera,      de conformidad con las disposiciones contempladas en los artículos      68 y 135 literal a) de la Ley Orgánica de Aduanas y su      reglamento general, respectivamente;
Que es deber del Estado Ecuatoriano, incentivar y promover      actividades tendientes al aprovechamiento y mejoramiento productivo,      así como la diversificación de las actividades      comerciales, como factores indispensables para impulsar el desarrollo      económico y social del país; y
En uso de la facultad determinada en el literal e) de la segunda      disposición operativa del artículo 111 de la Ley      Orgánica de Aduanas,
Resuelve:
Art. 1 .- Autorizar la realización del evento denominado      II Feria Binacional de Integración Fronteriza de Zamora      Chinchipe, al amparo del régimen especial aduanero de      ferias internacionales, a las instalaciones del estadio antiguo      de la ciudad de Zamora, ubicada en la parroquia de Zamora, provincia      de Zamora Chinchipe, en la avenida Alonso de Mercadillo entre      Manuela CaÑizares, Francisco de Orellana y la avenida      Loja, la misma que se llevará a cabo los días del      5 al 10 de noviembre del 2002.
Art. 2.- De conformidad con lo establecido en los artículos      68 y 135 de la Ley Orgánica de Aduanas y de su reglamento      general respectivamente, declárese como Zona Primaria      Aduanera, sujeta a la potestad aduanera, a las instalaciones      del estadio antiguo de la ciudad de Zamora, mientras dure el      evento, de conformidad con las condiciones previstas en la presente      resolución.
Art. 3.- Las mercancías a importarse con destino al      recinto ferial, ingresarán al país bajo el régimen      especial aduanero de ferias internacionales con suspensión      del pago de tributos, debiendo para el efecto, venir manifestadas      a este régimen, ser plenamente identificables y, además      constar la leyenda "I Feria Binacional de Integración      Fronteriza de Zamora Chinchipe".
Art. 4.- En forma previa al despacho de las mercancías      y aceptación del presente régimen especial por      el Gerente Distrital de Aduana de Loja, las importaciones o exportaciones      deberán satisfacer la tasa de control prevista para la      importación temporal con reexportación en el mismo      estado, vigente a la fecha de presentación del servicio      aduanero.
Cuando las mercancías admitidas a la presente feria      internacional, comenten con el auspicio oficial de gobiernos      extranjeros u organismos internacionales, siempre que dicho auspicio,      sea certificado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, no      están sujetas al pago de la tasa de control de conformidad      con el Acuerdo Ministerial No. 268, publicado en R.O. No. 221      de fecha 28 de junio de 1989.
Art. 5.- La Gerencia Distrital de Aduana de Loja, supervisará      la realización de la feria, tendiente a comprobar y exigir      el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias      previstas para el presente régimen especial de ferias      internacionales.
Art. 6.- Corresponde al Gerente Distrital de Aduana de Loja,      conceder la importación temporal con reexportación      en el mismo estado de las mercancías con destino final      a la feria en mención, cuyo plazo de permanencia será      el de la duración del evento descrito en el artículo      primero de la presente resolución, más quince días      adicionales, después de finalizados los mismos, de conformidad      con el artículo 136 del Reglamento de la Ley Orgánica      de Aduanas en vigencia.
Las importancias que se realicen dentro del plazo autorizado      en el inciso anterior, deberán reexportarse o nacionalizarse      previo el cumplimiento de las normas previstas en la Ley Orgánica      de Aduanas y su reglamento. Las mercancías que no han      sido nacionalizadas o reexportadas dentro de los plazos previstos,      deberán ser puestas a ordenes del Gerente Distrital de      Aduana de Loja o permanecer en el recinto ferial, bajo potestad      de la autoridad aduanera con las debidas seguridades. Fenecido      dicho plazo, si las mercancías no han sido reexportadas      o nacionalizadas serán declaradas en abandono por parte      del Gerente Distrital de Aduana de Loja.
Art. 7.- Prohíbase al Gerente Distrital de Aduana de      Loja, aceptar la declaración aduanera al régimen      especial de ferias internacionales, respecto de mercancías      que ingresen al país con posterioridad al plazo lijado      en el artículo primero de la presente resolución.      Su incumplimiento ocasionará responsabilidades administrativas,      de conformidad can las normas pertinentes determinadas en la      Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa y Ley Orgánica      de Aduanas y su reglamento vigente.
Art. 8.- Las importaciones con destino al presente régimen,      deberán satisfacer la correspondiente garantía      aduanera, en la forma, plazos y montos, conforme a lo previsto      en los artículos 147 y 149 del Reglamento General de la      Ley Orgánica de Aduanas, la misma que será aprobada      por el Gerente Distrital de Aduano de Loja, de conformidad con      la atribución seÑalada en el literal f) del artículo      114 de la Ley Orgánica de Aduanas.
Art. 9.- De existir eventuales pérdidas, daÑos      o extravíos de las mercancías importadas al amparo      del presente régimen, por incumplimiento de lo establecido      en la presente resolución, se fijará las responsabilidades      administrativas, civiles y/o penales a que diere lugar en contra      de los representantes legales del evento II Feria Binacional      de Integración Fronteriza de Zamora Chinchipe.
Art. 10.- Las muestras perecibles y artículos de propaganda,      promoción y decoración, tales como afiches y productos      de degustación, ingresarán al país bajo      el régimen de consumo libre de tributos, siempre que sean      muestras sin valor comercial y en cantidades no comerciales,      las mismas que deberán ser aprobadas por el Gerente Distrital      de Aduana de Loja.
Art. 11.- En todo lo no contemplado en la presente resolución      se procederá de conformidad con la Ley Orgánica      de Aduanas, su reglamento general vigente y demás leyes      conexas.
Art. 12.- En caso de conflictos, los representantes legales      y organizadores de la feria, se someterán, en lo administrativo,      a las decisiones de la Corporación Aduanera Ecuatoriana      y para las controversias por las infracciones constitutivas de      delito aduanero, a las decisiones de los jueces competentes en      esta materia.
Art. 13.- Conozcan de la presente resolución, la Gerencia      de Asesoría Jurídica de la CAE. Gerencia de Sistemas,      Gerencia Distrital de Aduana de Loja y sus departamentos de regímenes      especiales, garantías y comprobación.
Art. 14.- La presente resolución entrará en      vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de      su publicación en el Registro Oficial.
Dado y firmado en Guayaquil, a 16 de octubre del 2002.
f.) Ing. Jaime Santillán Pesantes, Gerente General,      Corporación Aduanera Ecuatoriana.
Corporación Aduanera Ecuatoriana. - Gerencia General.-
Certifico.- Que es fiel copia del original.- f.) Bernardita      A. de Cabal, Secretaria General.
No. 0536
EL GERENTE GENERAL DE LA CORPORACION      ADUANERA ECUATORIANA
Considerando:
Que mediante comunicación ingresada con hoja de trámite      No. 39630, suscrita por el seÑor economista Ricardo Baquerizo,      Gerente General de Expoplaza-Centro de Exposiciones del Ecuador,      solicita la autorización para que se declare Zona Primaria      Aduanera a las instalaciones del recinto ferial, ubicado en la      ciudadela Kennedy Norte, Av. Francisco de Orellana, Mz. 106 de      la ciudad de Guayaquil, lugar donde se realizarán los      eventos: I Exposición Exposalud 2002, I Exposición      Deco 2002. VIII Exposición Autoshow 2003;
Que es deber del Estado Ecuatoriano, incentivar y promover      actividades tendientes al aprovechamiento y mejoramiento productivo,      así como la diversificación de las actividades      comerciales, como factores indispensables para impulsar el desarrollo      económico y social del país; y,
En uso de la facultad determinada en el literal e) de la segunda      disposición operativa del artículo 111 de la Ley      Orgánica de Aduanas,
Resuelve:
Art. 1,- Autorizar la realización de los eventos denominados:      1 Exposición Exposalud 2002 del 23 al 27 de octubre del      2002; I Exposición Deco 2002 del 12 al 17 de noviembre      del 2002; VIII Exposición Autoshow 2003 del 26 de noviembre      al 1 de diciembre del 2002, al amparo del régimen especial      aduanero de ferias internacionales, a las instalaciones del recinto      ferial, ubicado en la ciudadela Kennedy Norte, Av. Francisco      de Orellana, Mz. 106 de la ciudad de Guayaquil.
Art. 2.- De conformidad con lo establecido en los artículos      68 y 135 de la Ley Orgánica de Aduanas y de su reglamento      general respectivamente, declárese como Zona Primaria      Aduanera, sujeta a la potestad aduanera, a las instalaciones      del recinto ferial Expoplaza-Centro de Exposiciones del Ecuador,      mientras duren los eventos, de conformidad con las condiciones      previstas en la presente resolución.
Art. 3.- Las mercancías a importarse con destino al      recinto ferial, ingresarán al país bajo el régimen      especial aduanero de ferias internacionales con suspensión      del pago de tributos, debiendo para el efecto, venir manifestadas      a este régimen, ser plenamente identificables y además      constar con las leyendas: I Exposición Exposalud; 1 Exposición      Deco 2002; VIII Exposición Autoshow, respectivamente.
Art. 4.- En forma previa al despacho de las mercancías      y aceptación del presente régimen especial por      el Gerente Distrital de Aduana de Guayaquil, las importaciones      o exportaciones deberán satisfacer la tasa de control      prevista para la importación temporal con reexportación      en el mismo estado, vigente a la fecha de presentación      del servicio aduanero.
Cuando las mercancías admitidas a la presente feria      internacional, cuenten con el auspicio oficial de gobiernos extranjeros      u organismos internacionales, siempre que dicho auspicio, sea      certificado por el Ministerio de Relaciones Exteriores, no están      sujetas al pago de la tasa de control, de conformidad con el      Acuerdo Ministerial No, 268, publicado en el RO. No. 221 de fecha      28 de junio de 1989.
Art. 5.- La Gerencia Distrital de Aduana de Guayaquil, supervisará      la realización de la feria, tendiente a comprobar y exigir      el cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias      previstas para el presente régimen especial de ferias      internacionales,
Art. 6.- Corresponde al Gerente Distrital de Aduana de Guayaquil,      conceder la importación temporal con reexportación      en el mismo estado de las mercancías con destino final      a la feria en mención, cuyo plazo de permanencia será      el de la duración de los eventos descritos en el artículo      primero de la presente resolución, más quince días      adicionales, después de finalizados los mismos, de conformidad      con el artículo 136 del Reglamento de la Ley Orgánica      de Aduanas en vigencia.
Las importaciones que se realicen dentro del plazo autorizado      en el inciso anterior, deberán reexportarse o nacionalizarse,      previo el cumplimiento de las normas previstas en la Ley Orgánica      de Aduanas y su reglamento. Las mercancías que no han      sido nacionalizadas o reexportadas dentro de los plazos previstos,      deberán ser puestas a órdenes del Gerente Distrital      de Aduana de Guayaquil o permanecer en el recinto ferial, bajo      potestad de la autoridad aduanera con las debidas seguridades.      Fenecido dicho plazo, si las mercancías no han sido reexportadas      o nacionalizadas serán declaradas en abandono por parte      del Gerente Distrital de Aduana de Guayaquil
Art. 7.- Prohíbase al Gerente Distrital de Guayaquil,      aceptar la declaración aduanera al régimen especial      de ferias internacionales, respecto de mercancías que      ingresen al país con posterioridad a los plazos fijados      en el artículo primero de la presente resolución.      Su incumplimiento ocasionará responsabilidades administrativas,      de conformidad con las normas pertinentes determinadas en la      Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa y Ley Orgánica      de Aduanas y su reglamento vigente.
Art. 8.- Las importaciones con destino al presente régimen,      deberán satisfacer la correspondiente garantía      aduanera, en la forma, plazos y montos, conforme a lo previsto      en los artículos 147 y 149 del Reglamento General de la      Ley Orgánica de Aduanas, la misma que será aprobada      por el Gerente Distrital de Aduana de Guayaquil, de conformidad      con la atribución seÑalada en el literal f.) del      artículo 114 de la Ley Orgánica de Aduanas.
Art. 9.- De existir eventuales pérdidas, daÑos      o extravíos de las mercancías importadas al amparo      del presente régimen, por incumplimiento de lo establecido      en la presente resolución, se fijará las responsabilidades      administrativas, civiles y/o penales a que diere lugar en contra      de los representantes legales de Expoplaza-Centro de Exposiciones      del Ecuador.
Art. 10.- Las muestras perecibles y artículos de propaganda,      promoción y decoración, tales como afiches y productos      de degustación, ingresarán al país bajo      el régimen de consumo libre de tributos, siempre que sean      muestras sin valor comercial y en cantidades no comerciales,      las mismas que deberán ser aprobadas por el Gerente Distrital      de Aduana de Guayaquil.
Art. 11.- En todo lo no contemplado en la presente resolución      se procederá de conformidad con la Ley Orgánica      de Aduanas, su reglamento general vigente y demás leyes      conexas.
Art. 12.- En caso de conflictos, los representantes legales      y organizadores de la feria, se someterán, en lo administrativo,      a las decisiones de la Corporación Aduanera Ecuatoriana      y para las controversias por las infracciones constitutivas de      delito aduanero, a las decisiones de los jueces competentes en      esta materia.
Art. 13.- Conozcan de la presente resolución, la Gerencia      de Asesoría Jurídica, Gerencia de Sistemas, Gerencia      Distrital de Aduana de Guayaquil y su Departamento de Regímenes      Especiales y Garantías.
Art. 14.- La presente resolución entrará en      vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de      su publicación en el Registro Oficial.
Dado y firmado en Guayaquil, a 17 de octubre del 2002.
f.) Ing. Jaime Santillán Pesantes, Gerente General,      Corporación Aduanera Ecuatoriana.
Corporación Aduanera Ecuatoriana.- Gerencia General.-      Certifico.- Que es fiel copia del original.- f.) Bernardita A.      de Cabal, Secretaria General.
No. 0538
EL GERENTE GENERAL DE LA CORPORACIÓN      ADUANERA ECUATORIANA
Considerando:
Que el Directorio de la Corporación Aduanera Ecuatoriana      mediante Resolución Administrativa No. 8-2002-R4 de fecha      6 de mayo del 2002, resolvió aprobar la nueva estructura      orgánica - funcional;
Que el inciso primero del Art. 89 del Estatuto Jurídico      del Régimen Administrativo y Jurídico de la Función      Ejecutiva dispone: "... Los actos administrativos que expidan      los órganos y entidades sometidos a este estatuto se extinguen      o reforman en sede administrativa de oficio o a petición      del administrado..."; y,
En uso de las facultades atribuidas por la Ley Orgánica      de Aduanas, Art. 111 I ADMINISTRATIVAS literales a) y Ñ),
Resuelve:
PRIMERO.- Reformar el Art. 1 de la Resolución      Administrativa No. 0446 del órgano administrativo aduanero      de fecha 4 de septiembre del 2002, publicada en el Registro Oficial      No. 664 del 17 de septiembre del 2002, en el siguiente sentido      donde consta la expresión: ".. Delegar al Gerente      de Estudios y Proyectos las atribuciones del Gerente General      de la Corporación Aduanera Ecuatoriana establecidas en      los artículos tres y seis del Procedimiento para la devolución      de los impuestos al comercio exterior pagados por la importación      de insumos incorporados en productos exportados, que constan      en el Decreto Ejecutivo No. 2836, expedido por el Doctor Gustavo      Noboa Bejarano, Presidente Constitucional de la República      del Ecuador, publicado en el Registro Oficial No. 624 el 23 de      julio de 2002..." deberá constar: "...Delegar      a la Gerencia de Gestión Aduanera, las atribuciones del      Gerente General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana      establecidas en los Artículos tres y seis del Procedimiento      para la devolución de los impuestos al comercio exterior      pagados por la importación de insumos incorporados en      productos exportados, que constan en el Decreto Ejecutivo No.      2836. expedido por el Doctor Gustavo Noboa Bejarano, Presidente      Constitucional de la República del Ecuador, publicado      en el Registro Oficial No. 624. el 23 de julio del 2002..."      en lo demás ratifíquese en todas sus partes el      acto administrativo invocado.
SEGUNDO.- Hágase conocer a los seÑores gerentes      distritales de aduanas del país, Subgerencia Distrital      de Zona de Carga Aérea. Gerencia de Asesoría Jurídica.      Gerencia de Asuntos hitemos, Gerencia de Organización      y Sistemas, Gerencia de Fiscalización, Subgerencia Financiera,      Secretaría General, de esta institución.
TERCERO.- Archívese una copia de esta resolución      administrativa en la Secretaria General de la Corporación      Aduanera Ecuatoriana para efectos de registro y control.
CUARTO.- La presente resolución entrará      en vigencia a partir de la presente fecha, sin perjuicio de su      publicación en el Registro Oficial.
Dado en Guayaquil, 18 de octubre del 2002.
f.) Ing. Jaime Santillán Pesantes. Gerente General,      Corporación Aduanera Ecuatoriana.
Corporación Aduanera Ecuatoriana. - Gerencia General.      -Certifico.- Que es fiel copia del original.- f.) Bernardita      A. de Cabal, Secretaria General.
No. 014-DE-2002
EL CONSEJO DIRECTIVO DEL INSTITUTO ECUATORIANO      DE CREDITO EDUCATIVO Y
BECAS -IECE-
Considerando:
Que el Reglamento de Crédito Educativo vigente desde      el 24 de marzo de 1994, ha sido objeto de una serie de reformas      parciales, necesarias para adecuar el sistema de crédito      educativo a la realidad educativa del país y del exterior;
Que la Constitución Política de la República      del Ecuador vigente desde el 10 de agosto de 1998, establece      entre los derechos civiles de los ecuatorianos, el derecho a      una calidad de vida que asegure, entre otros servicios sociales      necesarios, la educación;
Que a partir de la aprobación de la Lev de Educación      en mayo del 2000, los centros docentes de educación superior      del país, iniciaron un proceso de cambio radical para      cumplir con las exigencias de una sociedad moderna, con aplicación      a la ley y las directrices impartidas por el Consejo Nacional      de Educación Superior, CONESUP;
Que el Instituto Ecuatoriano de Crédito Educativo y      Becas -IECE-, para cumplir eficiente y eficazmente con sus fines      y objetivos, debe contar con un Reglamento de Crédito      acorde con el proceso de cambio de los centros docentes de educación      y con la realidad de una sociedad moderna; y,
En uso de las atribuciones que le confiere el numeral 2 del      artículo 14 de la Ley Constitutiva del IECE,
Resuelve:
Expedir el siguiente Reglamento de Crédito Educativo.
CAPITULO I
DEFINICION Y SERVICIOS DE CREDITO
EDUCATIVO
Art. 1.- Definición.- El crédito educativo es      el préstamo que se concede a los ecuatorianos y ecuatorianas      de capacidad intelectual suficiente, de reconocidos méritos      personales y de escasos recursos económicos, a fin de      que dispongan de recursos para la financiación total o      parcial de su educación, perfeccionamiento, especialización,      entrenamiento o capacitación, en el país o en el      exterior.
Art. 2.- Servicios de crédito educativo.- El IECE ofrece      los siguientes servicios de crédito educativo en las modalidades      presencial, semi-presencial o a distancia.
1) Educación básica y media.- Para financiar      los gastos de colegiaturas, uniformes y elementos de estudio      de los niveles básico y medio, en centros docentes autorizados      por el Ministerio de Educación.
2) Bachillerato especializado y postbachillerato.-      Estudios medios en los niveles de bachillerato, en el ciclo de      especialización y postbachillerato en áreas técnico      productivas, en centros docentes autorizados por el Ministerio      de Educación.
3) Técnico y tecnológico superior.- Formación      y capacitación para labores de carácter operativo      en institutos superiores técnicos y tecnológicos      reconocidos por el CONESUP, conducente a la obtención      de títulos profesionales de técnico o de tecnólogo.
4) Estudios de pregrado o de tercer nivel.- Formación      básica en una disciplina o capacitación para el      ejercicio de una profesión, conducentes a la obtención      del grado de licenciado y los títulos profesionales universitarios      o politécnicos que son equivalentes.
5) Estudios de postgrado o de cuarto nivel.- Especialización      científica o entrenamiento profesional avanzado, conducente      a la obtención de los títulos intermedios de postgrado      de especialista y diplomo superior y los grados de magíster      y doctor o equivalentes.
6) Educación permanente.- Asistencia a cursos      de actualización o profundización de conocimientos      para el desempeÑo profesional, pasantías prácticas      o de investigación y eventos de capacitación, de      más de 30 días de duración, destinados a      la obtención de certificados. No se financiarán      congresos gremiales.
7) Intercambio.- Programas de intercambio interuniversitario,      intercolegial o interescolar para docentes o programas de intercambio      cultural, tecnológico, científico o interinstitucional,      mayores a un mes. Se incluye el intercambio de estudiantes universitarios      y de colegios del ultimo aÑo de estudios.
8) Artes.- Formación o perfeccionamiento en      diferentes disciplinas artísticas.
9) Formación y capacitación compensatorias.-      Programas de formación, adiestramiento y capacitación      artesanal, técnico o profesional de personas que no poseen      calificación académica.
10) Educación especial.- Programas de formación      o rehabilitación, con fines de aprendizaje o entrenamiento,      de personas con necesidades educativas especiales
11) Idiomas.- Programas de aprendizaje de idiomas extranjeros      en el país o en el exterior.
12) Investigación científica.- Investigaciones      científicas y de transferencia e innovación tecnológica      patrocinadas por centros docentes o instituciones legalmente      reconocidas del país o del exterior.
CAPITULO II
ETAPAS DEL CREDITO EDUCATIVO.
Art. 3.- Etapas.- El proceso de crédito educativo comprende      las siguientes etapas:
1) Desembolsos.- Es el periodo dentro del cual se entregan      los desembolsos de crédito, de conformidad con el contrato      respectivo.
2) De gracia.- Es el que media entre el último      mes del programa financiado con crédito y el inicio del      pago de la deuda. Dependiendo del tiempo financiado, su duración      será:
a. Si el programa financiado con crédito tiene una      duración de hasta 6 meses el periodo de gracia será      de 2 meses;
b. Si el programa financiado con crédito tiene una      duración de 6 a 12 meses, el periodo de gracia será      de 4 meses;
c. Si el programa financiado con crédito tiene una      duración de más de 12 meses, el periodo de gracia      será de 6 meses; y.
d. En educación básica y inedia, el periodo      de gracia será de un mes a partir de la fecha de desembolso      establecida en el contrato de crédito respectivo.
Previo informe favorable del Comité de Crédito      y por una sola vez, se podrá ampliar el periodo de gracia.
3) De recuperación.- Es el periodo dentro del      cual el sujeto de crédito debe pagar el capital recibido      más los intereses correspondientes.
CAPITULO III
FINANCIAMIENTO
Art. 4.- Moneda.- El crédito educativo se contratará      y pagará en la moneda de curso oficial en el Ecuador.
Art. 5.- Cuantías máximas generales de financiamiento.-      El Consejo Directivo fijará las cuantías máximas      generales de financiamiento de crédito educativo en forma      periódica sobre la base de la propuesta que, cuando las      circunstancias lo ameriten, presentará la Dirección      Ejecutiva, fundamentada en el análisis y recomendaciones      del Comité de Crédito.
Art. 6.- Rubros de financiamiento.- Se financiarán      los siguientes rubros:
1. Colegiatura.- Inscripción, matrícula,      pensiones, créditos, derechos de grado y otros debidamente      certificados por el centro docente.
2. Costos de estudio.- Manutención, gastos de      tesis, monografías, proyectos y trabajos de investigación,      elementos, equipos, programas informáticos y otros implementos      de estudio, gastos iniciales de estudios, libros, pasajes nacionales      e internacionales u otros pagos a terceros, costos de viaje y      otros necesarios para la realización del programa de estudios.
3. Seguros.- La contratación de las pólizas      de vida y accidentes y de desgravamen será obligatoria      y complementaria a cualquiera de los rubros anteriores.
La contratación de pólizas de seguros de salud      como complemento a crédito para estudios en el exterior,      será opcional.
Art. 7.- Tasas de interés.- El Consejo Directivo del      IECE periódicamente fijará las tasas de interés      anual que devengarán los servicios de crédito en      las etapas de desembolsos, gracia y recuperación, sobre      la base de la propuesta que, cuando las circunstancias lo ameriten      presentará la Dirección Ejecutiva, fundamentada      en el análisis y recomendaciones del Comité de      Crédito, procurando la sustentabilidad financiera de la      institución.
Art. 8.- Interés de mora.- Cuando el pago de cualquiera      de los dividendos del capital no se efectuare hasta la fecha      de vencimiento, el deudor incurrirá en mora, en cuyo caso      deberá pagar el interés de mora fijado por el Banco      Central.
Art. 9.- Comisión por servicios administrativos.- Para      cubrir parcialmente los costos operacionales de los servicios      institucionales, el sujeto de crédito pagará a      la firma del contrato el 1% sobre el valor concedido.
Art. 10.- Vencimiento de la deuda.- En el caso de que el beneficiario      incurriere en mora en el pago de tres dividendos consecutivos,      el IECE declarará vencida la totalidad de la deuda y procederá      a su cobro inmediato, de acuerdo al Reglamento de Coactivas.
CAPITULO IV
CONDICIONES Y REQUISITOS
Art. 11.- Condiciones y requisitos del sujeto de crédito.-      El solicitante debe reunir las siguientes condiciones:
1. Ser ecuatoriano, lo que se probará con la cédula      de identidad, de capacidad intelectual suficiente, de reconocidos      méritos personales y de escasos recursos económicos.
2. No constar en la central de riesgos de las instituciones      financieras como deudor moroso.
3. No haber sido sancionado por el IECE en los dos últimos      aÑos,
4. No haber sido objeto de juicio coactivo por parte del IECE      en los dos últimos aÑos como deudor principal,      período que se contará desde la finalización      del juicio.
5. No mantener obligaciones con el IECE como garante.
6. Presentar los documentos que demuestren los estudios a      realizar.
7. Presentar las garantías previstas en este reglamento.
8. Presentar los documentos de identidad del solicitante,      representante legal y garantes.
Cuando una persona incapaz para contratar y obligarse requiera      de crédito educativo, podrá acceder a éste      a través de su representante legal quien quedará      obligado personalmente al pago.
CAPITULO V
DE LOS ESTUDIOS
Art. 12.- De los estudios.- Los estudios a financiarse con      crédito educativo deberán realizarse en establecimientos      o centros docentes reconocidos por la legislación u organismos      del país al que pertenezcan. Se comprende por "estudios"      los programas descritos en el Art. 2 de este reglamento.
Se asimilo al concepto de "centro docente", para      efectos de este reglamento, al organismo que dicte o ejecute      el programa de estudios.
Los programas pueden ser presenciales, semipresenciales o      a distancia. Se financiarán los programas impartidos por      medios virtuales, siempre y cuando cuenten con el respaldo de      una entidad nacional o extranjera legalmente reconocida.
Se concederá crédito educativo para programas      mixtos, que combinen estudios presenciales con las modalidades      semipresenciales o a distancia, así como para programas      que combinen ciclos de estudios en el país y en el exterior.
Podrá concederse crédito educativo como complemento      a las becas tramitadas a través del IECE, o a las becas      concedidas directamente a ciudadanos ecuatorianos por parte de      universidades o entidades nacionales o extranjeras, las cuales      por su naturaleza no son administradas por el IECE.
El Consejo Directivo dirigirá la política crediticia      hacia estudios en áreas prioritarias.
El IECE mantendrá un banco de datos de centros docentes      nacionales e internacionales y las características de      los programas que imparte cada uno de ellos.
CAPITULO VI
DE LAS GARANTIAS
Art. 13.- Garantías personales.- Para la obtención      del crédito educativo se requiere la garantía de      dos personas que se constituirán como deudores solidarios.
El garante debe reunir las siguientes condiciones:
1. Tener domicilio o residencia permanente en el Ecuador.
2. Ser mayor de 18 aÑos.
3. No encontrarse impedido legalmente para contratar y obligarse.
4. No constar en la central de riesgos de las instituciones      financieras como deudor moroso.
5. No tener obligaciones con el IECE como deudor directo.
6. Justificar su solvencia económica.
Una misma persona puede obligarse como garante de más      de un beneficiario, siempre que tenga capacidad económica      suficiente.
Art. 14.- Garantías reales.- A petición del      solicitante el IECE podrá aceptar garantías prendarias      o hipotecarias sobre bienes que se encuentren libres de gravámenes.      El bien dado en garantía no necesariamente debe pertenecer      al beneficiario.
Los costos que se deriven de los trámites correrán      de cuenta del solicitante.
CAPITULO VII
CALIFICACION Y CONTRATACION
Art. 15.- Evaluación y calificación.- La unidad      de crédito correspondiente evaluará si el solicitante      es sujeto de crédito y calificará su idoneidad      académica y económica, así como la solvencia      económica de los garantes, emitiendo para el efecto el      informe técnico respectivo.
Art. 16.- Verificación.- Los datos consignados en la      solicitud y en los documentos de soporte serán verificados      por el IECE en cualquier momento, durante la vigencia del crédito.
Art. 17.- Concesión o negativa.- El Director Ejecutivo      o por delegación el Subdirector Ejecutivo, el Director      de Crédito o el Director Regional, según el caso,      sobre la base del informe técnico, concederá total      o parcialmente o negará el crédito educativo.
Art. 18.- Reconsideración.- El interesado tendrá      derecho a proponer por una sola vez la reconsideración      de la decisión ante quien la haya emitido, quien la elevará      al superior, en este caso al Director Ejecutivo. Su resolución      causará ejecutoria.
Art. 19.- Contrato.- Aprobado el crédito se celebrará      el contrato entre el IECE, el beneficiario o su representante      legal y los garantes.
CAPITULO VIII
OBLIGACIONES DERIVADAS DEL CONTRATO
Art. 20.- Obligaciones del beneficiario:
1. Presentar al IECE los reportes de calificaciones o de avance      de los estudios de acuerdo con el respectivo programa, hasta      su culminación.
2. Solicitar al IECE autorización previa para los cambios      de centro docente, especialidad, nivel, lugar u otras modificaciones      del programa de estudios contractualmente establecido.
3. Notificar por escrito cualquier cambio de domicilio o lugar      de trabajo del beneficiario o sus garantes.
4. Presentar la información que sea requerida por el      IECE para fines estadísticos y de seguimiento.
5. Pagar el préstamo recibido con los intereses generados      en las etapas de desembolso y gracia los mismos que no podrán      ser objeto de capitalización. El Comité de Crédito      fijará los plazos de recuperación.
CAPITULO IX
OBLIGACIONES DEL IECE
Art. 21.- Desembolsos.- El contrato de crédito implica      la obligación del IECE de entregar los valores en los      períodos y por los montos seÑalados. Los desembolsos      podrán efectuarse mediante pago directo, giros o transferencias      al beneficiario o representante legal, a los centros docentes      y entidades o empresas autorizadas por el beneficiario o representante      legal, o mediante acreditación en las cuentas autorizadas      expresamente por el beneficiario o representante legal.
Art. 22.- Abonos parciales.- En cualquier momento, a partir      de la fecha del primer desembolso, el IECE está obligado      a recibir los abonos parciales que se hicieren a la deuda confiriendo      el respectivo recibo. Los abonos se imputarán primeramente      a los intereses y luego al capital.
CAPITULO X
DE LAS SANCIONES
Art. 23.- Suspensión definitiva de los desembolsos.-      El IECE suspenderá de manera definitiva los desembolsos,      dará por terminado el contrato, declarara vencida la obligación      y procederá al cobro inmediato del crédito, cuando      se compruebe:
1. Abandono definitivo e injustificado de los estudios.
2. Adulteración material o ideológica de documentos      o información.
3. Expulsión del centro docente.
Art. 24.- Cobro de indemnización.- En los casos seÑalados      en el artículo 23, se considerará perjuicio al      país, se declarará vencida la deuda y se cobrará      una indemnización equivalente al 20% del capital entregado.
En el caso contemplado en el numeral 1 del Art. anterior,      el Comité de Crédito podrá recomendar al      Director Ejecutivo, el levantamiento de la sanción, por      circunstancias de fuerza mayor debidamente justificadas.
Art. 25.- Suspensión temporal de los desembolsos.-      El IECE suspenderá temporalmente los desembolsos cuando      el beneficiario no cumpla oportunamente con la obligación      constante en los numerales 2, 3 y 4 del Art. 20. Una vez superados      los incumplimientos, se reanudarán los desembolsos.
CAPITULO XI
AMPLIACIONES Y CONSOLIDACIONES DE
CREDITO
Art. 26.- Ampliación de la línea de crédito.-      Durante las etapas de desembolso y de gracia, a solicitud escrita      del beneficiario y por razones justificadas, el IECE podrá      conceder una o más ampliaciones del crédito en      los términos y características vigentes al momento      de la solicitud.
Art. 27.- Consolidación de crédito.- En la etapa      de recuperación, por razones de estudios, el beneficiario      podrá obtener la concesión de un nuevo crédito      educativo, siempre y cuando hubiere cancelado por lo menos 50%      del crédito. En este caso, se consolidará el saldo      del capital adeudado con el nuevo crédito, valor que no      superará el monto máximo de financiamiento vigente.
CAPITULO XII
MODIFICACIONES DEL CONTRATO
Art. 28.- Modificaciones.- Durante el periodo previsto      para la realización de los estudios a solicitud expresa      y fundamentada del beneficiario o representante legal, el IECE      podrá convenir en una o más modificaciones del      contrato que, sin sobrepasar el límite de la línea      de crédito otorgada inicialmente, impliquen cambios de      centro docente, del programa de estudios y sus características      de los rubros y sus cuantías, la periodicidad y la duración      de los desembolsos.
Art. 29.- Cambios de garantías.- En cualquier etapa      del crédito educativo, a petición escrita del beneficiario      o representante legal, el IECE, a su juicio y conveniencia, podrá      aceptar el reemplazo de las garantías otorgadas con anterioridad.      Las nuevas garantías se sujetará» a calificación.
CAPITULO XIII
DEL SEGUIMIENTO ACADEMICO Y
OCUPACIONAL
Art. 30.- Seguimiento académico.- Está      orientado a vigilar la asistencia normal a clases y la ejecución      del programa de estudios, hasta su culminación. Este proceso      tiene la misión de apoyar, por todos los medios, la culminación      de los programas financiados con crédito educativo por      parte de los beneficiarios de crédito.
CAPITULO XIV
DEL COMITE DE CREDITO
Art. 31.- Conformación.- El Comité de Crédito      estará conformado por los siguientes miembros:
1. El Subdirector Ejecutivo, quien lo presidirá.
2. El Director de Crédito y Becas.
3. El Director Financiero.
4. El Director de Asesoría Jurídica.
5. El Director de Planificación.
Actuará como asesor un representante del Consejo Directivo      del IECE.
El Presidente del comité designará al funcionario      que actuará como Secretario.
Art. 32.- Funciones.- El Comité de Crédito tendrá      las siguientes funciones:
1. Sugerir al Director Ejecutivo los montos de las líneas      máximas de crédito, tasas de interés y plazos      de recuperación, sobre la base de la disponibilidad presupuestaria      y otras consideraciones de tipo económico.
2. Elaborar el proyecto de Manual de Procedimientos de Crédito      Educativo y someterlo a aprobación del Director Ejecutivo.
3. Sugerir al Director Ejecutivo las políticas de crédito      educativo.
4. Revisar trimestralmente la ejecución del crédito      educativo sobre la base de la disponibilidad financiera y otras      consideraciones y sugerir modificaciones.
5. Presentar al Director Ejecutivo el informe sobre los proyectos      de convenios especiales con centros docentes, entidades, organismos      o empresas nacionales e internacionales.
6. Absolver las consultas que se formularen sobre la aplicación      del Reglamento de Crédito y el Manual de Procedimientos.
7. Resolver consultas sobre casos atípicos de crédito      educativo que sean sometidos a su consideración.
8. Asesorar al Director Ejecutivo sobre la aplicación      del reglamento, normas conexas, políticas y programas      de crédito educativo.
9. Recomendar las ampliaciones de etapas gracia, de ejecución      y de períodos de amortización, debidamente justificados,      más allá de los plazos establecidos.
10. Recomendar a la Dirección Ejecutiva la exoneración      del pago de indemnizaciones en casos excepcionales debidamente      justificados.
11. Recomendar a la Dirección Ejecutiva programas de      contingencia para afrontar circunstancias que puedan afectar      el crédito educativo.
12. Participar en estudios y propuestas para obtención      de nuevas frentes de financiamiento.
13. Otras que determine la Dirección Ejecutiva.
CAPITULO XV
DISPOSICIONES GENERALES
Art. 33.- Derogatoria.- A partir de la aprobación y      vigencia de este reglamento, se deroga el reglamento aprobado      por el Consejo Directivo del IECE el 24 de marzo de 1994.
Art. 34.- Vigencia. - El presente reglamento entrará      en vigencia a partir de la fecha de su aprobación, sin      perjuicio de la publicación en el Registro Oficial.
Comuníquese. - Dado en Quito, a los 28 días      del mes de agosto del 2002.
f.) Dra. María Eugenia Moscoso de Cordero. Presidenta      del Consejo Directivo.
f.) Dra. Mariana Alcívar de Lozano, Directora Ejecutiva      del IECE.
Certificación: Certifico que el presente Reglamento      de Crédito fue definitivamente analizado y aprobado por      el Consejo Directivo del Instituto Ecuatoriano de Crédito      Educativo y Becas, en la sesión realizada en la ciudad      de Quito, el 28 de agosto del 2002.
f.) Dra. Mariana Alcívar de Lozano, Secretaria del      Consejo Directivo.
Certifico que es fiel copia del original.
f.) Edgar Flores Lara, Jefe de Archivo.
No. SBS-DN-2002-0790
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3, de      la Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y limites de crédito",      de la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia      de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria, corresponde a la      Superintendencia de Bancos y Seguros calificar la idoneidad y      experiencia del perito avaluador;
Que el seÑor Diego Fabián Cabezas Borja Luna,      ha presentado la solicitud y documentación, respectivas      para su calificación como perito avaluador, la que reúne      los requisitos exigidos en las normas reglamentarias pertinentes:
Que a la fecha de expedición de esta resolución      el seÑor Diego Fabián Cabezas Borja Luna, no registra      hechos negativos relacionados con central de riesgos, cuentas      corrientes y cheques protestados; y,
En ejercicio de las facultades conferidas en la letra a) del      artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5984 de 6      de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar al seÑor Diego      Fabián Cabezas Borja Luna, portador de la cédula      de ciudadanía No. 100128434-6. para que pueda desempeÑarse      como perito avaluador, en las instituciones del sistema financiero,      que se encuentran bajo el control de la Superintendencia de Bancos      y Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluyo la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-297 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito. Distrito      Metropolitano, el catorce de octubre del dos mil dos.
f.) Sonia Soria Samaniego. Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito. Distrito Metropolitano, el catorce de      octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna. Secretario General.
Superintendencia de Bancos.- Es fiel copia: lo certifico.
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna. Secretario General. 18 de octubre      del 2002.
No. SBS-DN-2002-0792
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3, de      la Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y limites de crédito"      de la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia      de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria. corresponde a la      Superintendencia de Bancos y Seguros calificar la idoneidad y      experiencia del perito avaluador:
Que el seÑor Mario Efrén Mora Enrique, ha presentado      la solicitud y documentación respectivas para su calificación      como perito avaluador, la que reúne los requisitos exigidos      en las normas reglamentarias pertinentes;
Que a la fecha de expedición de esta resolución      el seÑor Mario Efrén Mora Enríquez, no registra      hechos negativos relacionados con central de riesgos, cuentas      corrientes cerradas y cheques protestados; y,
En ejercicio de las facultades conferidas en la letra a) del      artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5984 de 6      de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar al seÑor Mario      Efrén Mora Enríquez, portador de la cédula      de ciudadanía No. 170505114-0, para que pueda desempeÑarse      como perito avaluador en los bancos privados, que se encuentran      bajo el control de la Superintendencia de Bancos y Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluya la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-296 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito, Distrito      Metropolitano, el quince de octubre del dos mil dos.
f.) Sonia Soria Samaniego, Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito, Distrito Metropolitano, el quince de      octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna, Secretario General.
Superintendencia de Bancos.- Es fiel copia; lo certifico.
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna, Secretario General. 18 de octubre      del 2002.
No. SBS-DN-2002-0793
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3, de      la Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y límites de      crédito", de la Codificación de Resoluciones      de la Superintendencia de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria,      corresponde a la Superintendencia de Bancos y Seguros calificar      la idoneidad y experiencia del perito avaluador:
Que el seÑor Patricio Fernando Zabala Jiménez,      ha presentado la solicitud y documentación respectivas      para su calificación como perito avaluador, la que reúne      los requisitos exigidos en las normas reglamentarias pertinentes;
Que a la fecha de expedición de está resolución      el seÑor Patricio Fernando Zabala Jiménez, no registra      hechos negativos relacionados con central de riesgos, cuentas      corrientes cerradas y cheques protestados; y,
En ejercicio de las facultades conferidas en la letra a) del      artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5984 de 6      de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar al seÑor Patricio      Fernando Zabala Jiménez, portador de la cédula      de ciudadanía No. 170325057-9. para que pueda desempeÑarse      como perito avaluador en las instituciones del sistema financiero,      que se encuentran bajo el control de la Superintendencia de Bancos      y Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluya la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-301 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito, Distrito      Metropolitano, el quince de octubre del dos mil dos.
f.) Sonia Soria Samaniego. Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito. Distrito Metropolitano, el quince de      octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna. Secretario General.
Superintendencia de Bancos.- Es fiel copia: Lo certifico.
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna. Secretario General. 18 de octubre      del 2002.
No. SBS-DN-2002-0796
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3 de la      Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y limites de crédito",      de la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia      de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria, corresponde a la      Superintendencia de Bancos y Seguros calificar la idoneidad y      experiencia del perito avaluador;
Que la compaÑía "ORGANIZACION LEVIN S.      A.", a través de su representante legal, ha presentado      la solicitud y documentación respectivas para su calificación      como perito avaluador, la que reúne los requisitos exigidos      en las normas reglamentarias pertinentes;
Que con memorando No. DGGI-DCR-2002-276 de 9 dé mayo      del 2002, la Dirección de Central de Riesgos y Cuentas      Corrientes Cerradas de esta Superintendencia, informa que revisadas      las bases de datos de la central de riesgos, cuentas corrientes      cenadas y cheques protestados, la compaÑía "ORGANIZACION      LEVIN SA." no ha sido reportada con hechos negativos por      las instituciones del sistema financiero; y,
En ejercicio de las facultades conferidas en la -letra a)      del artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5984      de 6 de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar a la compaÑía      "ORGANIZACION LEVIN SA.", con registro único      de contribuyentes No. 1791255925001, para que pueda desempeÑarse      como perito avaluador en las instituciones del sistema financiero,      que se encuentran bajo el control de la Superintendencia de Bancos      y Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluya la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-300 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito, Distrito      Metropolitano, el quince de octubre del dos mil dos,
f.) Sonia Soria Samaniego, Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito, Distrito Metropolitano, el quince de      octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna, Secretario General.
Superintendencia de Bancos.- Es fiel copia, lo certifico.
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna, Secretario General. 18 de octubre      del 2002.
No. SBS-DN-2002-0797
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3. de      la Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y limites de crédito",      de la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia      de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria, corresponde a la      Superintendencia de Bancos y Seguros calificar la idoneidad y      experiencia del perito avaluador:
Que la compaÑía "SHIPPING & INDUSTRIAL      WORLD SHIPPINWORLD SA." a través de su representante      legal, ha presentado la solicitud y documentación respectivas      para su calificación como perito avaluador, la que reúne      los requisitos exigidos en las normas reglamentarias pertinentes;
Que a la fecha de expedición de esta resolución,      la compaÑía "SHIPPING & INDUSTRIAL WORLD      SHIPPINWORLD SA.", no registra hechos negativos relacionados      con central de riesgos, cuentas corrientes cerradas y cheques      protestados; y,
En ejercicio de las facultades conferidas en la letra a) del      artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5 984 de      6 de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar a la compaÑía      "SHIPPING & INDUSTRIAL WORLD SHIPPINWORLD SA.",      con registro único de contribuyentes No. 0992208090001,      para que pueda desempeÑarse como perito avaluador en las      instituciones del sistema financiero, que se encuentran bajo      el control de la Superintendencia de Bancos y Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluya la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-303 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito, Distrito      Metropolitano, el quince de octubre del dos mil dos.
f.) Sonia Soria Samaniego. Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito. Distrito Metropolitano, el quince de      octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna, Secretario General. Superintendencia      de Bancos.
Es fiel copia; lo certifico.
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna, Secretario General. 18 de octubre      del 2002.
No. SBS-DN-2002-0798
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3, de      la Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y limites de crédito",      de la Codificación de Resoluciones de la Superintendencia      de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria, corresponde a la      Superintendencia de Bancos y Seguros calificar la idoneidad y      experiencia del perito avaluador;
Que el seÑor Leonardo Petronio PeÑa Cisneros,      ha presentado la solicitad y documentación respectivas      para su calificación como perito avaluador, la que reúne      los requisitos exigidos en las normas reglamentarias pertinentes;
Que con memorando No. DGGI-DCR-2002-389 de 19 de junio del      2002, el Director de Central de Riesgos y Cuentas Corrientes      Cenadas de esta Superintendencia, informa que revisadas las bases      de datos de la central de riesgos, cuentas corrientes cerradas      y cheques protestados, el seÑor Leonardo Petronio PeÑa      Cisneros, no ha sido reportado con hechos negativos por las instituciones      del sistema financiero; y,
En ejercicio de las facultades conferidas en la letra a) del      artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5984 de 6      de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar al seÑor Leonardo      Petronio Pella Cisneros, portador de la cédula de ciudadanía      No. 010177031-1, para que pueda desempeÑarse como perito      avaluador en las instituciones del sistema financiero, que se      encuentran bajo el control de la Superintendencia de Bancos y      Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluya la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-304 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito, Distrito      Metropolitano, el dieciséis de octubre del dos mil dos.
f.) Sonia Soria Samaniego, Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito Distrito Metropolitano, el dieciséis      de octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna, Secretario General.
Superintendencia de Bancos.- Es fiel copia; lo certifico.
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna, Secretario General. 18 de octubre      del 2002.

No. SBS-DN-2002-0803
Sonia Soria Samaniego
DIRECTORA DE NORMATIVIDAD
Considerando:
Que según lo dispuesto en el artículo 3, de      la Sección I "Definiciones requisitos, incompatibilidades      y registro", del Capítulo II "Normas para la      calificación y registro de peritos avaluadores",      del Subtítulo IV "De las garantías adecuadas",      del Título VII "De los activos y límites de      crédito", de la Codificación de Resoluciones      de la Superintendencia de Bancos y Seguros y de la Junta Bancaria,      corresponde a la Superintendencia de Bancos y Seguros calificar      la idoneidad y experiencia del perito avaluador;
Que el seÑor Wilson Edison Sánchez Zambrano      ha presentado la solicitud y documentación respectivas      para su calificación como perito avaluador, la que reúne      los requisitos exigidos en las normas reglamentarias pertinentes;
Que con memorando No. DGGI-DCR-2002-522 de 13 de agosto del      2002, el Director de Central de Riesgos de esta Superintendencia,      informa que revisadas las bases de datos de la central de riesgos,      cuentas corrientes cerradas y cheques protestados, el seÑor      Wilson Edison Sánchez Zambrano, no ha sido reportado con      hechos negativos por las instituciones del sistema financiero;      y.
En ejercicio de las facultades conferidas en la letra a) del      artículo 17 de la Resolución ADM-2002-5984 de 6      de agosto del 2002,
Resuelve:
Artículo 1.- Calificar al seÑor Wilson      Edison Sánchez Zambrano, portador de la cédula      de ciudadanía No. 090134875-5, para que pueda desempeÑarse      como perito avaluador en las instituciones del sistema financiero,      que se encuentran bajo el control de la Superintendencia de Bancos      y Seguros.
Artículo 2.- Disponer que se incluyo la presente      resolución en el Registro de Peritos Avaluadores, se le      asigne el número de registro No. PA-2002-305 y se comunique      del particular a la Superintendencia de CompaÑías.
Comuníquese y publíquese en el Registro Oficial.-      Dada en la Superintendencia de Bancos y Seguros, en Quito, Distrito      Metropolitano, el diecisiete de octubre del dos mil dos.
f.) Sonia Soria Samaniego. Directora de Normatividad.
Lo certifico.- Quito Distrito Metropolitano, el diecisiete      de octubre del dos mil dos.
f.) Lic. Pablo Cobo Luna, Secretario General.
Superintendencia de Bancos.- Es fiel copia lo certifico
f.) Lcdo. Pablo Cobo Luna, Secretario General. 18 de octubre      del 2002.
LA CORTE      SUPREMA DE JUSTICIA
Considerando:
Que el amparo, como acción tutelar, tiene por objeto,      conforme lo establece el artículo 46 de la Ley de Control      Constitucional, la adopción de medidas urgentes destinadas      a cesar la lesión o evitar el peligro de los derechos      protegidos por la Constitución y por los tratados internacionales,      que hayan sido ocasionados por actos ilegítimos de autoridad      pública;
Que el artículo 55 de la misma ley seÑala que      corresponde al Juez de instancia, ante quien se interpuso el      recurso, ordenar el cumplimiento de la decisión final      adoptada en el procedimiento de amparo;
Que el artículo 58 de la indicada ley determina que      las resoluciones que se dicten en la tramitación de un      amparo serán de cumplimiento inmediato por parte del funcionario      o autoridad pública a quien la resolución vaya      dirigida, y que, de no cumplirla deberá indemnizar los      perjuicios que causare al recurrente;
Que se han presentado dudas acerca del alcance de los artículos      55 y 58 de la Ley de Control Constitucional, respecto a las atribuciones      específicas de los jueces de instancia en materia de amparo      constitucional, con relación a las facultades de los órganos      de la justicia ordinaria; y,
En uso de la facultad que el artículo 15 de la Ley      Orgánica de la Función Judicial le concede a la      Corte Suprema de Justicia,
Resuelve:
Art. 1.- Los jueces de instancia ante quienes se interpusieron      las acciones de amparo, se limitarán a ordenar a la autoridad      o funcionario público contra quien se haya dirigido la      acción, el cumplimiento de la decisión final adoptada      en el procedimiento de amparo, previniéndole de los efectos      de su incumplimiento.
Esta atribución legal no les faculta a disponer el      cumplimiento de obligaciones que deben ser previamente declaradas      por el Juez competente, mediante el procedimiento previsto en      la ley, respetando el derecho de contradicción> y las      garantías del debido proceso.
Art. 2.- Esta resolución de carácter general      y obligatorio regirá desde su publicación en el      Registro Oficial y hasta que la ley disponga lo contrario.
Dado en la ciudad de San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano      en la sala de sesiones de la Corte Suprema de Justicia, a los      veinticuatro días del mes de septiembre del aÑos      dos mil dos.
f.) Dr. Armando Bermeo Castillo, Presidente
f.) Dr. Teodoro Coello Vázquez, Magistrado.
f.) Dr. Santiago Andrade Ubidia, Magistrado.
f.) Dr. Eduardo Brito Mieles, Magistrado.
f.) Dr. Galo Galarza Paz, Magistrado.
f.) Dr. Bolívar Guerrero Armijos, Magistrado.
f.) Dr. Luis Heredia Moreno, Magistrado (V.S.).
f.) Dr. Julio Jaramillo Arízaga, Magistrado.
f.) Dr. Angel Lescano Fiallo, Magistrado.
f.) Dr. Camilo Mena Mena, Magistrado (V.S.).
f.) Dr. Galo Pico Mantilla, Magistrado (V.S.).
f.) Dr. Hugo Quintana Coello, Magistrado.
f.) Dr. Jorge Ramírez Alvarez, Magistrado.
f.) Dr. Carlos Riofrío Corral, Magistrado.
f.) Dr. José Vicente Troya Jaramillo, Magistrado.
f.) Dr. Rodrigo Varea Avilés, Magistrado.
f.) Dr. Jaime Velasco Dávila, Magistrado.
f.) Dr. Bolívar Vergara Acosta, Magistrado (VS.).
f.) Dr. Miguel Villacís Gómez, Magistrado.
f.) Dr. Milton Moreno Aguirre, Magistrado.
f.) Dr. Ernesto Albán Gómez, Magistrado.
f.) Dr. Hernán Quevedo Terán, Magistrado (VS.).
f.) Dr. Jorge Andrade Lara, Conjuez Permanente.
f.) Dr. Jorge Dousdebés Carvajal, Conjuez Permanente.
f.) Dr. Fernando Ortiz Bonilla, Secretario General.
VOTO SALVADO DEL SEÑ,ñOR MAGISTRADO DR. CAMILO MENA      MENA.
Son inobjetables las dudas que ofrecen>, en su aplicación,      las normas de los artículos 55 y 58 de la Ley de Control      Constitucional, sin embargo la Corte Suprema de Justicia no puede      asumir una responsabilidad que no le corresponde, tomando en      consideración que los tribunales y jueces, que pertenecen      a la Función Judicial, si en verdad son jueces de primera      instancia, para conocer las acciones de amparo actúan      como jueces constitucionales. Por lo mismo, la problemática      sobre el tema compete al Tribunal Constitucional. Por lo que,      para el caso, estimo que no es aplicable la norma del Art. 15      de la Ley Orgánica de la Función Judicial. Dejo      constancia, por cierto, de mi felicitación para los autores      del Proyecto, magnificante elaborado, sin embargo de que a mi      juicio, éste debe ser presentado como iniciativa de la      Corte Suprema para una interpretación y/o reforma constitucional      o legal, tanto más, cuando se pretende restringir el alcance      de la acción de amparo.
f.) Dr. Camilo Mena Mena, Magistrado. Certifico.
f.) Dr. Fernando Ortiz Bonilla, Secretario General.
VOTO SALVADO DEL SEÑ,ñOR MAGISTRADO DOCTOR HERNAN      QUEVEDO TERAN.
Quito, 24 de septiembre del 2002.
SeÑor Presidente de la Excma. Corte Suprema de Justicia.
SeÑores Magistrados de la Excma. Corte Suprema de Justicia.
En referencia con la resolución que fiera aprobada      por el Plenario de la Excma. Corte Suprema de Justicia, y que      tiene como fecha 24 de septiembre del presente aÑo, presenta      mi voto salvado en los siguientes términos:
En mi concepto, si bien la Constitución Política,      que entró en vigencia el 10 de agosto de 1998, hace relación      expresa a las decisiones que se tome por parte del Tribunal en      Pleno de la Corte Suprema de Justicia, sobre los fallos contradictorios,      y si bien continúa con valor jurídico el artículo      15 de la Ley Orgánica de la Función Judicial, considero      que no es dable hacer interpretaciones sobre normas atinentes      a la justicia constitucional.
En efecto, cuando entra a regir la Ley Orgánica de      la Función Judicial, el Pleno de la Corte Suprema tenía      atribuciones constitucionales, las cuales se vieron reforzadas      con la reforma publicada mediante Ley No. 20, en el Registro      Oficial de 23 de diciembre de 1992, donde se crean seis salas      de cinco ministros cada una y una de ellas tenía a su      cargo, íntegramente, la labor constitucional. Más      tarde, con la reforma del segundo y tercer tramo constitucional,      se otorga una nueva composición a las salas de la Corte      Suprema de Justicia; se suprime la Sala Constitucional y en las      transitorias tal facultad, se concede a la Sala de lo Administrativo,      hasta que entre a funcionar el Tribunal Constitucional con plenitud      de facultades.
En el instante actual reconociendo, desde luego, que en la      primera fase, los recursos de amparo se tramitan ante jueces      o tribunales de la Función Judicial, no estaÑan      de hecho ejerciendo la justicia confiada a nuestra función,      sino que constituye, exclusivamente, un paso previo que ulteriormente,      sin la consulta, sino por apelación pasa a conocimiento      único del actual Tribunal Constitucional, quien va formando      la jurisprudencia respectiva, a través de sus pronunciamientos.
Atentamente.
f.) Dr. Hernán Quevedo Termia, Ministro Juez de la      Sala de lo Fiscal.
Certifico.
f.) Dr. Fernando Ortiz Bonilla, Secretario General.
VOTO SALVADO DEL MAGISTRADO DOCTOR BOLIVAR VERGARA ACOSTA.
Consideramos innecesaria la resolución propuesta, dado      que no encontramos duda alguna en los Arts. 55 y 58 de la Ley      de Control Constitucional, por las razones siguientes: PRIMERO:      El llamado recurso (acción) de amparo se propone según      el Art. 95 de la Constitución y el Art. 46 de la antes      nombrada ley, cuando se ha producido una violación, o      cuando por una acción se pueda violar cualquier derecho      consagrado en la norma suprema o en un tratado internacional      vigente. SEGUNDO: La resolución final dictada en el evento      que sea aceptado, es por su naturaleza simplemente declarativa      de un derecho o garantía general o constituye un tácito      reconocimiento de éstos. Es en esencia, cautelar, tutelar      o protectiva, y tiene ámbito particular, ya que únicamente      protege al recurrente. TERCERO: Consiste en tal decisión      en la orden de la suspensión definitiva de la acción      -acto u omisión- ilegítima de la autoridad pública      o funcionario, que es a quien le corresponde el cumplimiento      inmediato. Mientras, que, la ejecuta el juzgador de instancia      mediante la adopción de medidas urgentes, destinadas:      a cesar la lesión o a evitar el peligro de los bienes      protegidos o a mediar sin tardanza las posibles consecuencias      o a terminar la amenaza que de modo inminente afecte al recurrente      producirle un daÑo grave, encontrándose incluso      facultado a acudir a la ayuda de la fuerza pública. CUARTO:      La desobediencia del funcionario o autoridad pública demandada,      que incumpla la resolución favorable, origina la situación      jurídica, que el recurrente con ésta, como antecedente      o fundamento de derecho y de hecho, pueda proponer las acciones      judiciales o el reclamo administrativo pertinentes contra dicha      autoridad, incluyendo la indemnización de perjuicios.      QUINTO: Diferente es la facultad discrecional del Juez o Tribunal      de instancia que conoce el recurso o acción de amparo,      esto es: Que recién hace la calificación de admisibilidad,      en que puede ordenar simultáneamente con la convocatoria      a audiencia pública a las partes, "de considerarse      necesario, la suspensión de cualquier acción actual      o inminente que afecte o amanece los derechos protegidos "del      recurrente, la misma que es temporal pues dura hasta que se resuelva      finalmente la acción de amparo y ésta quede firme,      en atención al Art. 49 de la Ley de Control Constitucional.      SEXTO: Reiterando nuestro planteamiento expuesto en el debate,      insisto; que sinceramente creo que no debe, no creo que la Corte      Suprema tenga facultad para legislar a pretexto de buscar resolver,      algunas situaciones ilegitimas, como las decisiones o sustanciación      tomadas por los jueces de instancia, de ordenar embargos, secuestros,      pagos, que este Tribunal en anteriores resoluciones ha considerado      no solamente inconstitucionales sino delincuenciales, actuaciones      arbitrarías de los jueces que han caído dentro      de la jurisdicción penal. Este proyecto de resolución,      persigue que debemos una disposición, diríamos      que legislamos -facultad que carecemos- en el sentido que establezcamos      la forma, atribuciones y competencia del Juez o Tribunal de instancia      en la ejecución de la resolución favorable al recurrente,      cuando claramente se encuentra prescrito; que el funcionario      o autoridad pública demandada es quien tiene que cumplirla,      y, que a los jueces aludidos les corresponde ordenar el cumplimiento,      al tenor de los Arts. 55 y 58 de la Ley de Control Constitucional      mediante la ejecución inmediata, que no es otra según      el Art. 51 ibídem, taxativamente, que la disposición      "de todas las medidas que sean necesarias para remediar      el daÑo o evitar el peligro sobre el derecho violado,      sin perjuicio de las que se hayan adoptado en forma preventiva"      En resumen, la Corte Suprema se contradice e insisto, que se      corre el riesgo que se disculpe a los jueces infractores, que      en forma arbitraria han practicado liquidaciones de daÑos      y hasta efectuado pagos contra quienes se han solicitado se instruya      la acción penal pública por la infracción      de prevaricato, que están en trámite o han sido      falladas. Finalmente, como ya lo expusimos, pero si el propósito      es delimitar las facultades y atribuciones del Juez de instancia      en la ejecución, talvez sea conveniente que se busque      alguna expresión, que repitiendo, porque eso es lo que      hace el proyecto de resolución; repetir el texto de la      Ley de Control Constitucional, se diga al menos, que son: "exclusivas"      o "similares", o "únicamente" o "solamente"      o alguna otra palabra que tenga el mismo sentido, para que no      se origine más caos con el noble afán de lograr      la seguridad jurídica, saliéndonos del campo de      nuestras atribuciones constitucionales y legales. Tampoco estamos      de acuerdo con el Art. 2 del proyecto, puesto que se halla vigente      en nuestra legislación, así se encuentra en la      Ley Orgánica de la Función Judicial y la Le y Orgánica      del Consejo Nacional de la Judicatura, el Código de Procedimiento      Civil, como en el Art. 95 inc. 7mo. de la Constitución,      establecidas las responsabilidades de los jueces al tramitar      las causas y su juzgamiento, y la vez que la supervisión      y el control de la administración de justicia. Consecuentemente,      resulta innecesario, ya que las denuncias y quejas públicas,      tal vez sean las únicas formas en que pueda la Corte Suprema      enterarse de las ilegalidades perpetradas en la tramitación      de estas acciones sui géneris de naturaleza constitucional,      debido a que regularmente, no somos jueces para este tipo de      recursos.- Quito, 24 de septiembre del 2002.
f.) Dr. Bolívar Vergara Acosta, Ministro Juez. Corte      Suprema de Justicia.
RAZÓN: Las siete copias que anteceden son iguales a      sus originales que reposan en la Secretaria General.- Certifico      -San Francisco de Quito, Distrito Metropolitano, a 16 de octubre      del 2002.
f.) Dr. Fernando Ortiz Bonilla, Secretario General de la Corte      Suprema de Justicia.
Nº      193-2000
EN EL JUICIO DE IMPUGNACIÓN QUE      SIGUE EL ARQ. ANDRES CHIRIBOGA, REPRESENTANTE LEGAL DE NOVOPAN      DEL ECUADOR SA., EN CONTRA DE LA DIRECTORA GENERAL DEL SERVICIO      DE RENTAS INTERNAS.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 17 de junio del 2002: las 17h30.
VISTOS: La Segunda Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal      Nº 1, el 10 de noviembre del 2000, expide sentencia dentro      de la acción de impugnación incoada por Novopan      del Ecuador S.A. en contra del Director General del Rentas, aceptando      íntegramente la demanda formulada por la accionante. Luego      de tramitada la aclaración solicitada por la autoridad      tributaria, el arquitecto Andrés Chiriboga León,      a nombre de Novopan del Ecuador, presenta recurso de casación,      el cual luego de calificado por el Juez a-quo, sube a conocimiento      de esta Sala Especializada de lo Fiscal de la Corte Suprema de      Justicia, que en auto del 10 de enero del 2001, lo admite a trámite      y dispone su sustanciación, conforme a las normas legales      pertinentes. Habiéndose dictado la providencia de autos      en relación, es su estado el de resolverse para lo cual      se considera: PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer      y resolver el presente recurso, en conformidad con lo que dispone      el artículo 1 de la Ley de Casación. SEGUNDO.-      El arquitecto Andrés Chiriboga León funda su recurso      en las causales primera y tercera del artículo 3 de la      Ley de Casación y estima que se han dejado de aplicar      artículos del Código Tributario, del Código      Civil y del Código de Procedimiento Civil que puntualiza      en su escrito. TERCERO.- El artículo 4 de la Ley de Casación,      textualmente, dice: "Legitimación. - el recurso solo      podrá interponerse por la parte que haya recibido agravio      en la sentencia o auto...". CUARTO.- Luego de lo expuesto,      es menester evidenciar, en primer lugar, si la parte accionante,      que es la que ha presentado el recurso de casación, ha      sufrido o no algún agravio o con la sentencia emitida      por el Tribunal Distrital de lo Fiscal o con el auto en donde      consta su aclaración. QUINTO.- Estudiando con el mayor      detenimiento todo el proceso, a fojas 12 del primer cuerpo, donde      finaliza el texto de la demanda, y bajo el título "SUPLICATORIO"      se lee: "En mérito a las consideraciones expuestas,      ruego a los seÑores magistrados declarar que no tiene      valor legal alguno la resolución Nº 02204 por haberse      prohibido con anterioridad a su notificación la aceptación      tácita del recurso de reposición, y ordenar, en      consecuencia, la devolución a NOVOPAN DEL ECUADOR de S/.      2'204.188, con más los intereses compensatorios que manda      el Art. 21 del Código Tributario. O, subsidiariamente,      el derecho de NOVOPAN al crédito tributario correspondiente      a los anticipos pagados a las retenciones de que fueron sus ingresos      y que la administración no considera como tales, y disponen,      en consecuencia, la devolución a la empresa de S/. 2'204.188      con más los correspondientes intereses compensatorios.      Y ordenar la emisión de una nota de crédito por      S/. 2.597.248. que corresponde a la diferencia entre los intereses      compensatorios computados hasta la fecha de emisión de      la nota de crédito de 13 de noviembre de 1995 y la fecha      de notificación de la Resolución Nº 5436 12      de septiembre del expresado aÑo. Fijo la cuantía      del juicio en S/. 4'801.436". SEXTO.- A su vez, el fallo      del Tribunal Distrital consta desde la foja 401 a la 404 del      segundo cuerpo y en la parte resolutiva dice: "ADMINISTRANDO      JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,      acepta la demanda formulada por el Arquitecto Andrés Chiriboga      León, como representante legal de la empresa "NOVOPAN      DEL ECUADOR SA.", en contra del Director General de Rentas      y, ordena que la Directora General del Servicio de Rentas Internas      proceda a reintegrar a la empresa actora, mediante la expedición      de la o las correspondientes notas de crédito, los valores      indebidamente pagados en concepto del Impuesto a la Renta de      1991, por exceso de retenciones en la fuente y por anticipos      que resultaron indebidamente pagados al no causado impuesto alguno      durante 1991. Los intereses de mora se calcularán de acuerdo      con lo dispuesto en el Art. 21 del Código Tributario.      desde la fecha de pago identificada con la de la presentación      de la Declaración del Impuesto a la Renta de 1991, hasta      la emisión y entrega de la o las notas de crédito      por el saldo insoluto de S/. 2'204.188; a esta cantidad deberá      aÑadirse la suma de S/. 2'597.248 que la empresa ha calculado      que corresponde a los intereses que se le adeudan y a la cual      ha limitado su reclamo. Sin costas. Notifíquese.".      SÉPTIMO.- A su vez, en el auto que resuelve la aclaración      y que corre de fojas 413 a 414 del segundo cuerpo, en la foja      413 vuelta y para concluir con el segundo considerando se dice:      Disponer, en consecuencia, la devolución a la empresa      de S/. 2'204.188, con más los correspondientes intereses      compensatorios y ordenar la emisión de una nota de crédito      por S/. 2'597.248 que corresponde a la diferencia entre intereses      compensatorios computados hasta la fecha de emisión de      la nota de crédito de 13 de noviembre de 1995 y a la fecha      de notificación de la Resolución Nº 5436 12      de septiembre del expresado aÑo". OCTAVO.- Conforme      lo expuesto, que aparece en forma evidente del proceso, en la      tramitación del juicio y en las piezas procesales resolutivas,      se ha otorgado toda la razón al suplicatorio de la demanda,      en consecuencia, Novopan del Ecuador S.A., no ha sufrido agravio      de ninguna naturaleza. En concordancia con lo manifestado, ADMINISTRANDO      JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,      se rechaza el recurso de casación planteado. Sin costas.      Notifíquese, publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
ACLARACION
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 24 de julio del 2002.- Las 17h45
VISTOS: El arquitecto Andrés Chiriboga León,      representante legal de NOVOPAN DEL ECUADOR SA., con escrito de      9 de julio del 2002, solícita aclaración de la      sentencia de 17 de junio del presente aÑo, dictada por      la Sala dentro del juicio de impugnación, seguido por      el peticionario; para proveer, se considera. De acuerdo a lo      previsto en el Art. 289 del Código Tributario, la aclaración      de una sentencia procede si se lo solícita dentro del      plazo de tres días de notificada; la aclaración      tendrá lugar si la sentencia fuere oscura. En el caso,      la sentencia de 17 de junio del 2002, pronunciada por la Sala      ha resuelto con claridad todos los fundamentos y causales invocadas      por el recurrente; por lo tanto, no se encuentra en ninguno de      los, supuestos determinados en el artículo 289 del código      antes mencionado. Niégase por improcedente lo solicitado      en el escrito antes referido. Notifíquese y devuélvase      el proceso al Tribunal de origen.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro. Secretario, Sala de lo Fiscal.

No. 10-2001
EN EL JUICIO DE ACCION DIRECTA QUE SIGUE      FREDDY MIN JOI LAMA PAQUIN CONTRA EL ADMINISTRADOR DEL DISTRITO      DE GUAYAQUIL DE LA ADUANA.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 28 de agosto del 2002; las 09h00.
VISTOS: Freddy Min Joi Lama Paquín, el 27 de noviembre      del 2000 interpone recurso de casación del auto de abandono      dictado por la Sala Única del Tribunal Distrital No. 2      de Guayaquil el 22 de noviembre del 2000 en el juicio No. 2256-707-98      seguido en contra del Administrador del Distrito de Guayaquil      de la Aduana. Concedido el recurso y corrido traslado a la autoridad      demandada ésta no ha comparecido ni ha producido contestación.      Pedidos los autos para resolver se considera: PRIMERO.- Por lo      dispuesto en el Art. 1 de la Ley de Casación esta Sala      es competente para conocer y resolver el presente recurso. SEGUNDO.-      El recurrente funda el recurso en las causales primera, segunda,      tercera y quinta del Art. 3 de la Ley de Casación y estima      que la sentencia recurrida no aplica el Art. 282 del Código      Tributario respecto de las condiciones para que proceda la declaratoria      de abandono y por la no aplicación del Art. 285 del código      en mención. TERCERO.- Esta Sala ha dictado innumerables      fallos en los que reconoce que cuando la falta de actividad producida      dentro de un proceso judicial no es imputable al actor, no procede      la declaratoria de abandono porque no se presenta la situación      seÑalada en el Art. 282 del Código Tributario.      Por lo indicado, la Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema de      Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y      POR AUTORIDAD DE LA LEY, acepta el recurso de casación      interpuesto y dispone que a la mayor brevedad el Tribunal de      instancia dicte sentencia sobre lo principal. Sin costas. Notifíquese.      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán (V.S.), Ministros      Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala      de lo Fiscal.
VOTO SALVADO DEL SEÑ,ñOR DOCTOR HERNAN QUEVEDO TERAN      MINISTRO JUEZ DE LA SALA DE LO FISCAL
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 28 de agosto del 2002; las 09h00.
VISTOS: El seÑor Freddy Min Joi Lama Paquín      interpone recurso de casación en contra del auto de abandono      dictado por el Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 2, con sede      en Guayaquil, el 22 de noviembre del 2000. Esta Sala Especializada      de lo Fiscal admite a trámite el recurso, por cumplir      con los requisitos establecidos en el artículo 6 de la      Ley de Casación. Habiéndose dictado la providencia      de autos en relación, es pertinente resolver, para lo      cual se considera: PRIMERO. - Esta Sala es competente para conocer      y resolver el presente recurso, en conformidad con lo que dispone      el artículo 1 de la Ley de Casación. SEGUNDO.-      En el escrito que contiene la casación, el recurrente      se refiere al contenido sustancial de las causales segunda y      tercera del artículo 3 de la Ley de Casación. TERCERO.-      El artículo 14 de la Ley de Casación dice, textualmente:      "Si la Corte Suprema de Justicia encuentra procedente el      recurso, casará la sentencia o auto de que se trate y      expedirá el que en su lugar correspondiere y con el mérito      de los hechos establecidos en la sentencia o auto. Cuando se      trate de casación por la causal segunda del artículo      3, la Corte Suprema anulará el fallo y remitirá      dentro de un término de cinco días el proceso al      Juez u órgano judicial al cual tocaría conocerlo      en caso de recusación de quien pronunció la providencia      casada, a fin de que conozca la causa desde el punto en que se      produjo la nulidad, sustanciándolo con arreglo a derecho.      De la transcripción se entiende que la Sala puede casar      la sentencia y dictar otra en su lugar o anularla y remitirla,      nuevamente, al inferior para que resuelva desde la parte en que      determinó la nulidad. Son dos alternativas que no pueden      practicarse al mismo tiempo jurídicamente es imposible.      Por las consideraciones expuestas, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN      NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza      el recurso de casación planteado. Notifíquese,      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala      de lo Fiscal.
No. 34-2001
EN EL JUICIO DE IMPUGNACION QUE SIGUE      EL ING. RAFAEL WONG NARANJO, REPRESENTANTE LEGAL DE PLASTICOS      DE EXPORTACION EXPOPLAST CA., CONTRA EL ING. FERDINAN ROSADO      ALVAREZ, EN SU CALIDAD DE DIRECTOR REGIONAL DEL SERVICIO DE RENTAS      INTERNAS.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 29 de agosto del 2002; las 12h00.
VISTOS: El ingeniero Ferdinan Rosado Alvarez, en su calidad      de Director Regional del Servicio de Rentas Internas, interpone      recurso de casación en contra de la sentencia, dictada      por el Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 2 con sede en Guayaquil,      que acepta la demanda propuesta por el ingeniero Rafael Wong      Naranjo, representante legal de Plásticos de Exportación      EXPOPLAST C.A., quien estima que se ha producido la aceptación      tácita, por lo que no tendría validez la Resolución      No. 00559 de 24 de marzo de 1998, notificada el 26 de marzo de      ese mismo aÑo, que confirma las actas de fiscalización      por impuesto a la renta y del impuesto al valor agregado de los      aÑos de 1994 y 1995. El recurso de casación es      calificado por el Tribunal a quo, por lo que sube a conocimiento      de esta Sala Especializada de lo Fiscal de la Corte Suprema de      Justicia, en donde luego de habérsele dado el trámite      de ley, se ha dictado la providencia de autos en relación,      por lo que es pertinente resolver:
PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer y resolver      el presente recurso, en conformidad con lo que dispone el artículo      1 de la Ley de Casación. SEGUNDO.- El recurrente funda      su recurso en la causal primera del artículo 3 de la Ley      de Casación. Enuncia como omisión de fundamentos      legales artículos de algunos cuerpos legales, sin determinar      si son ellos, los que estima están infringidos, además,      al invocar a la causal primera, textualmente, dice: ..."      1a aplicación indebida, falta de aplicación o errónea      interpretación de normas de derecho, incluyendo los precedentes      jurisprudenciales obligatorios, en la sentencia o auto, que hayan      sido determinantes de su parte dispositiva". Para luego      en el párrafo final, del numeral III, del escrito de casación,      a foja 68 del proceso, indicar lo siguiente: "Definitivamente      no se tomó en cuenta el artículo 243 del Código      Tributario donde se establece expresamente la oportunidad en      que se pueden impugnar las resoluciones que emite la Administración      Tributaria. TERCERO.- El artículo 243 del Código      Tributario se refiere a los plazos que tiene el contribuyente      para presentar sus acciones judiciales ante el Tribunal Distrital      de lo Fiscal. El actor es notificado con la Resolución      No. 00559, el 26 de marzo de 1998. El plazo corre a partir del      día siguiente de la notificación, es este caso      seria a partir del 27 de marzo, el ingeniero Wong Naranjo presenta      su demanda ante el Tribunal el 24 de abril de 1998, en donde      se encuentran exactos los 20 días de plazo, ya que no      hay que contar el viernes santo, porque no es día laborable,      en conformidad con lo que dispone el artículo 11 del Código      Tributario, en su numeral segundo, primer párrafo, que,      textualmente, dice: "Los plazos o términos establecidos      por días se entenderán siempre referidos a días      hábiles". Por las consideraciones expuestas, ADMINISTRANDO      JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,      se rechaza el recurso de casación planteado. Notifíquese,      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala      de lo Fiscal.
Nº 45-2001
EN EL JUICIO DE IMPUGNACION QUE SIGUE      ALFONSO LEOPOLDO QUIROLA LOJAS, REPRESENTANTE LEGAL DE LA COMPAÑ,ñIA      ESTAR CIA. LTDA., EN CONTRA DEL GERENTE DEL PRIMER DISTRITO DE      LA CORPORACION ADUANERA ECUATORIANA.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 30 de julio del 2002; las 17h00.
VISTOS: Concedido el recurso de casación propuesto      por el abogado Enrique Calderón Regatto, mediante auto      ejecutoriado de 17 de abril del 2001, esta Sala lo calificó      y lo admitió a trámite con auto ejecutoriado de      12 de junio del 2002. La empresa actora no evacuó la correspondiente      contestación, y pedido los autos para resolver se considera:      PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer el recurso en      conformidad al Art. 1 de la Ley de Casación. SEGUNDO.-El      recurrente fundamenta el recurso en la causal 1a del Art. 3 de      la Ley de Casación y sustenta que al expedirse la sentencia      recurrida se ha incurrido en aplicación indebida de la      Ley Orgánica de Aduanas, publicada en el Registro Oficial      de 10 de marzo de 1994 y del Art. 7 del Código Civil.      Mega que la empresa en los reclamos administrativos reconoce      que la mercadería llegó por vía marítima      el 6 de agosto de 1998, es decir, cuando ya se encontraba en      vigencia la Ley Orgánica de Aduanas que se expidió      en julio de ese aÑo, que los derechos arancelarios fueron      satisfechos en fechas posteriores a la vigencia de la ley de      1998; que en la sentencia impugnada pese a las evidencias mencionadas,      en forma injustificada se aplica la ley de 1994; que existe falta      de aplicación del Art. 27 de la Ley Orgánica de      Aduanas, publicada en el Registro Oficial 359 de 13 de julio      de 1998; que para que operara la exoneración alegada por      la empresa, en conformidad a dicho Art. 27, era necesario que      el Gerente General de la Corporación Aduanera previamente      la califique y declare, lo cual no ha ocurrido; que solo posteriormente      mediante la Ley para la Reforma de las Finanzas Públicas,      publicada en el Registro Oficial 181 de 30 de abril de 1999 se      modificó el indicado Art. 27; que el Magistrado de la      Sala juzgadora, el doctor Oscar Zuloaga Paredes, quien salvó      el voto, fue del parecer que la empresa presentase la calificación      y declaración respecto de la exoneración que debía      emitir el Gerente General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana.      TERCERO.- El Art. 27 de la Ley Orgánica de Aduanas, publicada      en el Registro Oficial 359 de 13 de julio de 1998, texto vigente      hasta el 30 de abril de 1999 en que fue reformado por la Ley      para la Reforma de las Finanzas Públicas en su parte pertinente      dice: "Art. 27 Exenciones: Están exentas del pagó      de tributos al comercio exterior, excepto las tasas por servicio      aduanero, las importaciones a consumo de las siguientes mercancías:-      ... h) Las amparadas por leyes especiales... Facúltase      al Gerente General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana      para que califique y declare las exenciones previstas en los      literales d), e) y h) de este artículo. Las exenciones      previstas en los demás literales, no requerirán      de calificaciones o autorizaciones de ningún otro órgano      del Estado para su aplicación. CUARTO.- A fs. 40 y 43      de los autos obran copias certificadas de las reclamaciones propuestas      por la empresa actora ante el Administrador de Aduanas del 1      Distrito-Guayaquil, la cual reconoce que las mercaderías      llegaron por vía marítima el 6 de agosto de 1998,      es decir cuando ya estaba vigente la Ley Orgánica de Aduanas,      publicada el 13 de julio del 1998. No cabe por lo tanto sostener,      según consta en la sentencia de mayoría, que la      importación estaba sujeta a la Ley Orgánica de      Aduanas de 1994. En este caso no se discute si las importaciones      objeto de la discrepancia se encuentran o no exoneradas del pago      de impuesto al comercio exterior según la Ley de Pesca      y Desarrollo Pesquero; advirtiéndose que de fs. 27 del      proceso, consta el Acuerdo Ministerial Nº 329 de 20 de diciembre      de 1982, que otorga a la empresa ESTAR C.A. la calificación      en categoría "A", otorgándole los beneficios      generales y específicos de conformidad con la Ley de Pesca      y Desarrollo Pesquero, lo que es objeto de discusión es      si se cumplieron los requisitos del Art. 27 transcrito para que      opere dicha exoneración. No obra del proceso que el Gerente      General de la Corporación Aduanera Ecuatoriana haya efectuado      la correspondiente calificación y declaración y      por lo tanto no cabe aceptar la exoneración ni menos disponer      la devolución de lo pagado. En mérito de las consideraciones      expuestas, y porque evidentemente se aplicó la ley de      1994 en lugar de la ley de 1998 que es la que correspondía      y por cuanto se ha infringido el Art. 27 de la ley de 1998, la      Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema, ADMINISTRANDO JUSTICIA      EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, casa la      sentencia de 20 de febrero del 2001 expedida por la Sala Única      del Tribunal Distrital de lo Fiscal Nº 2 y reconoce la legalidad      de las resoluciones expedidas por el Administrador de Aduanas      del 1 Distrito. Déjase a salvo el derecho de la actora      para solicitar la calificación prevista en la letra h)      del Art. 27 de la Ley Orgánica de Aduanas. Notifíquese,      publíquese, devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
Nº 49-2001
EN EL JUICIO DE PAGO INDEBIDO QUE SIGUE      MARCELO CHIRIBOGA CORDOVEZ, REPRESENTANTE LEGAL DE WLADIMIR LERQUE      CIA. LTDA., EN CONTRA DE LA DIRECTORA GENERAL DEL SERVICIO DE      RENTAS INTERNAS.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 29 de agosto del 2002; las 11h00.
VISTOS: Marcelo Chiriboga Cordovez, a nombre y en representación      de WLADIMIR LERQUE CIA. LTDA., el 23 de marzo de 2001 interpone      recurso de casación en contra de la sentencia de 8 de      febrero del 2001 y en contra del auto de 15 de marzo del propio      aÑo, expedidos por la Primera Sala del Tribunal Distrital      de lo Fiscal Nº 1, dentro del juicio de impugnación      7325 seguido en contra del Director General de Rentas. Concedido      el recurso no lo ha contestado la administración y pedidos      los autos para resolver se considera: PRIMERO.- Esta Sala es      competente para conocer el recurso en conformidad al Art. 1 de      la Ley de Casación. SEGUNDO.- La empresa fundamenta el      recurso en las causales 1a, 2 a y 4 a del Art. 3 de la Ley de      Casación. Sustenta que al expedirse la sentencia y auto      impugnados se han violado los artículos 260, 261 inciso      segundo 273, 274 inciso segundo, 275 inciso primero, 277 inciso      tercero, 285 inciso tercero, 288 inciso primero, 289 y 323 del      Código Tributario; 280 del Código de Procedimiento      Civil; 191 de la Ley Orgánica de la Función Judicial,      125 inciso segundo de la Ley de impuesto a la Renta, 86 inciso      segundo del Reglamento de la Ley de Impuesto a la Renta; y la      Ley de Impuesto al Capital en Giro. Alega que la administración      al contestar la demanda no acompaÑó copia de la      resolución impugnada y los documentos que le sirvieron      de antecedente en conformidad a lo que prevé el Art. 260      del Código Tributario; que según el inciso segundo      del Art. 261 del mismo código ha de estarse a las afirmaciones      del actor cuando la parte demandada no presenta los mencionados      documentos; que igualmente ante el pedido y orden respectivos,      la administración no remitió el expediente que      contiene el reclamo, debiéndose estar a lo afirmado por      la parte interesada en los términos del inciso tercero      del Art. 285 del Código Tributario; que la sentencia se      ha expedido sin que se haya cumplido con la diligencia de examen      de la contabilidad solicitada por la empresa; que los magistrados      y jueces, según lo previene el Art. 191 de la Ley Orgánica      de la Función Judicial, deben proseguir los trámites      sin esperar petición de parte; que las partes no fueron      notificadas para sentencia; que varias de las glosas son de puro      derecho; que de acuerdo al inciso segundo del Art. 274 del Código      Tributario, respecto de las glosas que no son de puro derecho,      correspondía a la administración la carga de la      prueba, anotándose que la demandada no ha producido prueba      alguna y, en consecuencia, no ha cumplido con la carga indicada;      que en la sentencia confirma la inclusión de glosas por      impuesto a la renta en la base imponible al impuesto al capital      en giro, contraviniéndose las disposiciones de la ley      que lo regula; y, que al confirmarse las glosas por impuesto      a la renta y por impuesto al capital en giro, se distorsiona      la base de cálculo y no se efectúa la compensación      de lo pagado indebidamente en la cantidad que corresponde, violándose      de este modo el Art. 323 del Código Tributario. TERCERO.-      En el proceso a fs. 8 a 11 de los autos obra la Resolución      36027 de 8 de diciembre de 1981, en la cual el Director General      de Rentas resuelve la reclamación propuesta por la actora      en contra de las actas de fiscalización de impuesto a      la renta por los ejercicios 1974, 1975, 1976 y 1977. En la demanda      la empresa impugna la resolución mencionada y solicita      dejar sin efecto las glosas constantes en las actas de fiscalización      aludidas. En este caso la administración al contestar      la demanda ratifica los fundamentos de la Resolución 36027,      solicita que se la confirme por parte del Tribunal Fiscal, y      deja en claro que la impugnación se refiere únicamente      a algunas glosas y que la acción de devolución      de lo pagado indebidamente se encuentra prescrita. Los actos      administrativos, entre ellos las resoluciones expedidas ante      reclamaciones propuestas, gozan de las presunciones de legitimidad      y ejecutoriedad (Art. 82 del Código Tributario). Sin embargo      de ello, es necesario tener en cuenta lo que disponen los artículos      273 y 274 del Código Tributario respecto de la carga de      la prueba. El primero establece que corresponde al actor probar      cuando existe negativa pura y simple de los fundamentos de la      demanda, lo que no ha ocurrido en el caso que se juzga, de acuerdo      a lo que consta en la contestación indicada. El segundo      dice que la administración debe probar los hechos de los      que concluya la existencia de la obligación tributaria      cuando los mismos han sido expresamente impugnados, lo cual se      ha dado en el caso que se juzga. La empresa ha solicitado la      remisión del expediente que contiene el proceso administrativo      dentro del cual deben obrar las actas de fiscalización      y aún más ha solicitado la realización de      la inspección de la contabilidad, diligencia que no ha      llegado a realizarse y respecto de la cual, la Administración      no se ha pronunciado. Es evidente que la demandada ha incurrido      en mora al no cumplir con la disposición de que remita      el expediente administrativo pese a habérsele ordenado      (fs. 18 vta). Además en el escrito de prueba se ha limitado      a reproducir lo favorable de autos (fs. 18). Se concluye de lo      expuesto, que la Administración no ha intentado probar      los hechos que le sirvieron de base para establecer las glosas      y que se ha producido la situación prevista en los artículos      261 inciso segundo y 287 inciso tercero del Código Tributario,      siendo del caso aceptar las afirmaciones de la parte actora constantes      en la demanda. En mérito de las consideraciones expuestas,      la Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema, ADMINISTRANDO JUSTICIA      EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, casa la      sentencia de 8 de febrero del 2001 expedida por la Primera Sala      del Tribunal de lo Fiscal Nº 1 y en aplicación del      inciso primero del Art. 14 de la Ley de Casación, sobre      el fondo de la litis, deja sin efecto la Resolución 36027      de 8 de diciembre de 1981, expedida por el Director General de      Rentas, en la parte en que ha sido impugnada por la empresa,      en conformidad a lo que consta en la demanda. Notifíquese,      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán (V.S.), Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
VOTO SALVADO DEL SEÑ,ñOR DOCTOR HERNAN QUEVEDO TERAN,      MINISTRO JUEZ DE LA SALA DE LO FISCAL
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 29 de agosto del 2002, las 11h00.
VISTOS: La Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal      Nº 1, sede en Quito, dicta sentencia el 8 de febrero del      2001, dentro de la acción de pago indebido propuesta por      el seÑor Marcelo Chiriboga Cordovez, en su calidad de      representante legal de Wladimir Lerque Cía. Ltda., en      contra del Director General de Rentas, rechazando la demanda;      y, luego niega la petición de ampliación de sentencia.      El seÑor Marcelo Chiriboga Cordovez interpone recurso      de casación, el mismo que es calificado por el Tribunal      a-quo, por lo que se eleva a conocimiento de esta Sala Especializada      de lo Fiscal de la Corte Suprema de Justicia, en donde se le      ha dado el trámite de ley, y habiéndose dictado      la providencia de autos en relación, es pertinente resolver,      para lo cual se considera: PRIMERO.- Esta Sala es competente      para conocer y resolver el presente recurso, en virtud de lo      que dispone el artículo 1 de la Ley de Casación.      SEGUNDO.- La casación controla la legalidad de la sentencia,      es un recurso especial y extraordinario. Es imperativo cumplir      con los parámetros que establece su ley rectora, para      que el recurso sea válido. TERCERO.- El recurrente, en      el escrito que contiene la casación, invoca como causales      (foja 39 del proceso) a la primera, segunda y cuarta del artículo      3 de la Ley de Casación. CUARTO.- El artículo 14      de la Ley de Casación, textualmente dice: "Si la      Corte Suprema de Justicia encuentra procedente el recurso, casará      la sentencia o auto de que se trate y expedirá el que      en su lugar correspondiere y con el mérito de los hechos      establecidos en la sentencia o auto. Cuando se trate de casación      por la causal segunda del artículo 3, la Corte Suprema      anulará el fallo y remitirá dentro de un término      de cinco días el proceso al Juez u órgano judicial      al cual tocaría conocerlo en caso de recusación      de quien pronunció la providencia casada, a fin de que      desde el punto en que se produjo la nulidad, sustanciándolo      con arreglo a derecho". Es decir que las causales primera,      tercera, cuarta y quinta permiten actuar de una forma al Tribunal      de Casación y la causal segunda de otra. Es evidente,      que se trata de alternativas diferentes, que se excluyen entre      si, no se pueden aplicar al mismo tiempo, es imposible jurídicamente.      Por las consideraciones expuestas, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN      NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se rechaza      el recurso de casación planteado. Notifíquese.      Publíquese. Devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
Nº 55-2001
EN EL JUICIO DE EXCEPCIONES QUE SIGUE      LUIS VILLACIS GUILLEN, REPRESENTANTE LEGAL DEL BANCO POPULAR      DEL ECUADOR, EN CONTRA DEL DIRECTOR FINANCIERO Y TESORERO DEL      I. MUNICIPIO DE QUITO.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 17 de julio del 2002; las 09h30.
VISTOS: El doctor Luis Villacís Guillén, en      su calidad de Gerente General, de la Agencia de Garantía      de Depósitos AGD y como tal representante legal del Banco      Popular del Ecuador SA., el 11 de abril del 2001 interpone recurso      de casación en contra de la sentencia de 14 de marzo del      2001 y en contra del auto de 3 de abril del propio aÑo      expedidos por la Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal      Nº 1, dentro del juicio de excepciones a la coactiva 18416      propuesto en contra del Director Financiero y del Tesorero del      Municipio de Quito. Concedido el recurso, no lo ha contestado      la Administración y pedidos los autos para resolver se      considera: PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer el      recurso en conformidad al Art. 1 de la Ley de Casación.      SEGUNDO.- El banco fundamenta el recurso en las causales 1a,      3 a y 4 a del Art. 3 de la Ley de Casación y sustenta      que al expedirse la sentencia se han infringido los artículos      285 incisos 1 y 3, 298 y 289, inciso 2 del. Código Tributario;      y, 10 del Código Civil. Alega que el juicio de excepciones      a la coactiva no es un proceso de ejecución, sino de conocimiento;      que en el Director Financiero del Municipio y el Jefe MAC URBANO      del Municipio de Quito no remitieron copias certificadas de los      avalúos, habiéndose producido la situación      prevista en el inciso 3 del Art. 285 del Código Tributario;      que en el fallo no se ha valorado debidamente el oficio del Jefe      MAC URBANO mencionado de acuerdo a las reglas de la sana crítica      y que consecuentemente se ha infringido en la sentencia el Art.      285 del Código Tributario; que en el fallo no se examinaron      los vicios de nulidad de que adolece el procedimiento de ejecución      en cumplimiento del inciso 1 del Art. 287 del Código Tributario      que debía aplicarse en este juicio de excepciones a la      coactiva en conformidad a lo que prevé el Art. 298 del      propio código; que no se ha ampliado ni aclarado la sentencia      en los términos solicitados por el banco, infringiéndose      de este modo el inciso 2 del Art. 289 del Código Tributario.      TERCERO.- Conforme a la jurisprudencia sentada por la Sala, el      juicio de excepciones a la coactiva, cuando concierne a la obligación      tributaria, se considera que es un proceso de conocimiento y      por la tanto cabe casación en contra de las sentencias      que se expidan. En este caso el recurso se contrae a la excepción      que obra de fs. 6 de los autos mediante la cual el banco sostiene      que por el impuesto predial urbano que se pretende no es deudor      directo ni responsable de la obligación tributaria. Se      trata, por lo tanto, de una excepción que se refiere a      la obligación tributaria y el recurso de casación      es procedente en los términos del Art. 2 de la Ley de      Casación. CUARTO.- No se ha producido la situación      prevista en el inciso 3 del Art. 285 del Código Tributario,      pues, la administración ha dado contestación a      los pedidos de las partes, según aparece de los documentos      que obran de fs. 44 a 48 de los autos. Respecto de la prueba      se debe diferenciar entre la valoración y la apreciación.      En el caso la Sala juzgadora, en base a la documentación      que obra de los autos, ha llegado a la convicción de que      el banco es deudor del impuesto predial urbano pretendido por      la administración. Este extremo no puede ser revisado      en casación, pues, el mismo concierne a la apreciación      de la prueba, asunto extraÑo al mencionado recuso. Finalmente      no procede que se declare de oficio la nulidad del procedimiento      coactivo según lo solicita el banco, pues, no aparecen      del proceso las omisiones seÑaladas por el actor el cual,      además no impugnó el título de crédito      emitido por el impuesto predial urbano. En mérito de las      consideraciones expuestas, la Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema,      ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD      DE LA LEY, desecha el recurso interpuesto. Sin costas. Notifíquese,      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
ACLARACION
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 28 de agosto del 2002; las 09h55.
VISTOS: Luis Villacís Guillén, a nombre y en      representación del BANCO POPULAR DEL ECUADOR SA., solícita      aclaración del fallo dictado por la Sala de Casación      con fecha 17 de julio del presente aÑo en el juicio de      excepciones Nº 18416. Corrido traslado la administración      con tal petición, no ha dado contestación. Para      resolver, la Sala considera: PRIMERO.- La doctrina clasifica      a los recursos en ordinarios y extraordinarios; son ordinarios      los que se dan cierto carácter de normalidad dentro del      ordenamiento procesal; suele decirse que el recurso ordinario      no exige motivos para su interposición ni limita los poderes      judiciales de quien los dirime en relación a los poderes      que tuvo el órgano que dictó la resolución      recurrida; son extraordinarios los que, para su interposición,      se exige, motivos determinados y concretos y en los que el órgano      jurisdiccional no puede pronunciarse sobre la totalidad de la      cuestión litigiosa, sino solamente sobre aquellos sectores      acotados de la misma que la índole del recurso establezca      particularmente. Tal criterio se aviene con el sistema legal      ecuatoriano, que considera al recurso de casación como      extraordinario; pues, puede interponerse únicamente por      determinadas causales taxativamente seÑaladas en el Art.      3 de la Ley de Casación, cuando los recursos ordinarios      ya se hallan agotados, y que deberá ser conocido y resuelto      por un Tribunal cuya competencia está limitada por el      escrito de interposición y fundamentación del recurso.      En la especie, el banco fundamenta el recurso en las causales      1 a 3 a y 4 a del Art. 3 de la Ley de Casación y sustenta      que al expedirse la sentencia se han infringido los artículos      285 incisos 1º y 3º; 298 y 289, inciso 20 del Código      Tributario, y el 10 del Código Civil. El fallo de casación      en su considerando cuarto, de manera clara y suficientemente      razonada establece que no se ha producido la situación      prevista en el inciso 3º del Art. 285 del Código Tributario.      Respecto a la prueba, establece que lo concerniente a su apreciación      es un asunto extraÑo a la casación, pues, corresponde      exclusivamente a la Sala juzgadora, la misma que, en base a la      documentación que obra de autos, ha llegado a la convicción      de que el banco es deudor del impuesto predial urbano pretendido      por la administración. Habiendo resuelto el fallo de casación      todos y cada uno de los aspectos seÑalados por el recurrente      en el escrito de interposición, no puede la Sala, resolver      aspectos que con posterioridad a la casación, se plantean      en el escrito de aclaración presentado. Por lo expuesto      la Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema de Justicia, rechaza      la petición de aclaración formulada por el representante      del Banco Popular del Ecuador SA. Notifíquese y devuélvase      el proceso al Tribunal de origen.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.

No. 94-2001
EN EL JUICIO DF IMPUGNACIÓN QUE      SIGUE EL SEÑ,ñOR GINO LUZI BOHLER A NOMBRE DE LA COMPAÑ,ñÍA      CONNOR JACOBSON HOTELES CONTRA EL DIRECTOR GENERAL DE RENTAS
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 29 de agosto del 2002; las 08h05.
VISTOS: Gino Luzi Bohler a nombre de la CompaÑía      "Connor Jacobson Hoteles S.A." el 23 de agosto del      2001 interpone recurso de casación en contra de la sentencia      de 1 de agosto del 2001 expedida por la Sala Única del      Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 2 con sede en la ciudad de      Guayaquil, dentro del juicio de impugnación 1320-804-96      propuesto en contra del Director General de Rentas. Concedido,      el recurso, la administración ha evacuado la correspondiente      contestación el 2 de octubre del propio aÑo y pedidos      los autos para resolver se considera: PRIMERO.-Esta Sala es competente      para conocer el recurso en conformidad al Art. 1 de la Ley de      Casación. SEGUNDO.-La empresa fundamenta el recurso en      las causales 1º, 2º y 3º del Art. 3 de la Ley de      Casación. Alega que al expedirse la sentencia impugnada      se han incumplido las siguientes normas: el Art. 19 constante      en la Ley 51, publicada en el Registro Oficial 349 de 31 de diciembre      de 1996 que estableció la determinación con base      al convenio tributario; los artículos 3, 5, 9, 69, 81,      101, 126 y 139 del Código Tributario; los artículos      26 y 115 numerales 2 al 17 de la Ley de Régimen Tributario      Interno; el reglamento a la Ley 93; el numeral 8 del Art. 280      del Reglamento a la Ley de Régimen Tributario Interno;      la Resolución 5749, publicada en el Registro Oficial 724      de 26 de junio de 1995; la Resolución 017a-SRFL-DJ-AT      de 28 de noviembre de 1995 emitida por la Subsecretaria de Finanzas      y Crédito Público; y, el Art. 256 de la Constitución      Política. Sustenta que el convenio tributario en cuestión      se llevó a cabo en base al Art. 19 de la Ley 51 que queda      mencionado y a la resolución cuyo número queda      indicado expedida por la Subsecretaria Regional de Finanzas y      Crédito Público del Litoral; que el Director General      de Rentas no podía mediante resolución dejar sin      efecto el convenio tributario si tenía como antecedente      una resolución ejecutoriada proveniente de la propia autoridad;      que la Subsecretaria Regional de Finanzas y Crédito Público      del Litoral actuó debidamente facultada por el Subsecretario      de Rentas al tenor de la Resolución 5749 indicada; que      si se estimaba que el convenio tributario adolecía de      errores lo que procedía era solicitar su revisión      ante el Ministro de Finanzas; que según el Art. 19 de      la Ley 51 podía en los supuestos allí consignados      solicitar la modificación o terminación del convenio      tributario; que la declaratoria de nulidad del convenio tributario      es injusta y .vulnera varias disposiciones legales, entre ellas,      los artículos 9, 69, 81, 101 y 120 del Código Tributario.      Concluye manifestando que ha cumplido estrictamente con el convenio      tributario respecto del cual debe reconocerse su vigencia. La      administración en el mencionado escrito de contestación      de 2 de octubre del 2001 afirma que la Resolución impugnada      No. 2458 de 20 de mayo de 1996 expedida por el Director de Rentas      goza de las presunciones de legitimidad y ejecutoriedad, ha sido      debidamente motivada y es válida; que ninguna de las causales      del Art. 3 de la Ley de Casación son aplicables al presente      caso; que la Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público      del Litoral no estaba facultada para suscribir el convenio tributario      razón por la cual fue declarado nulo. Concluye solicitando      se rechace el recuso interpuesto. TERCERO. - La acción      de impugnación se propone en contra de la Resolución      2458 de 20 de mayo de 1996 expedida por el Director General de      Rentas, fs. 6 de los autos, mediante la cual se declara la invalidez      del convenio tributario celebrado entre la empresa actora y la      Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público del      Litoral, que obra a fs. 4 y 5 de los autos. En la resolución      se consigna que la Subsecretaria no estaba facultada para firmar      el convenio el cual debía ser suscrito por el Director      General de Rentas o por la autoridad delegada al propósito.      La invalidez del convenio se basa en el numeral 1 del Art. 132      del Código Tributario. CUARTO.- Esta Sala en numerosos      casos ha seÑalado que el convenio tributario es un acto      administrativo de determinación de obligación tributaria,      respecto del cual, en consecuencia, cabe analizar el tema de      la validez. En conformidad al inciso segundo del Art. 19 de la      Ley 51. publicada en el Registro Oficial 349 de 31 de diciembre      de 1993, el Director General de Rentas puede suscribir convenios      tributarios. Obviamente, se ha de entender, que también      los podrán suscribir las autoridades delegadas al intento.      Esa posibilidad se desprende del Art. 115 numeral 8 de la Ley      de Régimen Tributario, publicada en el Registro Oficial      341 de 22 de diciembre de 1989, así como del Art. 35 de      la Ley de Modernización del Estado, publicada en el Registro      Oficial mencionado de 31 de diciembre de 1993. De lo expuesto      se concluye que la discrepancia se contrae a establecer si la      Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público del      Litoral teína o no delegación para firmar el convenio      tributario de la referencia. QUINTO.- En el ítem 1 del      convenio tributario consta que la Subsecretaria Regional de Finanzas      y Crédito del Litoral concurre a la celebración      del mismo en representación del Director General de Rentas      de conformidad con la Resolución No. 5749 de 15 de junio      de 1995, publicada en el Registro Oficial. Efectivamente, en      el Registro Oficial 724 de 26 de junio de 1995, fs. 6 y 7. se      encuentra publicada la Resolución 5749, expedida por el      Subsecretario de Rentas en uso de las atribuciones de Director      General de Rentas encargado, mediante la cual delegada a la Subsecretaria      Regional de Finanzas y Crédito Público del Litoral      el ejercicio de las atribuciones 2, 4, 5, 6, 7,9, 10, 11, 12,      13, 14, 15, 16 y 17 del Art. 115 de la Ley de Régimen      Tributario. Ninguna de esas atribuciones se refiere m puede referirse      a los convenios tributarios. Con lo dicho se evidencia que la      Subsecretaria de Finanzas y Crédito del Litoral, no se      encontraba autorizada en virtud de delegación conferida      por el Director General de Remitas, para suscribir el convenio      tributario objeto de análisis, situación que incuestionablemente      acarrea nulidad al tenor del Art. 132 numeral 1 del Código      Tributario, nulidad que puede declararse de oficio o a petición      de parte según lo prevén los artículos 132      y 287 del Código Tributario. En mérito de las consideraciones      expuestas y por cuanto no aparece que en el tallo recurrido se      han violado las normas mencionadas por la actora, la Sala de      lo Fiscal de la Corte Suprema, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE      DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, desecha el recurso      interpuesto. Sin costas. Notifíquese, publíquese      y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala      de lo Fiscal.

No. 100-2001
EN EL JUICIO DE IMPUGNACION QUE SIGUE      GINO LUZI BOHLER A NOMBRE DE LA COMPAÑ,ñIA COLAS DE ORO      SA., CONTRA EL DIRECTOR GENERAL DE RENTAS.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito. 29 de agosto del 2002; las 08h38.
VISTOS: Gino Luzi Bohler a nombre de la CompaÑía      "Colas de Oro SA." el 23 de agosto del 2001 interpone      recurso de casación en contra de la sentencia de 1 de      agosto del 2001 expedida por la Sala Única del Tribunal      Distrital de lo Fiscal No. 2 con sede en la ciudad de Guayaquil,      dentro del juicio de impugnación 1314-798-96 propuesto      en contra del Director General de Rentas. Concedido el recurso,      la administración ha evacuado la correspondiente contestación      el 5 de octubre del propio aÑo y pedidos los autos para      resolver se considera: PRIMERO.- Esta Sala es competente para      conocer el recurso en conformidad al Art. 1 de la Ley de Casación.      SEGUNDO.- La empresa fundamenta el recurso en las causales 1a,      2a y 3a del Art. 3 de la Ley de Casación. Alega que al      expedirse la sentencia impugnada se han incumplido las siguientes      normas: el Art. 19 constante en la Ley 51, publicada en el Registro      Oficial 349 de 31 de diciembre de 1996 que estableció      la determinación con base al convenio tributario; los      artículos 3, 5, 9, 69, 81, 101, 126 y 139 del Código      Tributario; los artículos 26 y 115 numerales 2 al 17 de      la Ley de Régimen Tributario Interno, el Reglamento a      la Ley 93; el numeral 8 del Art. 280 del Reglamento a la Ley      de Régimen Tributario Interno, la Resolución 5749,      publicada en el Registro Oficial 724 de 26 de junio de 1995;      la Resolución 016A-SRFL-DJ-AT de 28 de noviembre de 1995      emitida por la Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público;      y, el Art. 256 de la Constitución Política. Sustenta      que el convenio tributario en cuestión se llevó      a cabo en base al Art. 19 de la Ley 51 que queda mencionado y      a la resolución cuyo número queda indicado expedida      por la Subsecretaría Regional de Finanzas y Crédito      Público del Litoral; que el Director General de Rentas      no podía mediante resolución dejar sin efecto el      convenio tributario si tenía como antecedente una resolución      ejecutoriada proveniente de la propia autoridad; que la Subsecretaria      Regional de Finanzas y Crédito Público del Litoral      actuó debidamente facultada por el Subsecretario de Rentas      al tenor de la Resolución 5749 indicada; que si se estimaba      que el convenio tributario adolecía de errores lo que      procedía era solicitar su revisión ante el Ministro      de Finanzas; que según el Art. 19 de la Ley 51 podía      en los supuestos allí consignados solicitar la modificación      o terminación del convenio tributario; que la declaratoria      de nulidad del convenio tributario es injusta y vulnera varias      disposiciones legales, entre ellas, los artículos 9, 69,      81, 101 y 120 del Código Tributario. Concluye manifestando      que ha cumplido estrictamente con el convenio tributario respecto      del cual debe reconocerse su vigencia. La Administración      en el mencionado escrito de contestación de 5 de octubre      del 2001 afirma que la Resolución impugnada No. 2462 de      20 de mayo de 1996 expedida por el Director de Rentas goza de      las presunciones de legitimidad y ejecutoriedad, ha sido debidamente      motivada y es válida; que ninguna de las causales del      Art. 3 de la Ley de Casación son aplicables el presente      caso, que la Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público      del Litoral no estaba facultada para suscribir el convenio tributario      razón por la cual fue declarado nulo. Concluye solicitando      se rechace el recurso interpuesto. TERCERO.- La acción      de impugnación se propone en contra de la Resolución      2462 de 20 de mayo de 1996 expedida por el Director General de      Rentas, fs. 3 de los autos, mediante la cual se declara la invalidez      del convenio tributario celebrado entre la empresa actora y la      Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público del      Litoral, que obra a fs. 8 y 9 de los autos. En la resolución      se consigna que la Subsecretaria no estaba facultada para firmar      el convenio el cual debía ser suscrito por el Director      General de Rentas o por la autoridad delegada al propósito.      La invalidez del convenio se basa en el numeral 1 del Art. 132      del Código Tributario. CUARTO.- Esta Sala en numerosos      casos ha seÑala do que el convenio tributario es un acto      administrativo de determinación de obligación tributaria,      respecto del cual, en consecuencia, cabe analizar el tema de      la validez. En conformidad al inciso segundo del Art. 19 de la      Ley 51, publicada en el Registro Oficial 349 de 31 de diciembre      de 1993, el Director General de Rentas no puede suscribir convenios      tributarios. Obviamente, se ha de entender, que también      los podrán suscribir las autoridades delegadas al intento.      Esa posibilidad se desprende del Art. 115 numeral 8 de la Ley      de Régimen Tributario, publicada en el Registro Oficial      341 de 22 de diciembre de 1989 así como del Art. 35 de      la Ley de Modernización del Estado, publicada en el Registro      Oficial mencionado de 31 de diciembre de 1993. De lo expuesto      se concluye que la discrepancia se contrae a establecer si la      Subsecretaria de Finanzas y Crédito Público del      Litoral tenía o no delegación para firmar el convenio      tributario de la referencia. QUINTO.- En el ítem 1 del      convenio tributario consta que la Subsecretaria Regional de Finanzas      y Crédito del Litoral concurre a la celebración      del mismo en representación del Director General de Rentas,      de conformidad con la Resolución No. 5749 de 15 de junio      de 1995, publicada en el Registro Oficial. Efectivamente, en      el Registro Oficial 724 de 26 de junio de 1995, fs. 6 y 7, se      encuentra publicada la Resolución 5749, expedida por el      Subsecretario de Rentas en uso de las atribuciones del Director      General de Rentas encargado, mediante la cual delega a la Subsecretaria      Regional de Finanzas y Crédito Público del Litoral      el ejercicio de las atribuciones 2, 4, 5, 6, 7,9,10, 11, 12,      13, 14, 15, 16 y 17 del Art. 115 de la Ley de Régimen      Tributario. Ninguna de esas atribuciones se refiere ni puede      referirse a los convenios tributarios. Con lo dicho se evidencia      que la Subsecretaria de Finanzas y Crédito del Litoral,      no se encontraba autorizada en virtud de delegación conferida      por el Director General de Rentas, para suscribir el convenio      tributario objeto de análisis, situación que incuestionablemente      acarrea nulidad al tenor del Art. 132 numeral 1 del Código      Tributario, nulidad que puede declararse de oficio o a petición      de parte según lo prevén los artículos 132      y 278 del Código Tributario. En mérito de las consideraciones      expuestas y por cuanto no aparece que en el fallo recurrido se      han violado las normas mencionadas por la actora, la Sala de      lo Fiscal de la Corte Suprema, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE      DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, desecha el recuso      interpuesto. Sin costas. Notifíquese, publíquese      y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala      de lo Fiscal.

No. 132-2001
EN EL JUICIO DE IMPUGNACIÓN QUE      SIGUE EL SEÑ,ñOR MIGUEL SEELIG A NOMBRE Y EN REPRESENTACIÓN      DE PINTURAS CONDOR SA., CONTRA EL DIRECTOR GENERAL DEL SERVICIO      DE
RENTAS INTERNAS.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 28 de agosto del 2002; las 08h30.
VISTOS: Miguel Seelig a nombre y en representación      de Pinturas Cóndor SA., el 1 de octubre del 2001 interpone      recurso de casación en contra de la sentencia del 24 de      septiembre del propio aÑo expedida por la Primera Sala      del Tribunal Distrital de lo Fiscal No. 1 dentro del juicio de      impugnación 18223 propuesto en contra del Director General      del Servicio de Rentas Internas. Concedido el recurso lo ha contestado      la administración el 1 de febrero del 2002 y pedidos los      autos para resolver se considera: PRIMERO.-- Esta Sala es competente      para conocer el recurso en conformidad al Art. 1 de la Ley de      Casación. SEGUNDO.-La empresa fundamenta el recurso en      las causales 1a y 2a del Art. 3 de la Ley de Casación.      Alega que al expedirse el fallo impugnado, en la parte resolutiva,      por falta de prueba se ha rechazado la devolución de los      valores que tiene a su favor; que la propia fiscalización,      al emitir las actas por impuesto a la renta del ejercicio 1993      y 1994 reconoce los valores que ha satisfecho la actora y los      valores glosados existiendo diferencias a su favor; que la jurisprudencia      sentada por la Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema reconoce      que el silencio administrativo se tendrá como aceptación      tácita de las peticiones, recursos o reclamaciones de      los contribuyentes; que aceptado el pago indebido, en conformidad      con el Art. 21 del Código Tributario, se debe aceptar      también el consecuente reconocimiento de intereses. La      administración en la mencionada contestación de      1 de febrero del 2002 sustenta que correspondía a la parte      actora, en conformidad con el Art. 117 del Código de Procedimiento      Civil, probar la existencia de pago indebido y que no lo ha hecho;      que existe jurisprudencia obligatoria de la Sala de lo Fiscal      respecto de la obligación de probar el pago indebido en      los casos de aceptación tácita; que no existe nulidad      insanable; y, que no habiéndose probado el pago indebido,      mal cabe el reconocimiento de intereses. TERCERO.- Con autos      ejecutoriados de 10 de octubre del 2001 y de 22 de enero del      2002 la Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal y esta      Sala de lo Fiscal, en su orden, aceptaron el recurso de casación      interpuesto y dispusieron el trámite. En consecuencia,      quedó en firme la procedencia del indicado recuso. Si      bien es verdad que las causales 1a y 2a del Art. 3 de la Ley      de Casación no deben proponerse en forma simultánea      por ser incompatibles entre si, no es menos cierto que el escrito      que contiene el recurso persigne fundamentalmente que se reconozca      que la empresa tiene derecho a la devolución de lo indebidamente      pagado más los intereses respectivos, siendo del caso      aplicar la norma del Art. 288 del Código Tributario en      la parte que dispone que se suplirán las omisiones en      que incurran las partes sobre puntos de derecho. De lo dicho      se concluye que corresponde afrontar el fondo del asunto. CUARTO.-      Respecto de la devolución de impuesto solicitada se debe      seÑalar que la Sala juzgadora, a quien corresponde la      apreciación de los hechos, conceptúa que no existe      prueba sobre el particular,' tema que no puede ser revisado en      casación. A este recurso, en los términos del Art.      3 numeral 3 de la Ley de Casación, incumbe exclusivamente      las cuestiones atientes a la valoración de la prueba que      no aparecen en el presente caso. En mérito de las consideraciones      expuestas, la Sala de lo Fiscal de la Corte Suprema, ADMINISTRANDO      JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,      rechaza el recuso interpuesto. Sin costas. Notifíquese,      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán (VS.) Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) I)r. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
VOTO SALVADO DEL SEÑ,ñOR DOCTOR HERNAN QUEVEDO TERAN      MINISTRO JUEZ DE LA SALA DE LO FISCAL
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
SALA ESPECIALIZADA DE LO FISCAL
Quito, 28 de agosto del 2002; las 08h30.
VISTOS: La Primera Sala del Tribunal Distrital de lo Fiscal      No. 1, con fecha 24 de septiembre del 2001, dieta sentencia dentro      de la acción de impugnación incoada por el seÑor      Miguel Seelig, en su calidad de representante legal de Pinturas      Cóndor SA., en contra del Servicio de Rentas. Internas,      acepando parcialmente la demanda. Este pronunciamiento no satisface      a la parte actora, por lo que se acoge al recurso de casación,      que lo presenta ante el Tribunal Distrital y es calificado, por      lo que sube a conocimiento de esta Sala Especializada de lo Fiscal      de la Corte Suprema de Justicia, en donde se le ha dado el trámite      de ley habiéndose dictado la providencia de autos en relación,      el estado es el de resolverse, a cuyo efecto de considera: PRIMERO.-      Esta Sala es competente para conocer y resolver el presente recuso,      en conformidad con lo que dispone el artículo 1 de la      Ley de Casación. SEGUNDO.- El recurrente fundamenta su      recurso en las causales primera y segunda del artículo      3 de la Ley de Casación, pero no determina cuáles      son las normas que estima infringidas. TERCERO.- El recurso de      casación permite estudiar la legalidad de la sentencia      emitida por el inferior, es un recurso extraordinario y eminentemente      formal. CUARTO.- El Tribunal de Casación se rige por el      principio de analizar sólo que la persona agraviada por      la sentencia o auto pide se revise, de acuerdo a la fundamentación      en su escrito de casación. QUINTO.- En este caso, el recurrente      invoca como causales a la primera y segunda, lo que provoca amia      evidente contradicción, ya que con la primera solicita      que se case la sentencia y se dicte una nueva, siempre ajustada      a derecho, mientras que de acuerdo a lo que dispone el segundo      párrafo del artículo 14 de la Ley de Casación      que dice: "Cuando se trate de casación por la causal      segunda del artículo 3, la Corte Suprema anulará      el fallo y remitirá dentro de un término de cinco      días el proceso al Juez u órgano judicial al cual      tocaría conocerlo en caso de recusación de quién      pronunció la providencia casada, a fin de que conozca      la causa desde el punto en que se produjo la nulidad, sustanciándolo      con arreglo a derecho". Es decir que se tratan de alternativas      distintas, que no se pueden realizar al mismo tiempo, se trata      de escoger entre una de las posibilidades, esto es que es disyuntiva,      no copulativa. Por las consideraciones expuestas, ADMINISTRANDO      JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,      se rechaza el recurso de casación planteado. Notifíquese,      publíquese y devuélvase.
Fdo.) Dres. José Vicente Troya Jaramillo, Alfredo Contreras      Villavicencio y Hernán Quevedo Terán, Ministros      Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Fausto Murillo Fierro, Secretario, Sala de lo Fiscal.
No. 237-2001
ACTORA: Delia Narcisa Murillo Sánchez.
DEMANDADA:      Cía. Crowley American Transport Inc.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
TERCERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL
Quito, a 21 de agosto del 2002; a las      10h40.
VISTOS: Marcio Venicio Galavoti Rocchi, por sus propios derechos      y por los que representa en su calidad de Gerente General de      la CompaÑía Crowley American Transport Inc. Ecuador      S.A., interpone recurso de casación de la sentencia expedida      por la Quinta Sala de la H. Corte Superior de Justicia de Guayaquil,      que confirma la sentencia de primer nivel, que declara con lugar      la demanda, dentro del juicio que por reclamaciones de índole      laboral sigue en su contra Delia Narcisa Murillo Sánchez.      Cumplido el trámite respectivo, la causa se encuentra      en estado de dictar resolución y para hacerlo se considera:      PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer el recurso en      mención, en razón de lo prescrito en el Art. 200      de la Constitución Política de la República,      publicada en el Registro Oficial No. 1 de 11 de agosto de 1998      y Arts. 1 y 2 de la Ley de Casación, así como por      el sorteo legal practicado, cuya razón obra de autos.      SEGUNDO.- Fundamenta su recurso en la causal 3ra. del Art. 3      de la Ley de Casación. Asevera que se han violado las      siguientes normas de derecho: Arts. 593 del Código del      Trabajo; Arts. 121, 169 y 170 del Código de Procedimiento      Civil. En síntesis, manifiesta que en la sentencia dictada      por el Tribunal de alzada, existe falta de aplicación      de las normas de derecho citadas, así como una errónea      interpretación de los preceptos jurídicos aplicables      a la valoración de la prueba y de las reglas de la sana      crítica, al no considerar las pruebas instrumentales que      obran del proceso, como lo es, el escrito de 23 de diciembre      de 1999, las 14h15, presentado por su representada ante la Jefa      de Inspectores del Trabajo del Guayas, a través del cual,      a partir de ese día y hora, se daba por terminada la relación      laboral con los trabajadores referidos en dicho escrito, entre      ellos la actora, mediante el cual se notificaba el despido intempestivo.      Igualmente no se toma en consideración la certificación      de la Jefa de Inspectores del Trabajo, respecto de la fecha y      hora de entrega y recepción del escrito de despido, quien      autorizó al Inspector del Trabajo del Guayas, para que      se constituyera en las instalaciones de la empresa y verificara      el pago de las liquidaciones a los trabajadores despedidos, los      mismos que recibieron sus valores y firmaron las respectivas      actas de finiquito ese mismo 23 de diciembre de 1999, a partir      de las 16h00. Por lo tanto, en la fecha y hora del despido ya      no existía reclamación alguna con respecto al Décimo      Contrato Colectivo del Trabajo, puesto que el Tribunal de Conciliación      y Arbitraje, de última instancia, dictó su fallo      con antelación a la notificación de despido intempestivo,      esto es el 23 de diciembre de 1999, a las 10h09. TERCERO.- Realizada      la confrontación que corresponde de la sentencia recurrida      con el escrito de interposición del recurso que obra de      fs. 5 a 6 del cuaderno de segunda instancia, y luego del estudio      y análisis del proceso, la Sala procede a realizar las      siguientes observaciones: A) Los litigantes terminaron su relación      contractual por despido intempestivo, el mismo que se realizó      en contra de varios de sus trabajadores; hecho que ambas partes      admiten. B) De acuerdo a la fundamentación del recurso      de casación, a esta Sala le corresponde dilucidar si el      valor que se mandó a pagar, por el rubro que seÑala      el fallo recurrido, que confirma el dictado por el Juez inferior,      no extraÑa violación de la sentencia. C) A fs.      22 y siguientes del cuaderno de primer nivel, corre la certificación      del proyecto del Décimo Contrato Colectivo de Trabajo      y la providencia del Inspector Provincial del Trabajo del Guayas,      dando el respectivo trámite, esto es, notificando al empleador      de la misma; petición que fue presentada el 26 de agosto      de 1999 y aprobada mediante sentencia expedida por el Tribunal      de Conciliación y Arbitraje, el 23 de diciembre de 1999,      a las 10h09; instrumentos que constituyen prueba legal al tenor      del Art. 593 del Código del Trabajo. D) El Tribunal de      alzada ha aplicado correctamente la ley al conceder el pago de      lo solicitado en el acápite III de la demanda, pues a      más de lo considerado acerca de la fecha de iniciación      del trámite respectivo del proyecto del Décimo      Contrato Colectivo de Trabajo, la actora ostentó la calidad      de Secretaria General del Comité de Empresa de los Trabajadores      de Crowley American Transport Inc. Ecuador S.A., por lo cual,      el empleador no podía despedir a sus trabajadores bajo      la sanción de la indemnización especial que contempla      el Art. 239 del Código del Trabajo. Nuestro Código      Laboral en armonía con la filosofía de la justicia      social, consagra una protección especial para el caso      de despido intempestivo; por tanto, deviene incuestionable el      derecho de la actora a que se satisfaga lo solicitado en el libelo      inicial. CUARTO.- En cuanto a la supuesta violación de      normas procesales y de los preceptos jurídicos aplicables      a la valoración de la prueba, se observa que éstas      han sido apreciadas en su conjunto, de acuerdo a las reglas de      la sana crítica y que han sido actuadas conforme a ley.      Por consiguiente, no tienen validez los argumentos de la accionada      para casar la sentencia dictada por la Quinta Sala de la H. Corte      Superior de Justicia de Guayaquil. Sobre la base de estas consideraciones,      esta Tercera Sala de lo Laboral y Social de la Corte Suprema      de Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA      Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, desestima el recurso de casación      interpuesto por la demandada. Notifíquese, publíquese      y devuélvase.
Fdo.) Dres. Nicolás Castro PatiÑo, Jorge Ramírez      Alvarez y Angel Lescano Fiallo, Ministros Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
Certifico que las dos copias que anteceden son fiel copia      del original.
Quito, a 12 de septiembre del 2002.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
No. 329-2001
ACTOR: Hilario William Jaramillo Olarte.
DEMANDADA:      I. Municipalidad de Guayaquil.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
TERCERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL
Quito, a 21 de agosto del 2002; a las      11h50.
VISTOS: En el juicio verbal sumario de trabajo seguido por      Hilario William Jaramillo Olarte en contra de la I. Municipalidad      de Guayaquil, en las interpuestas personas de sus representantes      legales, Ing. León Febres Cordero Ribadeneira y Dr. Gerardo      Wong Monroy, Alcalde y Procurador Síndico, respectivamente,      las partes inconformes con la sentencia expedida por la Tercera      Sala de la Corte Superior de Justicia de Guayaquil, que confirma      en todas sus partes la dictada en primer nivel, que declaró      parcialmente con lugar la demanda, dentro de término interponen      recurso de casación. Admitido a trámite los recursos,      elevados los autos a esta Tercera Sala de lo Laboral y Social      de la Corte Suprema de Justicia, en virtud del sorteo de ley      y encontrándose la causa en estado de resolver, para hacerlo,      se considera: PRIMERO. - Esta Sala es competente para conocer      y decidir los recursos en mención en virtud de lo previsto      por el Art. 200 de la Constitución Política de      la República, publicada en el Registro Oficial No. 1 de      11 de agosto de 1998 y Art. 1 de la Ley de Casación. SEGUNDO.-      La demandada en su escrito de interposición del recurso      de casación constante de fs. 36 a 41 del cuaderno de segunda      y última instancia afirma que las normas de derecho infringidas      por el Tribunal ad quem al dictar la sentencia, materia de casación      son: Arts. 8, 17, 18 y 20 del Código del Trabajo; Arts.      58 y 382 de la Ley Orgánica de Administración Financiera      y Control; Art. 76 de la Ley de Régimen Municipal; Arts.      21 y 22 de la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos,      y estos mismos artículos del reglamento general de la      mencionada ley. Fundamenta su recurso en las causales 1a y 3a,      pero no determina a qué artículo de la Ley de Casación      se refiere, deduciéndose de su contexto que se trata del      Art. 3 de la ley de la materia. En síntesis, fundamenta      su recurso en la apreciación de que de aceptarse la existencia      de la relación laboral entre el actor y demandado, la      sentencia recurrida inobservó normas expresas: unas, relativas      a la forma del contrato de trabajo, otras, a los requisitos administrativos      que deben cumplirse para contraer obligaciones con cargo a los      presupuestos municipales y por ende, a las consecuencias jurídicas      que se derivarían del incumplimiento de tales requisitos.      De otra parte, el actor, en su escrito de interposición      del recurso de casación que consta de fs. 32 a 35 vta,      del cuaderno de la referencia, afirma que las normas de derecho      infringidas por el Tribunal de alzada al dictar la sentencia      que censura, son artículos: 31, literal a), c) y d) de      la Constitución Política del Estado; 4, 5, 7 y      569 del Código del Trabajo; 211 del Código de Procedimiento      Civil. Fundamenta su recurso de casación en las causales      uno, dos y tres del Art. 3 de la Ley de Casación, recalcando      que el recurso de casación se interpone respecto a la      valoración de la prueba, ya que no se ha tomado en cuenta      que el derecho del trabajo es un derecho social, protector y      tutelar, en beneficio del trabajador. TERCERO.-La accionada alega      en su escrito que no existió relación laboral y      que se ha infringido el Art. 8 del Código del Trabajo.      En el proceso aparecen, entre otros instrumentos, los roles de      pago a fs. 67 a 71 del cuaderno de primer nivel, así como      copia del documento de afiliación de aportes al IESS,      que obra a fs. 65 y 66 del cuaderno de primera instancia de la      que se desprende que el accionante prestó sus servicios      en el Municipio de Guayaquil, en calidad de Jornalero del Departamento      de Aseo de Calles. En consecuencia, hubo relación laboral,      pues se cumplieron los requisitos puntualizados por el Art. 8      del Código del Trabajo. La existencia de esta relación      no depende del incumplimiento de ciertas formalidades como así      permite deducirlo el contenido de lo dispuesto en el Art. 40      del Código del Trabajo, de manera que el Tribunal de alzada      obró conforme a derecho al declarar que el actor era efectivamente      trabajador del Municipio de Guayaquil, a base de los instrumentos      que obran de fs. 10 a 12, por los cuales consideró probadas      las circunstancias constitutivas de la relación laboral.      No ha habido pues inobservancia de los Arts. 18, 19 y 21 de la      actual codificación del Código del Trabajo, pues      estos artículos tienen relación precisamente con      el contrato de trabajo. Habiendo existido contrato de trabajo,      no pudo producirse violación de los Arts. 58 y 382 de      la Ley Orgánica de Administración Financiera y      Control, por lo previsto en el inciso final del vigente Art.      22 de la Constitución Política de la República,      y en definitiva porque las especificidades jurídicas del      contrato de trabajo, no cambian por la circunstancia de que la      empleadora sea una institución del sector público,      advirtiendo que los requisitos de orden administrativo que la      ley establece para poder contratar, son obligaciones a cargo      del empleador y su incumplimiento no puede perjudicar al trabajador,      que como tal, esta protegido por la legislación laboral,      por mandato de la Constitución y de la ley, sin que haya,      por lo mismo la inobservancia de la ley que en el recurso se      alega. El Art. 9 del Código del Trabajo contiene el concepto      de lo que se debe entender por trabajador, y la posición      del accionante es justamente esa, por lo que mal puede estimarse      por la recurrente que hay violación de los Arts. 21 y      22 de la Ley de Remuneraciones de los Servidores Públicos      y de las disposiciones correlativas de su reglamento. CUARTO.-      De otro lado, examinado pormenorizadamente el escrito que contiene      el recurso de casación interpuesto por el accionante y      confrontado con la sentencia impugnada, se determina: 1.- El      motivo fundamental del recurso es determinar si existe o no despido      intempestivo y al respecto resulta indispensable analizar si      los documentos que obran a fs. 64 - 67 - 97 y 98, tienen la suficiente      fuerza probatoria o no para acreditar lo reclamado en relación      con la prueba rendida; 2.- El accionante también manifiesta      que el Tribunal ad quem ha infringido los artículos 4,      5 y 7 del Código del Trabajo. Estas disposiciones se refieren      a lo que en doctrina se denomina "principios peculiares      del derecho del trabajo" entre los que esta la irrenunciabilidad      de los derechos del trabajador, la debida protección judicial      y administrativa y el principio de favor. Refiérense,      en una u otra forma a la característica que tiene el derecho      del trabajo de ser un derecho de protección y tutela para      el trabajador; uno de ellos específicamente es el principio      de favor que exige para su aplicación que exista un caso      de duda. Pero en el evento que se analiza no existe duda alguna      respecto de la aplicación que de las normas jurídicas      hizo el Tribunal de alzada en la sentencia que dictó;      por lo que se estima improcedente esta argumentación;      3.- El actual Art. 590 del Código del Trabajo, en su primera      parte dispone, como regla general, que en los juicios de trabajo,      el Juez y los tribunales apreciarán las pruebas conforme      a las reglas de la sana crítica, en forma tal que, por      lo dicho anteriormente eso es lo que precisamente ha ocurrido      en el presente caso y no la violación de esta norma de      carácter legal. QUINTO.- En la especie y del análisis      efectuado se concluye que en la sentencia expedida por el Tribunal      ad quem hay una acertada y coherente aplicación de las      normas legales pertinentes contempladas tanto en el Código      del Trabajo, como en el Código de Procedimiento Civil      y otras leyes. No existe aplicación indebida ni errónea      interpretación de normas de derecho, ni aplicación      indebida, ni errónea interpretación de los preceptos      jurídicos aplicables a la valoración de la prueba.      Sobre la base de las consideraciones expuestas, esta Sala, ADMINISTRANDO      JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY,      desecha los recursos de casación interpuestos por faltos      de fundamento legal. Notifíquese y devuélvase.      Publíquese en el Registro Oficial, conforme lo ordena      el Art. 19 de la Ley de Casación.
Fdo.) Dres. Nicolás Castro PatiÑo, Jorge Ramírez      Alvarez y Angel Lescano Fiallo, Ministros Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
Certifico que las tres copias que anteceden son fiel copias      del original.
Quito, a 12 de septiembre del 2002.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
No. 13-2002
ACTOR: Pompeyo Leonidas Franco Vaca.
DEMANDADA:      M. I. Municipalidad de Guayaquil.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
TERCERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL
Quito, a 2 de septiembre del 2002; las      11h00.
VISTOS: Pompeyo Leonidas Franco Vaca interpone recurso de      casación de la sentencia de segunda instancia dictada      por la Quinta Sala de la Corte Superior de Justicia de Guayaquil      que confirma el fallo de primer nivel emitido por el Juez Cuarto      Provincial del Trabajo del Guayas en el que se declara con lugar      parcialmente la demanda, en el juicio verbal sumario de trabajo      propuesto por el impugnante contra la M.I. Municipalidad de Guayaquil.      Habiéndose sustanciado la causa en este nivel, conforme      a lo que prescribe la Ley de Casación, procede adoptar      resolución y para hacerlo se considera: PRIMERO. - Esta      Sala es competente para conocer y decidir el recurso en mención,      en razón de lo prescrito por el Art. 200 de la Constitución      Política de la República, publicada en el Registro      Oficial No. 1 de 11 de agosto de 1998 y el Art. 1 de la Ley de      Casación. SEGUNDO.- El casacionista censura la sentencia      del Tribunal de apelación afirmando que en ella se violaron      las siguientes normas de derecho, artículos: 5, 7, 40      y 252 del Código del Trabajo; 1588 del Código Civil;      278 del Código de Procedimiento Civil; 35 numerales 1,      3, 6 y 12 de la Constitución Política del Estado,      cláusula 16 literal d) del XII Contrato Colectivo de Trabajo      suscrito entre la Municipalidad de Guayaquil y sus trabajadores;      y, 19 de la Ley de Casación, en lo relativo a la inobservancia      de la triple reiteración. Fundamenta su recurso en la      causal primera del Art. 3 de la Ley de Casación. SeÑala      el recurrente que el Tribunal ad-quem, al dictar su sentencia,      únicamente se limita a confirmar la sentencia subida en      grado y no toman en cuenta la "Bonificación Complementaria      demandada, en virtud de haberse establecido este derecho para      los jubilados, en la Cláusula Décima Sexta, literal      d), del XII Contrato Colectivo de Trabajo". Sostiene además,      que no se aplicaron los Arts. 5, 40 y 252 del Código del      Trabajo, en cuanto es imperativo para funcionarios judiciales      y administrativos dar protección a los derechos de los      trabajadores y, así mismo, en cuanto a la garantía      de cumplimiento de los contratos colectivos y "un derecho      consagrado de modo exclusivo para el trabajador hacer efectivas      las obligaciones aún siendo nulos o no tener eficacia      jurídica. Por último argumenta que no se ha tomado      en cuenta lo dispuesto en el Art. 1 588 del Código Civil      ni los numerales 1, 3, 6 y 12 del Art. 35 de la Constitución      Política, en cuanto a que el citado artículo del      Código Civil dispone que todo contrato legalmente celebrado      es ley para los contratantes y que los numerales invocados del      Art. 35 de la Constitución Política establecen      principios del derecho social como el de "tomar en cuenta      el carácter protector que se debe dar a la aplicación      del derecho en conflictos de los trabajadores...". TERCERO.-      Revisadas las actuaciones procesales, en forma minuciosa y verificadas      las confrontaciones referidas por el actor en su recurso, la      Sala advierte: 1. El lit. d) de la cláusula décima      sexta del Décimo Segundo Contrato Colectivo de Trabajo      que regia en la Municipalidad de Guayaquil a la fecha en que      terminaron las relaciones entre los litigantes dice: "El      empleador seguirá pagando a sus trabajadores y jubilados,      la Bonificación Complementaria, sin tener en consideración      la remuneración que percibe el trabajador. Los nuevos      trabajadores percibirán esta bonificación de acuerdo      a las disposiciones legales que la regulan.". (fs. 109 del      cuaderno de primera instancia). Infiérese del texto citado      que los jubilados de la Municipalidad de Guayaquil tienen derecho      a percibir la denominada "Bonificación Complementaria".      2. El Art. 1588 del Código Civil dice textualmente "Todo      contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes      y no puede ser invalidado sino por su consentimiento o por causas      legales". En el presente caso, el XII Contrato Colectivo      de Trabajo estuvo en plena vigencia al momento de la terminación      de la relación contractual entre los litigantes, por lo      tanto, todo su contenido era ley para las partes. 3. De otra      parte, se observa que la norma contenida en la letra d) de la      cláusula décima sexta del Décimo Segundo      Contrato Colectivo de Trabajo que rigió las relaciones      de trabajo entre los contendientes no ha sido cumplida, pues      en el proceso no aparece prueba alguna al respecto. Por tanto,      deberá pagarse al actor dicho valor, con intereses, en      razón de la resolución de carácter obligatorio      emitida por la Corte Suprema de Justicia, respecto a intereses,      que se publicó en el Registro Oficial No. 412 de abril      6 de 1990. Se infiere de lo manifestado en este considerando,      que el fallo de la Sala de apelación viola el Art. 1588      del Código Civil en armonía con lo dispuesto en      el lit. d) de la cláusula décima sexta del contrato      colectivo antes mencionado, así como el Art. 5 del Código      del Trabajo, por lo que es admisible el recurso de casación      interpuesto. Por las consideraciones antes anotadas, esta Tercera      Sala de lo Laboral y Social de la Corte Suprema de Justicia,      ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD      DE LA LEY, acepta el recurso de casación y dispone que      la demandada, además de lo ordenado por el Tribunal ad-quem      pague al actor lo dispuesto en el numeral tres del considerando      tercero de este fallo. El Juez a-quo realice la liquidación      correspondiente sin la intervención de perito, debiendo      agregar el valor relativo a intereses, según lo dispone      el Art. 611 del Código del Trabajo. Notifíquese,      devuélvase y publíquese.
Fdo.) Dres. Nicolás Castro PatiÑo, Jorge Ramírez      Alvarez y Angel Lescano Fiallo, Ministros Jueces.
Certifico.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
Certifico que las dos copias que anteceden son iguales a su      original.
Quito, a 16 de octubre del 2002.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
No. 48-2002
ACTOR: Xavier Iván Noboa Agurto.
DEMANDADA:      Autoridad Portuaria de Guayaquil.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
TERCERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL
Quito, a 2 de septiembre del 2002; las      10h30.
VISTOS: En el juicio verbal sumario de trabajo propuesto por      Xavier Iván Noboa Agurto contra la Autoridad Portuaria      de Guayaquil, el representante de la parte demandada interpone      recurso de casación de la sentencia de segunda instancia      expedida por la Cuarta Sala de la Corte Superior de Justicia      de Guayaquil, que declara con lugar la demanda revocando el fallo      de primer nivel dictado por el Juez Segundo del Trabajo del Guayas      que desestima las reclamaciones del accionante. Encontrándose      la causa en estado de dictar resolución, para hacerlo      se considera: PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer      y decidir el recurso formulado, en razón de lo prescrito      por el Art. 200 de la Constitución Política de      la República, publicada en el Registro Oficial No. 1 del      11 de agosto de 1998 y el Art. 1 de la Ley de Casación.      SEGUNDO.- La Autoridad Portuaria de Guayaquil por intermedio      de su Gerente General, ataca la sentencia del Tribunal de apelación,      afirmando que en ella se han infringido las siguientes normas      de derecho: Arts. 117, 118, 119 y 120 del Código de Procedimiento      Civil; y las cláusulas 12, 15 y 16 del Primer Contrato      Colectivo Único del Trabajo, por errónea interpretación.      En su extenso memorial, el recurrente dice también que      con fecha 22 de agosto de 1994 ante el Inspector Provincial del      Trabajo del Guayas se suscribió un acta de finiquito entre      los litigantes y en ella consta que las relaciones de trabajo      se dieron por terminadas de mutuo acuerdo. Afirma también      que "Por lo tanto se han mal interpretado las cláusulas      12, 15 y 16 del Primer Contrato Colectivo Único de Trabajo      suscrita entre Autoridad Portuaria de Guayaquil y sus Trabajadores".      TERCERO. - Llevadas a efecto las confrontaciones pertinentes      y luego del análisis riguroso de las tablas procesales,      la Sala advierte: 1. En este proceso lo esencialmente discutido      se vincula con el pago de indemnizaciones por el despido intempestivo,      que el demandante dice en su demanda se produjo "el 10 de      julio de 1994, en que en horas de la tarde, el Gerente de la      entidad, Contralmirante Fernando Cabrera Toala nos (los) hizo      llamar a su oficina....fuimos informados personalmente por el      Gerente de que ya no quería más nuestros servicios...      . 2. Las cláusulas 12, 15 y 16 del contrato colectivo      de trabajo (fs. 94-168), se refieren a la clase de contratos,      a la estabilidad y a las indemnizaciones por violación      de estabilidad, en su orden, del susodicho pacto. En la especie,      por la naturaleza de esta resolución, importa transcribir      la cláusula 16, que dice: "Las partes convienen que      si el Empleador diere unilateralmente por terminadas las relaciones      de trabajo, con uno o más de sus trabajadores y si el      trabajador puede optar por el reintegro o por indemnizaciones,      el empleador estará obligado a pagarle al trabajador directamente,      esto es, sin que medie previamente trámite legal alguno,      las indemnizaciones determinadas en los Arts. 181 y 189 del Código      del Trabajo acumulativamente y adicionalmente se le reconocerá      el pago de la cantidad equivalente a tres meses de remuneraciones      por cada aÑo de servicio en Autoridad Portuaria de Guayaquil,      sin que en ningún caso esta terminación, unilateral      de relaciones de trabajo pueda ser inferior a diez meses de sus      remuneraciones.- En el caso del trabajador que hubiere cumplido      20 aÑos y menos de 25 altos de trabajo, continuada o interrumpidamente,      adicionalmente tendrá derecho a la parte proporcional      de la Jubilación Patronal, de acuerdo con las normas del      Código del Trabajo.". 3. Siendo como es el despido      un hecho, debió cumplirse para acreditarlo, el precepto      contenido en la primera parte del Art. 117 del Código      de Procedimiento Civil, cuestión que en el proceso no      aparece demostrada y más bien en la parte introductoria      del acta de finiquito de fs. 1, aportada al proceso por el mismo      accionante, se lee "El objeto de la comparecencia de las      personas nombradas anteriormente es para dar por terminado por      mutuo acuerdo y legalmente el Contrato de Trabajo eventual que      los uniera... ". En consecuencia, se infiere que la relación      laboral no terminó por despido. 4. Frente a la propia      afirmación del actor hecha en el acta de finiquito, el      testimonio de fs. 91-92 rendido por José Muguerza León,      carece de solvencia, tanto más que la razón que      da de sus dichos no se vincula directamente con el hecho del      despido. 5. Tampoco puede inferirse el despido intempestivo aducido      por el actor, de la contestación de la demanda dada en      la audiencia de conciliación, como erróneamente      deduce la Sala de apelación en el considerando tercero      de la sentencia recurrida. Por lo expresado, este Tribunal concluye      que en la sentencia se violaron las disposiciones contenidas      en los Arts. 117 del Código de Procedimiento Civil y 16      del contrato colectivo de trabajo, lo que hace admisible el recurso.      Sobre la base de las consideraciones expresadas, esta Tercera      Sala de lo Laboral y Social de la Corte Suprema de Justicia,      ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD      DE LA LEY, aceptando el recurso de casación, declara sin      lugar la demanda. Notifíquese, devuélvase y publíquese.
Fdo.) Dres. Nicolás Castro PatiÑo, Jorge Ramírez      Alvarez, Angel Lescano Fiallo, Ministros Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
Certifico que las dos copias que anteceden son iguales a su      original.- Quito, a 16 de octubre del 2002.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
No. 61-2002
ACTOR: Jorge Luis Rodríguez Sánchez.
DEMANDADA: md.      Cartonera Ecuatoriana S.A.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
TERCERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL
Quito, a 21 de agosto del 2002; a las      11h30.
VISTOS: Jorge Luis Rodríguez Sánchez, interpone      recurso de casación de la sentencia dictada por la Quinta      Sala de la Corte Superior de Justicia de Guayaquil, que confirma      la dictada por el Juez Quinto del Trabajo del Guayas que declaró      sin lugar la demanda, dentro del juicio verbal sumario que por      cuestiones de trabajo dedujo el recurrente contra Industria Cartonera      Ecuatoriana S.A. y su representante Héctor Crespo Ricaurte      y contra éste por sus propios y personales derechos. Agotado      el trámite corresponde resolver y, para hacerlo, se considera:      PRIMERO.- Esta Sala es competente para conocer y decidir el recurso      en mención, en razón de lo prescrito por el Art.      200 de la Constitución Política de la República,      publicada en el Registro Oficial No. 1 del 11 de agosto de 1998      y el Art. 1 de la Ley de Casación. SEGUNDO.- El recurrente      censura la sentencia dictada por la Sala de apelación,      por estimar que se han infringido las siguientes normas de derecho;      Arts. 35 numerales 1, 3,4 y 14 de la Constitución; 4,      5, 39, 95, 113, 185, 188, 590 y 592 del Código del Trabajo;      119, 173, 174, 182 y 183 del Código de Procedimiento Civil;      1488, 1499 y 1505 del Código Civil; inciso 2do. del Art.      19 de la Ley de Casación; 8, 14, 30 y 31 del Décimo      Octavo Contrato Colectivo de Trabajo; y, 31 del Reglamento sobre      arreglo de procesos y actuaciones judiciales. El fundamento de      su recurso lo radica en la causal uno del Art. 3 de la Ley de      Casación. En su largo escrito que es análogo a      los informes en derecho que presentara, el impugnante se refiere      a la falta de aplicación de las siguientes normas jurídicas:      Art. 119 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto      no se aplicó la sana crítica. Del Art. 592 del      Código del Trabajo, pues la liquidación no fue      practicada ante el Inspector del Trabajo, ni fue pormenorizada,      a lo que se agrega el "hecho cierto, real y justificado      en autos" que el acta de finiquito nació de instrumentos      en los que existen vicios del consentimiento, como ocurre concretamente      con: a) Actas de asamblea general del Comité de Empresa      y Sindicato de 7 de diciembre de 1998, en las que se hace mención      respecto de una delicada situación financiera de la empresa      demandada que pudo llevarla a la quiebra, pero que en realidad      no fue cierta, como lo demuestran las copias certificadas de      las declaraciones del impuesto a la renta (fs. 126 a 134, cuaderno      de primera instancia), por 1997 y 1998 "las cuales no fueron      analizadas en el fallo ahora atacado . Agrega que, incluso, hay      objeto ilícito en tales actas, inaplicándose los      Arts. 1488, 1499 y 1505 del Código Civil. SeÑala      que hubo en las actas error, fuerza y dolo en su orden, por lo      siguiente: a) Porque no fue cierto que la empresa estuviese atravesando      por una delicada situación financiera; b) Porque la falsa      y errada información financiera que dieron los representantes      de la empresa a sus trabajadores produjo en el accionante el      temor de un mal irreparable y grave: quedarse sin trabajo; y,      c) Porque con tales erradas y falsas informaciones financieras      la empresa obtuvo que los dirigentes sindicales acordaron la      disolución de sus organizaciones mientras aquella puso      a disposición de éstas "a su Abogada Defensora      de nombres Diana González Benítez, con el fin preconcebido      de manejar en el orden legal. En cuanto al acta de finiquito      (fs. 29 y 29 vta.) observa que la liquidación no se practicó      ante el Inspector del Trabajo, que no fue pormenorizada y que      los rubros que allí constan no son los correctos, en su      orden, por las razones siguientes: a) Porque a fs, 25 del cuaderno      de primera instancia existe copia certificada del cheque a que      se refiere el acta, pero éste fue elaborado y girado el      7 de diciembre de 1998 cuando el acta es de fecha 11 de diciembre      del mismo aÑo; b) Porque no habiéndose practicado      la liquidación ante el Inspector del Trabajo esta autoridad      no pudo cuidar que sea pormenorizada, pues no constan rubros      como el décimo tercero y sexto sueldos; bonificación      complementaria; compensación por costo de vida y los del      contrato colectivo que se refieren a mejora patronal; comisariato;      subsidios de antigüedad y familiar y otros que no específica;      y, c) Porque los valores liquidados en el finiquito se refieren      a los ganados en agosto de 1998 que fueron "muy inferiores"      a la última remuneración mensual percibida en noviembre      de 1998, vulnerándose así la garantía constitucional      del numeral 4 del Art. 35 de la Constitución. En torno      al despido intempestivo aduce que en el finiquito consta que      se le ha pagado un valor en base al Art. 185 del Código      del Trabajo, que se lo paga únicamente en caso de desahucio      o despido y que como de autos no consta ningún trámite      de desahucio, existe despido intempestivo, asegurando que así      lo han resuelto sentencias dictadas por la Corte Suprema de Justicia      contra, la misma empresa, que obran de fs. 110 a 115 vta. del      cuaderno de primer nivel. Reconoce que el despido intempestivo      es un hecho que se da en el tiempo y en el espacio, pero conceptúa      que el mismo pueda provenir no sólo de la voluntad expresa      del empleador, sino también de "actos que implícitamente      demuestran la voluntad de dar por terminadas las relaciones laborales"      como son los de que en un solo día despidieron simuladamente      a 204 obreros bajo el parapeto de una falsa crisis económica.      Cuando se refiere a los Arts. 8, 14, 30 y 31 "entre otros"      del Décimo Octavo Contrato Colectivo, no precisa el contenido      de su censura. Afirma también que hay inobservancia de      los precedentes jurisprudenciales obligatorios y vinculantes      que cita. TERCERO.- Hecho el análisis y comparación      de rigor entre la sentencia que se impugna con el escrito contentivo      del recurso de casación, autos y más constancias      procesales, la Sala formula las siguientes precisiones: 1.- Al      parecer lo fundamental en este proceso es establecer el valor      del acta de finiquito que suscribieron las partes litigantes,      frente a la impugnación de que ha sido objeto, así      como determinar la forma en que concluyó el vinculo laboral      que existió entre las mismas, entre otros aspectos; 2.-      El acta de finiquito fue efectivamente celebrada el 11 de diciembre      de 1998 entre los representantes legales de la compaÑía      demandada, Industria Cartonera Ecuatoriana S.A., y el ex-trabajador      Jorge Luis Rodríguez Sánchez, quienes comparecieron      según el texto del acta: ". . .ante el infrascrito      Inspector Provincial del Trabajo del Guayas", cuya firma,      rúbrica y sello consta al final de la misma, en la que      se lee: ".. Inspector Provincial del Trabajo", sin      que la copia certificada del cheque que recibió el ex-trabajador      por la suma de S/. 67'054.708 enerve esta declaración      de conocimiento por la fecha del giro; 3.- Es cierto que los      representantes patronales, según el texto del acta, solicitaron      "a la autoridad de trabajo que proceda a verificar la liquidación      que se detalla más adelante..."; pero, de esta petición,      no puede concluirse per se, que la liquidación no fue      practicada ante la autoridad de trabajo, en el entendido de que      "verificar" es sinónimo de confirmar o comprobar      una cuenta que examinada, resulta cierta, lo que constituye el      factor sine qua non para determinar a la autoridad de trabajo      su correspondiente suscripción, en orden a prestar a los      trabajadores oportuna y debida protección para la garantía      y eficacia de sus derechos que, además, son irrenunciables;      4.- "Pormenorizar" significa entre otras cosas describir      o enumerar detallada o minuciosamente algo. ¿El acta de      finiquito contiene esta descripción?. Allí consta      que fue el propio ex-trabajador quien hizo algunas manifestaciones      que deben ser tenidas como auténticas y verdaderas, como      las de que: ingresó a laborar el 8 de julio de 1985; que      para el efecto del cálculo de su liquidación se      considere como su última remuneración la del mes      de agosto de 1998 "por ser la más conveniente a sus      intereses"; y, además, "que se encuentra al      día en el pago de sus aportes al IESS, que mensualmente      ha recibido todos sus haberes en forma legal y que por lo tanto      no tiene nada que reclamar por remuneraciones y bonificaciones      de ley", apareciendo en la liquidación la enumeración      de los rubros y conceptos que conforme a esta previa declaración      del propio ex-trabajador le correspondería recibir por      diversas prestaciones, tales como: vacaciones, subsidio de vacaciones,      comidas, décimo cuarta y quinta remuneraciones; más      un valor que por la suma de S/. 74'329.082 recibió bajo      el concepto expreso de que constituía una "bonificación      voluntaria imputable a cualquier reclamo que en lo posterior      y por cualquier concepto pudiera presentar el trabajador",      como ocurre ahora precisamente en el caso sub júdice;      5.- El recurrente argumenta que el acta de finiquito nació      de instrumentos en los que existen vicios del consentimiento,      refiriéndose de manera concreta a las actas de la Asamblea      General del Comité de Empresa y del Sindicato, de 7 de      diciembre de 1998, que obran de fs. 41 a 45 de los autos, respectivamente,      por las que se resuelve la disolución tanto del Comité      de Empresa, cuanto del Sindicato General, sin que se aprecie      que durante la realización de tales asambleas y la suscripción      de las actas correspondientes, hubiesen existido error, fuerza      y dolo, ni objeto ilícito; entre otras razones, porque      el recurrente parte de la premisa de que fue la empresa demandada      la que dio á sus trabajadores la falsa y errada información      financiera de que aquella estuviese atravesando por una delicada      situación en este orden, hecho éste que no está      demostrado y, aun estándolo, habría que analizarlo      contextualmente para establecer la posibilidad de los vicios      del consentimiento a los que alude el recurrente. Más      bien, de autos, fluye la idea contraria, desde que en tales actas      aparece que fue el Secretario General del Comité de Empresa      (Freddy Farfán B.) y del Sindicato General (Héctor      Delgado Z.) quienes al intervenir en los debates expresaron:      ".. . Es conocido por todos los trabajadores que su empleadora      Industria Cartonera Ecuatoriana S.A. se encuentra atravesando      una delicada situación de orden financiero que es resultado      de la crisis general en que se encuentra la economía del      país por lo que temen un colapso de la empresa que signifique      la quiebra y el cierre de la misma y el consiguiente perjuicio      para la masa de trabajadores que quedarían en la desocupación      y sin haber recibido los indispensables valores que garanticen      el sustento de sus familias". Esta afirmación de      los dirigentes sindicales no puede ser atribuida a los representantes      legales de la empleadora, porque no está acreditado en      autos que ellos hubiesen participado en tales debates y asambleas.      Menos, mucho menos, hay objeto ilícito en la resolución      que en asamblea tomaron los trabajadores respecto de la disolución      del Comité de Empresa y del Sindicato General, pues estos      actos son ilícitos y no contravienen al derecho público      ecuatoriano, en los términos previstos en las hipótesis      jurídicas a que se refieren los Arts. 1505 y 1507 del      Código Civil; 6.- En cuanto a la forma en que concluyó      el vínculo laboral entre las partes contenientes, tanto      por lo expresado en el acta transaccional (fs. 30 a 34 vta.)      suscrita entre los representantes del Comité de Empresa,      Sindicato General y "todos y cada uno de los trabajadores      afiliados" entre los cuales estuvo y consta la firma del      recurrente (fs. 34) y los representantes legales de la empresa      demandada, como en el acta de finiquito no cabe la menor duda      que el mismo terminó de mutuo acuerdo, es decir, a base      de lo dispuesto en el numeral 2 del Art. 169 del Código      del Trabajo y no por despido intempestivo, como lo asegura, pero      que no lo ha logrado demostrar el accionante. El pago a éste      de una "bonificación por desahucio" de S/. 6'050.730      no significa que se haya producido un despido implícito,      como lo sugiere el recurrente. Este pago es consecuencia de lo      acordado en las actas transaccionales antes mencionadas, como      se precisa en la cláusula primera de antecedentes, las      mismas que, por otra parte, dieron también por terminado      el Décimo Octavo Contrato Colectivo de Trabajo vigente,      en los términos de los Arts. 256 y 169 numeral 2 del Código      del Trabajo, siendo evidente que "la terminación      del Contrato Colectivo por acuerdo de las partes o mutuo disenso      se regula por lo que las partes hayan estipulado y sólo      a falta de estas estipulaciones se estará a lo previsto      en la Ley". (Julio César Trujillo, "Derecho      del Trabajo", tomo II, Pág. 289, Ediciones de la      Universidad Católica, Quito, 1979); y, 7.- El accionante      en su afán de demostrar los fundamentos de su demanda      actuó como pruebas: copias certificadas del Décimo      Octavo Contrato Colectivo de Trabajo de 30 de julio de 1997 (fs.      62 a 93); juramento deferido (fs. 57), y posteriormente el accionante      adjunta una abundante documentación que logra formar casi      cuatro cuerpos; sin embargo, olvidó que en el juicio verbal      sumario de trabajo se resuelve por el mérito de los autos,      es decir, según lo alegado y probado, pero teniendo en      cuenta que sólo la prueba debidamente actuada hace fe      en juicio, en los términos previstos en el Art. 121 del      Código de Procedimiento. Civil; y, además, la facultad      que discrecionalmente tienen los jueces para acoger, según      las reglas de la sana crítica, las pruebas que creyeran      convenientes. CUARTO.- Del análisis pormenorizado que      se ha realizado se llega a la conclusión de que en la      sentencia dictada por la Sala de apelación no se han infringido      las normas jurídicas invocadas por el recurrente. Sobre      la base de tales consideraciones, esta Tercera Sala de lo Laboral      y Social de la Corte Suprema de Justicia, ADMINISTRANDO JUSTICIA      EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, desecha      el recurso de casación. Notifíquese, devuélvase      y publíquese.
Fdo.) Dres. Nicolás Castro PatiÑo, Jorge Ramírez      Alvarez y Angel Lescano Fiallo, Ministros Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
Certifico que las cuatro copias que anteceden son fiel copias      del original.- Quito, a 12 de septiembre del 2002.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
No. 73-2002
ACTOR: Venancio Montes Santana.
DEMANDADA:      INDA.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA
TERCERA SALA DE LO LABORAL Y SOCIAL
Quito, a 26 de agosto del 2002; a las      14h50.
VISTOS: El Dr. Jorge Raúl Torres Argüello en su      calidad de Director Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo      Agrario, INDA, interpone recurso de casación de la sentencia      dictada por la Tercera Sala de la Corte Superior de Justicia      de Quito, que aceptando parcialmente la demanda reforma la dictada      por el Juez Cuarto del Trabajo de Pichincha, en el sentido de      que el pago de indemnizaciones por despido intempestivo será      de $ 767,60 dólares americanos, dentro del juicio verbal      sumario que por reclamaciones de índole laboral ha planteado      en contra de la entidad que representa, Venancio Montes Santana.      El trámite está agotado, corresponde resolver y,      para hacerlo, se considera: PRIMERO.- Esta Sala es competente      para conocer y decidir el recurso en mención, en razón      de lo prescrito por el Art. 200 de la Constitución Política      de la República, publicada en el Registro Oficial Nro.      1 del 11 de agosto de 1998 y el Art. 1 de la Ley de Casación.      SEGUNDO.- La recurrente impugna la sentencia dictada por la Sala      de apelación por estimar que en la misma existe falta      de aplicación de los preceptos jurídicos aplicables      a la valoración de la prueba, infringiéndose los      artículos: 118, 119, 120 y 301 del Código de Procedimiento      Civil; 2396 del Código Civil, argumentando que la supresión      de partida no entraÑa despido intempestivo; y, además,      que no se han tomado en cuenta las actas transaccionales y de      finiquito "celebradas legalmente en la Inspectoría      de Trabajo". El fundamento de su recurso lo establece en      la causal 3 del Art. 3 de la Ley de Casación. TERCERO.-      Verificada la confrontación de rigor entre la sentencia      que se impugna y el escrito que contiene el recurso de casación      interpuesto con, los autos y más constancias procesales,      la Sala formula las siguientes precisiones: 1.- No es verdad,      como afirma la recurrente, en el numeral 1 del texto del recurso      de casación que ha interpuesto, que la Sala de apelación      en la sentencia que impugna sostenga que a pesar de que el actor      presentó su renuncia voluntaria acogiéndose a la      Ley de Desarrollo Agrario y a la Ley de Modernización      del Estado, no exista "voluntad del trabajador para dar      por terminada la relación laboral". Al contrario,      en la sentencia de la instancia (fs. 64), quedó establecido      lo siguiente: "No obra del proceso la acta de finiquito      a la que la parte demandada en la audiencia de conciliación      y al proponer la excepción tercera dice haberse suscrito      con el actor"; 2.- En consecuencia, el alcance del recurso      de casación queda reducido únicamente a la afirmación      del recurrente de que el acta transaccional, que no precisa ni      específica, celebrada entre las partes litigantes, surte      los efectos de cosa juzgada, por lo dispuesto en el Art. 2396      del Código Civil en concordancia con el Art. 301 del Código      de Procedimiento Civil y a la de que la supresión de partidas      presupuestarias no entraÑa despido intempestivo; 3.- La      supresión de partida presupuestaria no es una de las causas      establecidas en la ley para terminar legalmente una relación      de carácter laboral, en tanto que la misma no consta entre      las enumeradas taxativamente en el Art. 169 del Código      del Trabajo, por lo que hizo bien la Sala de apelación      en confirmar la existencia del despido intempestivo, como previamente      lo determinó también el Juez a quo, precisamente,      por la supresión de partida presupuestaria; 4.-El recurrente      se refiere a una acta transaccional, pero no precisa a cuál      de ellas se está refiriendo: si a la de fecha 28 de septiembre      de 1994 (fs. 18 y 19) o al acta transaccional reformatoria de      14 de diciembre de 1994 (fs. 17). Sin embargo, se aprecia que      ambas actas no fueron celebradas como erróneamente lo      sostiene el recurrente "entre la trabajadora y mi representada      ante el Inspector del Trabajo". Las mismas se suscribieron      ante el Director General del Trabajo y el Secretario de dicha      dependencia e intervinieron como partes el Director Ejecutivo      del IERAC y los representantes del Comité Ejecutivo Nacional      de la Federación Nacional de Obreros del IERAC, en la      primera de las mencionadas; y, en la otra, el Director Ejecutivo      del INDA y el mismo comité, haciéndose referencia      en el instrumento inicial tanto a las garantías laborales      como a las del contrato colectivo, como lo seÑala también      el considerando 5º de la sentencia que se impugna, siendo      obvio que por la vía del acta transaccional no pueden      vulnerarse los derechos establecidos para el trabajador tanto      en el Código del Trabajo como en el contrato colectivo;      y, 5.-Finalmente, es la entidad demandada la que, por un lado,      no probó su excepción relativa a que la actora      había presentado su renuncia voluntaria, así como      que suscribió con ella un acta de finiquito, para contrarrestar      el hecho del despido intempestivo que ha alegado la accionante.      CUARTO.-Deviene como evidente entonces que en la sentencia dictada      por la Sala de apelación no se han infringido las normas      jurídicas invocadas por el recurrente, en su recurso de      casación. Sobre la base de tales consideraciones, esta      Tercera Sala de lo Laboral y Social de la Corte Suprema de Justicia,      ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR AUTORIDAD      DE LA LEY, desecha el recurso de casación. Notifíquese,      devuélvase y publíquese.
Fdo.) Dres. Nicolás Castro PatiÑo, Jorge Ramírez      Alvarez y Angel Lescano Fiallo, Ministros Jueces.
Certifico.- f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
Certifico que las dos copias que anteceden son fiel copias      del original.- Quito, a 12 de septiembre del 2002.
f.) Dr. Hermes Sarango Aguirre, Secretario Relator.
EL ILUSTRE      CONCEJO CANTONAL DE CAÑ,ñAR
Considerando:
Que de conformidad con lo establecido por la Constitución      Política del Estado, la Ley de Descentralización      del Estado y su reglamento, así como el Convenio de Transferencia      de Competencias, celebradas entre el Ministerio de Turismo y      este Municipio el 19 de julio del 2001, se trasladan varias responsabilidades      en el ámbito turístico, particularmente la concesión      de la licencia única anual de funcionamiento de los establecimientos      turísticos que se encuentran registrados en el Ministerio      de Turismo y cuyo catastro en lo referente a este cantón,      ha sido también entregado en el citado convenio;
Que de conformidad con lo establecido en el numeral 8 del      artículo 64 de la Ley de Reforma Tributaria que deroga      las disposiciones de la Ley Especial de Desarrollo Turístico      que facultaba al Ministerio de Turismo el cobro de los valores      por el registro y la obtención de la licencia anual de      turismo, les corresponde a las municipalidades a partir del 1      de enero del 2002, la fijación de las tasas correspondientes      y el otorgamiento de la licencia anual de funcionamiento, sobre      base de los parámetros técnicos emitidos por el      Ministerio de Turismo;
Que mediante oficio Nº 01167SJM-2002 de 20 de junio del      2002, suscrito por el abogado Eduardo Jiménez Parra, Subsecretario      Jurídico Ministerial, el Ministerio de Economía      y Finanzas otorga dictamen favorable al proyecto de Ordenanza      que establece la tasa para la licencia anual de funcionamiento      de los establecimientos turísticos; y,
En uso de las facultades que le confiere la Ley de Régimen      Municipal,
Expide:
LA PRESENTE ORDENANZA QUE ESTABLECE LA TASA PARA LA LICENCIA      ANUAL DE FUNCIONAMIENTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS TURISTICOS.
Art. 1.- AMBITO Y FINES.- El ámbito de aplicación      de esta ordenanza es la fijación de las tasas para la      obtención de la licencia anual de funcionamiento de los      establecimientos turísticos ubicados en la jurisdicción      de este cantón, cuyos valores serán destinados      al cumplimiento de los objetivos y fines tendientes al desarrollo      del turismo local.
Art. 2.- DEL REGISTRO.- Toda persona natural o jurídica      para ejercer las actividades turísticas previstas en la      Ley Especial de Turismo y sus reglamentos, deberá registrarse      en el Ministerio de Turismo o en sus dependencias regionales      facultadas para ello y obtener para el ejercicio económico,      la licencia anual de funcionamiento, en el Municipio del cantón      Callar, con anterioridad al inicio de su actividad, requisito      sin el cual no podrá operar ningún establecimiento      turístico.
Art. 3.- DE LA LICENCIA ANUAL DE FUNCIONAMIENTO.- La licencia      anual de funcionamiento constituye la autorización legal      otorgada por el Municipio del cantón a los establecimientos      turísticos, sin la cual no puede operar dentro de la jurisdicción      del cantón . Previo a la obtención de esta licencia      toda persona natural o jurídica que presta servicios turísticos      deberá satisfacer el valor de la tasa correspondiente      fijada en esta ordenanza.
Art. 4.- DE LA CATEGORIZCIÓN.- Al Ministerio de Turismo      cuino autoridad nacional de turismo: le corresponde la categorización      de los establecimientos turísticos, la misma que servirá      para establecer los valores de la tasa por concepto de la obtención      de licencia anual de funcionamiento de los establecimientos turísticos.
Art. 5.- DE LA TASA POR LA LICENCIA ÚNICA ANUAL DE      TURISMO.- Las actividades turísticas podrán ser      desarrolladas por personas naturales o jurídicas que se      dediquen a la prestación remunerada, de modo habitual      o por temporada de actividades turísticas, siempre que      cumplan con los requisitos estipulados en la Ley Especial de      Desarrollo Turístico y sus reglamentos, así cuino      que satisfagan las tasas que se establecen en la presente ordenanza.
Art. 6.- DE LOS REQUISITOS PARA LA OBTENCIÓN DE LA      LICENCIA ANUAL DE FUNCIONAMIENTO.- Las personas naturales o jurídicas      para obtener la licencia anual de funcionamiento, deberán      presentar en la Oficina Municipal de Turismo la documentación      siguiente:

DE LOS REQUISITOS GENERALES
1. Solicitud dirigida al seÑor Alcalde del cantón.
2. Certificado de registro conferido por el Ministerio de      Turismo.
3. Certificado de afiliación a la Cámara Provincial      de Turismo del CaÑar.
4 La patente municipal.
5. Copia del RUC.
6. Lista de precios de su establecimiento turístico.
7. Formulario actualizado de la planta turística.
8. Certificado de salud conferido por el área Nº      2.
9. Certificado de no adeudar al Municipio.
Art. 7.- TARIFAS A PAGARSE.- La tasa para la licencia anual      de funcionamiento de los establecimientos turísticos en      la jurisdicción del cantón CaÑar se pagará      de acuerdo con las siguientes tarifas:
1.Alojamiento turístico.- Pagarán la cantidad      que resulte de dividir el valor máximo fijado a continuación      por cada tipo y categoría para cien y multiplicado por      el número total de habitaciones de cada establecimiento      de alojamiento, hasta un tope máximo del valor fijado      para cada tipo y categoría.
1.1 Hoteleros Por Valor a pagar
habitación máximo
en USD en USD
1.1.1 Hoteles
1.1.1.1 Lujo ..13.00 1.300.00
1.1.1.2 Primera ..11.30 1.130.00
1.1.1.3 Segunda 8.60 860.00
1.1.1.4 Tercera 4.90 490.00
1.1.1.5 Cuarta 3.30 330.00
1.1.2 Hotel - Residencia
1.1.2.1 Primera 9.50 950.00
1.1.2.2 Segunda 6.80 680.00
1.1.2.3 Tercera 4.50 450.00
1.1.2.4 Cuarta 3.20 320.00
1.1.3 Hoteles - Apartamentos
1.1.3.1 Primera ..10.00 1.000.00
1.1.3.2 Segunda 7.50 750.00
1.1.3.3 Tercera 5.50 550.00
1.1.3.4 Cuarta 4.00 400.00
1.1.3 Hostales -Residencias
1.1.4.1 Primera 3.10 510.00
1.1.4.2 Segunda 3.80 380.00
1.1.4.3 Tercera 3.05 305.00
1.1.5 Hosterías - Paraderos -Moteles
1.1.5.1 Primera 7.10 710.00
1.1.5.2 Segunda 5.90 590.00
1.1.5.3 Tercera 4.75 475.00
1.1.6 Pensiones
1.1.6.1 Primera 3.85 385.00
1.1.6.2 Segunda 3.20 320.00
1.1.6.3 Tercera 2.55 255.00
1.1.7 CabaÑas - Refugios -Albergues
1.1.7.1 Primera 1.93 385.00
1.1.7.2 Segunda 1.60 320.00
1.1.7.3 Tercera 1.28 255.00
1.Los establecimientos descritos en los numerales 1.1.7, 11.7.1,1.1.7.2      y 1.1.7.3 pagarán la cantidad que resulte de dividir el      valor máximo fijado en el numeral aÑadido por cada      tipo y categoría para doscientos y multiplicado por el      número total de plazas de cada establecimiento, hasta      un tope máximo del valor fijado para cada tipo de categoría.
Por habitación Valor a pagar
en USD Máximo en
USD
1.2 Campamentos turísticos
1.2.1 Primera 2.30 230.00
1.2.2 Segunda 1.60 160.00
1.2.3 Tercera 0.80 80.00
2. RESTAURANTES Y CAFETERÍAS.- Pagarán la cantidad      que resulte de dividir el valor máximo fijado a continuación      por cada categoría para treinta y multiplicado por el      número total de mesas de cada establecimiento, hasta un      tope máximo del valor fijado para cada categoría.
Para el cálculo del número de mesas, se considera      el número de plazas total del establecimiento, dividido      por cuatro.
Por mesa Valor a pagar
USD Máximo en USD
2.1 Lujo 11.33 340.00
2.1.1. Primera 9.33 280.00
2.1.2 Segunda 7.33 220.00
2.1.3 Tercera 5.00 150.00
2.1.4 Cuarta 4.00 120.00
3. AGENCIAS DE VIAJES Y TURISMO.- Pagarán una cantidad      fija de acuerdo al siguientes detalle:
Valor a pagar
en USD
3.1 Mayorista 360.00
3.2 Internacional 240.00
3.3 Operadoras 120.00
4. CASINOS, SALA DE JUEGO Y BINGOS.- Pagarán la cantidad      fija de acuerdo al detalle siguiente:
Valor a
pagar
en USD
4.1 Casinos
4.1.1 Lujo .2.800.00
4.1.2 Primera .1.600.00
4.2 Sala de juegos y bingos
4.2.1 Lujo 910.00
4.2.2 Primera 770.00
4.2.3 Segunda 670.00
4.2.4 Tercera 570.00
5. TRANSPORTE TURÍSTICO DE PASAJEROS.
5.1 TERRESTRES.- Pagarán la cantidad fija, por vehículo,      de acuerdo al siguiente detalle:

Valor a
pagar en
USD
5.1.1 Servicio internacional de itinerario
regular ..120.00
5.1.2 Servicio de transporte terrestre
turístico 50.00
5.1.3 Alquiler de casas rodantes (Caravan
por unidad o vehículo) 20.00
5.1.4 Alquiler de automóviles (Renta Car)
por vehículo 20.00
Para este caso se considera hasta un máximo de USD$      300.00 y adicionalmente pagarán $ 100,00 por cada punto      venta o sucursal. El pago de este último valor se efectuará      en la Gerencia Regional del Ministerio de Turismo en la que se      encuentren ubicados dichos puntos de venta o sucursales.
DE LAS SANCIONES.
Art. 8.- Los establecimientos turísticos que no obtuvieren      la tasa para la licencia anual de funcionamiento, hasta el quince      de mayo de cada aÑo, serán sancionados con la clausura      del local respectivo. Para su reapertura, pagarán una      multa de cien dólares americanos adicionales.
Art. 9.- La presente ordenanza regirá a partir de su      publicación en el Registro Oficial.
Dado y firmado en la sala de sesiones del Concejo Cantonal      de CaÑar, a los quince días del mes de febrero      del aÑo dos mil dos.
f.) Víctor Cárdenas OrdóÑez, Alcalde      del cantón CaÑar.
f.) Dra. Magdalena Bustamante E., Secretaria del Concejo de      CaÑar.
Certificado de Discusión: Certificamos que la presente      Ordenanza que establece la tasa para la licencia anual de funcionamiento      de los establecimientos turísticos, fue conocida, discutida      y aprobada por el Ilustre Concejo Cantonal de CaÑar, en      sesiones ordinarias de fechas diecinueve de diciembre del aÑo      dos mil uno y quince de febrero del dos mil dos. CaÑar,      a 19 de febrero del 2002.
f.) Prof. Antonio Quinde Buscán, Vicealcalde del cantón      CaÑar.
f.) Dra. Magdalena Bustamante E., Secretaria del I. Concejo      Cantonal.
Alcaldía del Cantón CaÑar.
VISTOS.- CaÑar, 20 de febrero del 2002, las 10h00.
Por haberse observado los trámites legales pertinentes,      la presente Ordenanza que establece la tasa para la licencia      anual de funcionamiento de los establecimientos turísticos,      al amparo del mandato prescrito en el Art. 129 de la Ley de Régimen      Municipal, se declara sancionada, en consecuencia entra en plena      vigencia. Ejecútese y publíquese.- Hágase      saber.- Dr. Víctor Cárdenas OrdóÑez,      Alcalde del cantón CaÑar.
f.) Dr. Víctor Cárdenas OrdóÑez,      Alcalde del cantón CaÑar.
Proveyó y firmó la providencia que antecede      el seÑor doctor Víctor Cárdenas OrdóÑez,      Alcalde del cantón CaÑar, en la fecha y la hora      antes invocada.- Lo certifico.- CaÑar, 20 de febrero del      2002.
f.) Dra. Magdalena Bustamante Espinoza, Secretaria del I.      Concejo Cantonal de CaÑar.
EL ILUSTRE CONCEJO MUNICIPAL DE PELILEO
Considerando:
Que de conformidad con los artículos 398 literal d)      y 407 de la Ley de Régimen Municipal, facultan a las municipalidades      del país para mediante ordenanza, cobrar tasas por el      servicio de agua potable;
Que el Art. 163 literal c) de la Ley de Régimen Municipal      faculta al I. Municipio reglamentar el uso del agua potable y      disponer lo necesario para asegurar el abastecimiento y la distribución      de agua; y,
Que en cumplimiento del Art. 7 del Código Tributario      el Ministerio de Economía y Finanzas mediante oficio Nº      01622 SJM-2002 del 18 de septiembre del 2002 emitió el      dictamen favorable a las reformas de la presente ordenanza,
Expide:
Las siguientes reformas a la Ordenanza Municipal de Agua Potable,      publicada en el Registro Oficial Nº 294 del Suplemento de      fecha 13 de octubre de 1989, en lo que concierne al Capítulo      VI de las Sanciones y Prohibiciones.
Artículo Único.- Reformar los siguientes artículos:
ARTICULO 26.- El servicio que se hubiere suspendido      por parte del Departamento de Agua Potable y Alcantarillado no      podrá ser reinstalado sino por los empleados del departamento,      previo trámite y autorización de la Municipalidad      y pago de los derechos de reconexión, que se calcularán      de conformidad a lo que se establece en el Art. 21 de esta ordenanza.
Se calculará según lo dispuesto en el Art. 21.      Cualquier persona que ilícitamente interviniera en la      reconexión incurrirá en una multa de USD 20.00      sin perjuicio de la acción judicial a que hubiere lugar.
ARTICULO 27.- Prohíbese la conexión de      la tubería de agua potable con cualquier otra tubería      o depósito de diferente abasto que altere o pueda alterar      la potabilidad del agua.
La persona o personas que abrieren boquetes, canales o realizaren      perforaciones en la misma o en los tanques, o traten de perjudicar      en cualquier forma el sistema, estarán obligados a pagar      el valor de las reparaciones y una multa de USD 40.00.
ARTICULO 28.- Si se encontrare alguna instalación      fraudulenta de agua, el dueÑo del inmueble pagará      una multa de USD 40.00, sin perjuicio de que la conexión      sea cortada inmediatamente y de la acción judicial correspondiente.      La reincidencia será penada con el doble de la sanción      antes indicada.
ARTICULO 29.- Por el daÑo de un medidor de agua,      la violación de sellos de seguridad o la interrupción      fraudulenta de su funcionamiento, a más de las tarifas      seÑaladas en el Art. 20, deberá pagarse 2 (dos)      salarios mínimos vitales generales vigentes como multa.
ARTICULO 30.- Prohíbese a los propietarios o      personas que no están autorizados por el Departamento      de Agua Potable y Alcantarillado, manejar los medidores de llaves      guías de las caÑerías, sobre todo válvulas      de acceso a sus conexiones. Los que infringieran esta disposición      serán sancionadas con una multa de USD 20.00, sin perjuicio      de la responsabilidad penal a que hubiere lugar.
ARTICULO 32.- El agua potable que suministra la Municipalidad,      no podrá ser destinada para riego de campos y huertos;      la infracción será sancionada con una multa de      1 (uno) salario mínimo vital general vigente.
ARTICULO 33.- Todo daÑo ocasionado en la red      de agua potable será cobrado al causante con una multa      de USD 12.00, más el pago de los daÑos que hubiere      ocasionado sin perjuicio de las acciones establecidas en el Código      Penal.
ARTICULO 34.- Solo en caso de incendio o cuando hubiere      la autorización correspondiente; podrá el personal      del Cuerpo de Bomberos, hacer el uso de válvulas, hidrantes      y conexos. Pero en circunstancias normales, ninguna persona particular      podrá hacer uso de ellas; silo hiciere, además      del pago de daÑos y perjuicios a que hubiere lugar, incurrirá      en la sanción de 1 (uno) salario mínimo vital general      vigente.
Deróguese todos los artículos de ordenanzas      vigentes que se opongan a la presente en su parte pertinente.
La presente ordenanza entrará en vigencia, luego de      su publicación en el Registro Oficial.
Dado en Pelileo, a los once días del mes de junio del      aÑo 2002.
f.) Dr. Euclides Barrera C., Alcalde.
f.) Lic. Carlos Velásquez, Secretario:
CERTIFICO: Que la presente reforma a la Ordenanza de      Agua Potable del Cantón Pelileo, fue discutida y aprobada      por el I. Concejo en sesiones del cuatro y once de junio del      aÑo 2002, habiéndose aprobado su redacción      en la última de las sesiones.
f.) Lic. Carlos Velásquez, Secretario Municipal.      
